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La elecciôn del tema de la présente 
memoria doctoral ha estado condicionada, en gran 
parte, por el conocimiento y experiencia adquirida, 
en relaciôn con la problem&tica planteada, en mi 
condiciôn de Asesora de Asistencia Psicolôgica y 
Psiquiâtrica del Defensor del Pueblo.
Durante los ûltimos cinco ahos he tenido 
la oportunidad de complétât mi formaciôn médica y 
psiquiâtrica con la apertura al complejo âmbito de 
la Administraciôn, donde el efectivo ejercicio de 
los derechos de los enfermos encuentra, muchas ve- 
ces, cbstâculos insalvables, burocracias entorpe- 
cedoras y dilaciones injustificadas. Sin ser todo 
negative en la Administraciôn» hay que reconocer que 
el encuentro con este aparato burocrâtico provoca» 
en no pocas ocasiones» un agravamiento de las 
propias anomalias del enferme pslquico.
No habrla side posible afrontar el présen­
te estudio sin la formaciôn médica y psiquiâtrica 
recibida con anterioridad. Es» por elle» el memento 
de recocdar a mis maestros» a los que bâsicamente 
debo esta formaciôn» y hacer pûblica mi gratitud y 
teconocimientü por su dedicaciôn» desvelos y pacien- 
cia para conmigo.
El Profesor d'Ors Pérez me introdujo en la 
semiologla de la Medicina Interna» transmitiéndome» 
en la consulta cotidiana su saber y experiencia en
una disciplina donde es tan importante la compren- 
siôn de la personalidad humana como el conocimiento 
de la Patologla Médica.
Desde los tiempos de estudiante de 
medicina soy tributaria de mi sincere gratitud al 
Profesor Lôpez Ibor, que me iniciô en los estudios 
de Psiquiatria/ estudio que complétât la més tarde, 
bajo su, direcciôn como Profesora en el Departamento 
de Psiquiatria de la Facultad de Medicina. Alli tuve 
ocasiôn, también, de enriquecerme con el magisterio 
del Profesor Lôpez de Lerma.
Quisiera aprovechar esta oportunidad para 
hacer extensiva mi gratitud al Director, Profesor 
Alonso Fernândez y demâs miembros del Departamento 
de Psiquiatria de la Universidad Complutense con 
quienes compartl durante muchos afios, tareas 
docentes, investigadoras y asistenciales, fraguando 
lazos de comparerismo y amistad siempre recordados.
El Profesor Ruiz-Giménez, desde su cargo 
de Defensor del Pueblo, me brindô la oportunidad de 
colaborar en una tarea apasionante en la defensa de 
los derechos humanos. Su talante universitario y su 
sensibilidad jurldica y social me sirvieron de 
fuente continûa de inspiraciôn en mi trabajo al ser­
vicio de la Instituciôn. Mi gratitud por contarme 
entre sus colaboradores, asl como por las facilida- 
des concedidas para la realizaciôn de este trabajo, 
quisiera hacerla extensiva a todos los que trabajan 
en esta Instituciôn, con quienes he compartido la
ilusiôn y el esfueczo al servicio de una causa noble 
y justa.
La legislaciôn vigente, establece la 
obligatoriedad de un Director de la tesis doctoral. 
M&s allâ de la legal idad y del formalisme proto- 
colario, quiero expresar mi gratitud y afecto al 
Profesor Carbonell Masiâ por su magisterio, sus 
consejos cientlficos e indicaciones metodolôgicas, 
asl como por la apertura a un debate vivo sobre la 
problem&tica planteada, que no han hecho més que 
corroborât una colaboraciôn profesional, que viene 
de antiguo, y una sincera y desinteresada amistad.
Mi memoria doctoral se mueve en una llnea 
fronteriza entre los aspectos psiquiâtricos y 
jurldicos. Mi dedicaciôn durante ëstos cinco aflos a 
estos problemas me ha permitido familiarizarme con 
esta faceta, ciertamente nueva para una profesional 
de la Medicina, cual es el mundo del derecho. Sin 
embargo, en algunos aspectos concretos he contado 
con la inestimable ayuda del Profesor Souto Paz, 
catedrâtico de la Facultad de Derecho y Asesor del 
Defensor del Pueblo, a quien quiero agradecer su 
colaborac iôn.
La confecciôn e interpretaciôn de los 
datos estadlsticos, asl como de los grâficos, ha 
sido realizada por Francisco Martinez, mi hermano, 
al que siempre encuentro dispuesto a participer.
Finalmente, quiero expresar aqul mi 
gratitud y afecto a Maria y Angelinas que, en la 
trascripciôn mecanogrâfica de esta tesis, han 
demostrado, una vez m&s su competencia profesional y 
una dedicaciôn y afecto difIcilmente recompensables.
INDICE
P&g.
I. IMTRODÜCCION.........     9
1. Los derschcs fundamentales del enferme
mental ................................  10
2. El enferme mental y el derecho a la —
salud  .............    22
2.1. Regulaciôn constitucional .... 22
2.2. Legislaciôn sanitaria .......  24
2.3. Legislaciôn sobre minusvilidos 31
3. Protecciôn jurldica de la libertad del
enfermo mental y de otros derechos ... 38
3.1. Protecciôn de la libertad del/
enfermo mental ...............  38
a) La incapacitaciôn ........  41
b) Internamiento hospitalario 45
3.2. Educaciôn .................... 46
3.3. Protecciôn en cl âmbito laboral 50
a) Adguisiciôn de empleo .... 50
b) Protecciôn en el empleo .. 52
c) conservaciôn del empleo .. 53
3.4. Protecciôn social ............ 54
4. La tutela de les derechos fundaments—
les y el Defensor del Pueblo.. 57
II. OBJ ET I VO S .................................  64
III. MATERIAL Y METODO ........................ 68
1. Considccaciones previas...............  69
2. Anbito competencial del Area de Asun—
tos générales ......................... 72
3. Las quejas como material de investiga-
ciôn ..................................  77
4. Sistematizaciôn del material ......... 83
I. Asistencia psiquiâtrica ....... 83
A. Enfermos mentales ..........  83
1. Prevenciôn ..............  83
a) Drogas ................  83
b) Alcohol ...............  84
2.1. Ambulator io ........  87
2.1.1. Consultas .... 87
2.1.2. Trataroiento psi 
co-terapeûtico 89
2.1.3. Unidades extra 
hospitalarias. 90
2.2. Hospitalario ........ 92









3. Rehab il it ac iôn ........... 110
4. Integraciôn social. Rein—
serciôn  ............  120
B. Orogadictos ................  129
IX. Protecciôn jurldica ........... 142
1. Tutela de la libertad y ca
pacidad jurldica.......... 142
1.1. Internamiento......  142
a) Informaciôn  142
b) Autorizaciôn ....  143
1.2. Incapacitaciôn .....  148
1.3. Tutela ..............  150
1.4. Toxicômanos. Régimen 
Penitenciario ......  162
2. Educaciôn ................  165
3. Ambito laboral ........... 170
4. Protecciôn social ........ 176
IV. RESOLTADOS ................................  187
1. Introduce iôn .......................... 188
2. Descripciôn de los Resultados ........ 191
2.1. Derechos fundamentales del en­
fermo mental .................  191
2.2. Asistencia psiquiâtrica .....  192
2.2.1. Prcvenciôn ............  192
2.2.2. Tratamlento ........... 192
a) Ambulatorio ........ 192
b) Hospitalario ......  193
c) Centre psiquiâtricos 
penitenciarioB ....  195
PAç.
2.2.3. Rehabilitaciôn .......  195
2.2.4. Integraciôn. Reinsec- -
ciôn ..................  196
2.2.5. Orogadictos ........... 196
2.3. Protecciôn Jurldica ......... 197
2.3.1. Tutela de la libertad.
Internamiento ......... 197
a) Informaciôn .......  197
b) Autorizaciôn......  197
c) Hospitalizaciôn Pe—  
nitenciaria.......  198
d) Toxicômanos .......  198
2.3.2. Educaciôn .............  199
2.3.3. Ambito Laboral .......  199
2.3.4. Protecciôn social ....  200
V. DISCUSION ...................................  202
1. El derecho a la asistencia psiquiâtri-
ca ....................................  204
2. Administraciôn sanitaria y estructuras 
asistenciales ........................  206
3. La prestaciôn psiquiâtrica .......... 211
4. Tutela jurldica del enfermo mental ... 215
5. Protecciôn social ............... 222
VI. CONCLUSlONES ............................... 226





1. LOS DERECHOS FONDAMENTALES DEL ENFERMO MENTAL.
El enfermo mental, en su condiciôn de 
ciudadano, goza de los derechos fundamentales 
reconocidos a todos los espafloles en la 
Constituciôn.^ Su disminuciôn pslquica no le 
convierte en ciudadano de segunda categorla ni, por 
consiguiente, en un sujeto privado de los derechos 
comunes a los demâs ciudadanos. Mâs bien, al 
contrario, goza de una especial protecciôn 
asistencial y jurldica en atenciôn a su especlfica 
minusvalla.
Existe una amplia literature jurldica sobre la 
Const:tuciôn, cuya enumeraciôn aqul séria 
prâctica.T.ente imposible. No obstante, por la visiôn 
de con]unto y los comentarios a cada precepto 
constitucional, resultan de gran utilidad los 
siguientes estudios: ALZAGA, 0., Comentarios a las 
leyes pollticas. Constituciôn Espaflola de 1978, 
Madrid, 198 4; GARRIDG FALLA, F. Comentarios a la 
Constituciôn. Madrid. 1985; FRAILE CLIVILLES, KL.
Côdigo Constitucional. Madrid, t.l, 
1984, t. III, 1985.
1983, T. II.
11.
La Constituciôn Bspaflola de 1978,
calificada como una de las mâs progresivas
actualmente vigentes, no se limita al reconocimiento
de los derechos fundamentales de naturalesa 
politica, siho que incluye, también, un amplio 
elenco de derechos sociales y econômicos.^ Entre 
elles, y por lo que aqul interesa, hay que destacar 
el derecho a la salud y, especlf icamente, a la
protecciôn de los disminuldos fisicos, sensoriales y 
pslquicos.^
Entre otros autores, ha destacado esta faceta de 
la Constituciôn Espaflola, el constitueionalista 
austrlaco H. SCHAMBERCR, que ha afirmado lo 
siguiente: ”... el âmbito de los derechos
fundamentales clâsicos, que son derechos politicos y 
de libertad, abarcando también derechos 
fundamentales de la vida social y de la existencia 
humana. Cltense el derecho a la vida, a la 
protecciôn de la salud, de la familia, de los hijos, 
de los padres, la participéeiôn de la juventud en la
vida pûblica,  derecho de los disminuldos a la
protecciôn y a la rehabilitaciôn, por destacar sôlo 
algunos ejemplos ... Todas estas pretensiones 
sehaladas a modo de ejemplo no son conocidas como 
derechos fundamentales en la Constituciôn austrlaca; 
si, por el contrario, en la Constituciôn espaflola, 
que pretende responder de este modo a la amplia
necesidad de segucidad. y, protecci&a. del, indiïidüo" 
(Significaciôn de la Constimclôn. Sagaûoia de ,197S, 
en "Revista de Derecho Politico", vol. 14. 1982,
pâgs. 138-139. El subrayado es nuestro).
^La doctrina jurldica ha llamado la atenciôn 
sobre la especificidad del contenido del artlculo 
49, perfectamente subsumible en el artlculo 43 
-derecho a la salud-. Al hilo de esta cuestiôn, VIDA 
SORIA opina lo siguiente: "Quizâ menos objetivable, 
pero, sin embargo, mâs expresivo, puede ser en este 
tipo de anâlisis la consideraciôn de la ralz de
12.
La Constituciôn reconoce# ciertamente, el 
derecho a la protecciôn a la salud y, a tal fin, 
atribuye a los poderes pûblicos la organizaciôn y 
tutela de la salud pûblica, mediante la adopciôn de 
medidas preventivas y de las prestaciones y 
servicios necesarios.^ En base a este precepto.
interrogarse acerca del por qué desde el principio 
de la gestaciôn constitucional se optô por la 
inclusiôn de un artlculo especlfico y no se 
entendiô, en cambio, que la primitiva referenda a 
los distintos aspectos de la politica social, o la 
misma referenda a los distintos aspectos de la 
politica social, o la misma referencia, posterior, 
al sistema de Segur idad Social, podrlan haber 
resultado suficientes al mismo objetivo. Es évidente 
que ese modo de procéder normative tiene mueho que 
ver con la vertiente pedagôgica que la Constituciôn 
quiso cumplimentar con su artlculado. Y elle en dos 
sentidos. Por una parte, el Texto Constitucional 
deseô que determinados sectores, marginados, de la 
sociedad espaflola se vieran protagonistas directes 
en la Constituciôn; entre ellos estâ claramente este 
colectivo de los disminuldos en sus potencialidades. 
Por otra parte, la Constitudiôn deseô expresar hasta 
extremes mu y considerables los distintos puntos en 
que debla expresarse ese modelo de sociedad 
democrâtica avanzada y ese modelo de Estado de 
Derecho que garantice un orden econômico y social 
justo" (en obra colectiva ditigida por ALZAGA, 0., 
Constituciôn Espaflola de 1978, Madrid, 1984, vol. 
IV, pâg. 366).
^E1 artlculo 43 de la Constituciôn Espaflola dice 
lo siguiente: "1. Se reconoce el derecho a la
proteccion de la salud. 2. Compete a los poderes 
pûblicos organizar y tutelar la salud pûblica a 
través de medidas preventivas y de las prestaciones 
y servicios necesarios. La ley establecerâ los 
derechos y deberes de todos al respecte. 3. Los 
poderes pûblicos fomentarân la educaciôn sanitaria.
13.
al enfermo mental se le reconoce constitucionalmente 
el derecho a que el Estado provea las medidas 
oportunas para su adecuada asistencia psiquiâtrica.
No obstante, la Constituciôn se ha 
mostrado especialmente sensible con la problemâtica 
especlfica de los disminuldos pslquicos y, ademâs de 
este reconocimiento general del derecho a la 
protecciôn a la salud de todos los espafloles, ha 
instado a los poderes pûblicos a realizar una 
politica de prevenciôn, tratamiento, rehabilitaciôn 
e integraciôn de los disminuldos pslquicos a los que 
prestarân la atenciôn especializada que requieran y 
los ampararân especialmente para el disfrute de los 
derechos fundamentales de todos los ciudadanos.^
La Carta Magna seflala a los poderes 
pûblicos las dos coordenadas en las que debe 
discurrir la atenciôn que ha de prestar a los 
enfermos mentales: la protecciôn asistencial y la
protecciôn jurldica. Si el primer objetivo 
constituye la atenciôn primaria debida a cualquier 
enfermo, con las pecüliaridades propias de la 
afecciôn que padecen, résulta, igualmente, 
importante destacar la necesidad de prestar una 
protecciôn jurldica especlf ica a estos enfermos.
la educaciôn flsica y el déporté. Asimismo 
facilitarân la adecuada utilizaciôn del ocio".
^Vid. art. 49 de la Constituciôn Espaflola.
14.
como consecuencia de la disminuciôn de su capacidad 
y responsabilidad derivada de su propia enfecmedad.
La doctrina jurldica ha planteado una 
cuestiôn de notable interës en relaciôn con la 
problemâtica que nos ocupa. Es notorio que la 
operatividad y exigibilidad de los derechos 
fundamentales contenidos en los articulos 14 al 29 
-derechos y libertades- es inmediata, y, a tal 
efecto, en orden a la protecciôn y tutela de estos 
derechos, la Constituciôn prevé el mecanismo 
procesal del recurso de amparo ante el Tribunal 
Constitucional, via que podrâ utilizer el ciudadano, 
una vez agotada la via judicial, cuando considéré 
que han sido violados algunos de esos derechos 
fundamentales.
No gozan de igual protecciôn jurldica, en 
cambio, los derechos fundamentales contenidos en los 
articulos 30 al 52 de la Constituciôn, de car&cter 
bâsicamente social y econômico, por lo que se ha 
suscitado la polémica acerca de su significado 
programâtico, carente de las caracterIsticas propias 
de un derecho subjetivo exigible ante los 
Tribunales.
La cuestiôn no résulta baladl en el tema 
que nos ocupa, pues de ello depende la 
interpretaciôn correcta de los articulos 43 y 49 de 
la Constituciôn Espaflola y el consiguiente 
reconocimiento de un derecho subjetivo del enfermo 
mental a la asistencia psiquiâtrica con cargo a los
15.
fondes pûblicos. Una interpretaciôn que conduzca a 
una mera valoraciôn programâtica de estos preceptos 
légales# permitirla concluir que los poderes 
pûblicos tienen un deber genèrico o un objetivo 
politico de establecer un sistema general de 
asistencia psiquiâtrica a todos los ciudadanos; 
pero# en la medida en que se trata de un mero 
objetivo programâtico# el enfermo mental carecerla# 
frente a los poderes pûblicos# del derecho subjetivo 
a dicha prestaciôn exigible ante los tribunales de 
justicia y# por tanto# se tratarla# mas bien# de una 
expectativa de derecho que de un derecho subjetivo 
propiamente dicho.
La cuestiôn ha sido resuelta por el 
Tribunal Constitucional# en diverses sentencias# al 
negar el carâcter programâtico de dichos preceptos y 
reconocer la existencia de un derecho subjetivo 
deducible de dichas normes. "El Tribunal 
Constitucional -comenta Tomâs-Ramôn Fernândez- ha 
afirmado# muy justamente# desde su primera 
sentencia, saliendo al peso de la retôrica al uso en 
el rëgimen anterior# que no hay en la Constituciôn 
normes reramente programâticas (en el sentido de las 
normes vaclas de mandate y huèrfanas de efectos); 
que todos Los preceptos constitucionales# por el 
contrario# encierran un mandate precise que vincula 
en sus propios términos a todos los poderes 
constitucionales. Lo ûnico que varia# eso si# son# 
justamente# los términos concretos cuando operan 
prima facie sobre el legislador# a quien la 
Constituciôn obliga# desde luego# a convertir el
16.
deber genèrico en obligéeiôn exigible# y la mera 
expectativa de derecho# en derecho subjetivo en 
sentido propio# a través del adecuado desarrollo de 
dichos principios. Si la ley# al llevar a cabo el 
desarrollo al que la Constituciôn le obliga# no 
realize esa labor de conversiôn que la propia 
Constituciôn también reclama o lo realiza de forma 
que el derecho no termina de alcanzar la 
operatividad individuel y social que le es propia# 
incurriré# sin duda# en un vicio de 
inconstitucionalidad susceptible de ser denunciado 
ante (y depurado por) la jurisdicciôn 
constitucional# a la que no alcanza# como vimos# la 
limitaciôn que enuncia el artlculo 53#3 referida 
ûnicamente a la via ordinaria".®
De lo enteriormente dicho se deduce la 
existencia de un derecho subjetivo del enfermo 
mental a la asistencia y protecciôn por parte de los 
poderes pûblicos# deducido del contenido del 
artlculo 49 de la Constituciôn. El contenido de este 
derecho subjetivo comprends# por una parte# el 
derecho a la asistencia psiquiâtrica propiamente 
dicho y, por otra parte# el derecho a la protecciôn 
y tutela de los derechos comprendidos en el Tltulo I 
de la Constituciôn.^
Los derechos fundamentales v la acciôn de los 
poderes pûblicos en "Revista de Derecho Politico"# 
vol. 15# 1982# pâg. 29.
^GALVEZ# J.# en rnmentarios a lé CQnStitUCiôIU
17.
Es interesante resaltar que taies 
contenidos constituyen una innovaciôn en el derecho 
constitucional comparado y# por consiguiente# una 
auténtica originalidad# en este tema# de nuestra 
Constituciôn. Tan solo podrâ encontrarse un 
antecedents remoto en el artlculo 71 de la 
Constituciôn Portuguesa de 1974.^
Un comentario semejante cabe hacer de los 
textos normatives internacionales. Los principales 
textes sobre declaraciones de derechos humanos no 
hacen mèneiôn especifica del enfermo mental. Es 
precise remitirse a un texto especlfico# "la 
declaraciôn de derechos del enfermo mental"# 
aprobado el 20 de diciembre de 1971 por la Asamblea 
General de las Naciones Unidas (Resoluciôn 2856}# 
para encontrar una referenda concreta a los
Qtica-coleatiYa. dirigida por GARRIDQ F ALLA#  21
edic.f Madrid# 85f pAqa.,842 y ,aiguientes.
^Dicho precepto legal dice textualmente lo 
siguiente:
1. Os cidadaos fisica ou mentalmente déficientes 
gozam plenamente dos direitos e estâo sujeitos aos 
deveres consignados na Constitucao# con ressalva do 
exercicio ou do cumprimento daqueles para os quais 
se encontrem incapacitados.
2. 0 Estado obrigase a realizar uma politica 
nacional de prevencao e de tratamento# reabilitacao 
e integracao dos déficientes# a desenvolver una 
pedagogia que sensibilisa a sociedade para com eles 
e a asumir o encargo da efectiva realizacao dos seus 
direitos# sem prejulzo dos direitos e deveres dos 
pais ou tutores.
18.
decechos del enfermo mental.^ Indlcectamente» se 
refiere tanbién a esta cuestidn» si bien en el
OBCLARACIOH DE DBRBCHOS DEL ENFERMO MENTAL
La Asamblea General,
Consciente de la obligaciôn de les Estados Miembcos 
de las Naciones Onidas, contcalda en virtud de la 
Cacta, de adoptac medidas conjunta o separadamente, 
en cooperaciôn con la Organizaciôn, para promover 
niveles de vida m&s elevados, trabajo permanente 
para todos y condiciones de progreso y desarrollo 
econbmico y social,
Reafirmando su fe en los derechos humanos y las 
libertades fundamentales y en los principios de paz, 
de dignidad y valor de la persona humana y de 
justicia social proclamados en la Carta,
Recordando los principios de la Declaracidn 
Universal de Derechos Humanos, los Pactos 
Internacionales de Derechos Humanos y la Declaraciôn 
de los Derechos del Nifio y las normas de progreso 
social ya enunciadas en las constituciones, las 
conveneiones, las recomendaciones y las resoluciones 
de la Organizaciôn Internacional del Trabajo, la 
Organizaciôn Mundial de la Salud, el Fondo de las 
Naciones Unidas para la Infancia y otras 
organizaciones interesadas,
Subrayando que en la Declaraciôn sobre el Progreso y 
el Desarrollo en lo Social se ha proclamado la 
necesidad de protéger los derechos de los flsica y 
mentalmente desfavorecidos y de asegurar su 
bienestar y su rehabilitaciôn,
Teniendo presents la necesidad de ayudar a los 
enfermes mentales a desarrollar sus aptitudes en las 
m&s diversas esferas de actividad, asl como de 
fomentar en la medida de lo posible su incorporaciôn 
a la vida social normal.
Consciente de que, dado su actual nivel de 
desarrollo, algunos palses no se hallan en situaciôn 
de dedicar a estas actividades sino esfuerzos 
limitados.
Proclama la presents Declaraciôn de Derechos del 
Retrasado Mental y pide que se adopten medidas en el 
piano nacional o internacional para que sirva de
19.
imblto de la Segurldad Social, la Carta Social 
Européa de 1961.^^
base y de referenda comûn para la protecciôn de 
estos derechos:
1. El enferme mental debe gozar, hasta el 
mAximo grado de viabilidad, de los mismos 
derechos que los demAs seres humanos.
2. El enfermo mental tiene derecho a la 
atenciôn médica y el tratamiento fisico que 
requiera su caso, asl como a la educaciôn, la 
capacitaciôn, la rehabilitaciôn y la 
orientaciôn que le permitan desarrollar al
mAximo su capacidad y sus aptitudes.
3. El enfermo mental tiene derecho a la 
seguridad econômica y a un nivel de vida
decoroso. Tiene derecho, en la medida de sus 
posibilidades, a desempeflar un empleo 
productive o alguna otra ocupaciôn ûtil.
4. De ser posible, el enfermo mental debe
residir con su familia o en un hogar que 
reemplace al propio, y participar en las 
distintas formas de la vida de la comunidad. El 
hogar en que viva debe recibir asistencia. En 
caso de que sea necesario internarlo en un 
establecimiento especializado, el ambiente y 
las condiciones de vida dentro de tal 
instituciôn deberAn asemejarse en la mayor
medida posible a los de la vida normal.
5. El enfermo mental debe poder contar con la 
atenciôn de un tutor calificado cuando esto 
resuite indispensable para la protecciôn de su 
persona y sus bienes.
6. El enfermo mental debe ser protegido contra 
toda explotaciôn y todo abuso o trato 
dégradante. En caso de que sea objeto de una 
acciôn judicial, deberA ser sometido a un 
proceso justo en que se tenga plenamente en 
cuenta su grado de responsabilidad, atendidas 
sus facultades mentales.
7. Si algunos enfermos mentales no son espaces, 
debido a la gravedad de su impedimento, de 
ejercer efectivamente todos sus derechos, o si
20.
En consecuencia, el anâlisis del precepto 
constitucional citado y la intecpcetaciôn y 
desarrollo de los contenidos del mismo constituye un 
trabajo inêdito, carente todavla del desarrollo 
leglslativo y prActico, asl como de la documentaciôn
se hace necesario limitar o incluso suprimir 
taies derechos, el procedimiento que se emplee 
a los fines de esa limitaciôn o supresiôn 
deberA entrader salvaguardas jurldicas que 
protejan al enfermo mental contra toda forma de 
abuso. Dicho procedimiento deberA basarse en 
una evaluaciôn de su capacidad social por 
expertes calificados. Aslmismo, tal limitaciôn 
o supresiôn quedarA sujets a revisiones 
periôdicas y reconocerA el derecho de apelaciôn 
a autoridades superiores.
10El articule 15 de la Parte I déclara que: "Toda 
persona invAlida tiene derecho a la formaciôn 
profesional y social, cualesquiera que sean el 
origen y la naturaleza de su invalidez". Aslmismo, 
el articule de la Parte II, bajo la rûbrica "Derecho 
de las personas flsicas o mentalmente disminuldas a 
la formaciôn profesional y social", dispone lo 
siguiente:
"A fin de asegurar el ejercicio efectivo del derecho 
de las personas flsica o mentalmente disminuldas a 
la formaciôn profesional y social, las Partes 
Contratantes se comprometen:
1. A tomar medidas apropiados para poner a
disposiciôn de los interesados medios de
formaciôn profesional, incluso, si ha lugar 
para ello, institueiones especializadas de 
carActer pûblico o privado.
2. A adopta r las medidas apropiadas para la
colccaciôn de las personas flsicamente
disminuldas, particularmente por medio de 
servicios especiales de colocaciôn, de 
posibilidades de empleo protegido y de medidas 
destinadas a alentar a los patronos a emplear 
personas flsicamente disminuldas".
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bibliogc&fica acorde con la inçortancia del tema. 
Con las medidas cautelares que supone adentrarse en 
un tema con tan escaso bagaje legislativo, 
jurispcudencial y doctrinal, tanto en el derecho 
comparado como en el derecho espafiol, vamos a 
exponer, a continuaciôn, los rasgos mAs 
sobresalientes de los diversos aspectos de los 
derechos del enfermo mental.
22.
2. EL ENFERMO MENTAL Y EL DERECHO A LA SALUD.
2.1. Reçulaciôn eonatitucional.
Entre los derechos constltuclonales 
reconocidos a los dlsminuidos pslquicos se encuentra 
"la atenciôn especializada que requieran" en orden a 
la "prevenciôn, tratamiento, rehabilitaciôn e inte- 
graciôn", consagrado en el articule 49 de la 
Constituciôn Espaflola.
Cabe interpreter que la "atenciôn 
especializada" no es otra cosa que la asistencia
psiquiAtrica précisa para los objetivos propuestos: 
prevenciôn, tratamiento, rehabilitaciôn e
intégréeiôn.
Es évidente que este derecho es el
principal y especlfico del enfermo mental, en cuanto 
explicitéeiôn del derecho comûn de todos los 
ciudadanos a la salud, pero atendiendo a su
particular patologla, que requiere la prestaciôn, 
por parte de los poderes pûblicos, de unos medios
23.
instrumentales y servicios especiales apropiados a 
la situaciôn propia y singular del enfermo mental.
Ciertamente, no se agotan aqui los 
derechos del enfermo mental que, en cuanto 
ciudadano, goza de aquellos que son comunes a todos 
los demis ciudadanos. La especificidad del enfermo 
mental no atribuye nuevos derechos, sino simplemente 
la adopciôn de un régimen peculiar que, atendiendo a 
sus propias limitaciones, haga accesible a los 
afectados el ejercicio efectivo de esos derechos. 
Por ello, serâ necesaria la adopciôn de medidas 
especlficas en el âmbito de la educaciôn, en el 
campo laboral o en el de la seguridad social; asl 
como, en la efectiva tutela de la libertad, de la 
que podria ser privado, en el caso de no poder 
gobernarse por si mismo, en contra de sus intereses 
personales, patrimoniales, profesionales, etc., si 
no median en su tutela y defensa los poderes 
pûblicos.
Aûn cuando de estos derechos nos ocupemos 
en otro apartado, es évidente que el derecho mis 
relevante y prioritario résulta, sin lugar a dudas, 
el derecho a la asistencia psiquiitrica, cuya 
prestaciôn efectiva constituye el ûnico medio hibil, 
dentro de los limites de la ciencia actual, que 
puede permitir al enfermo mental recuperar el estado 




El derecho constitucional a la asistencia 
psiquiitrica no ha encontrado todavla su reflejo 
adecuado en la realidad social de nuetro pals. El 
artlculo 20 de la Ley 14/1985, de 25 de abril, 
General de Sanidad, prevé "la plena integraciôn de 
las actuaciones relatives a la salud mental en el 
sistema de sanidad general" y, en consecuencia, la 
total equiparaciôn del enfermo mental a las demis 
personas que requieren recursos asistenciales a 
nivel ambulatorio, hospitalizaciôn parcial o a 
domicilio. Todo ello con la finalidad de "reducir al 
miximo posible la necesidad de hospitalizaciôn".
El precepto citado plantea dos cuestiones 
de especial interës:
a) For una parte, no consagra expresamente 
derecho a la asistencia psiquiitrica en los 
tèrminos expuestos en el artlculo 49 de la 
Constituciôn Espaflola, por lo que habri que 
inferirlo del propio precepto constitucional y 
del contexte de la propia Ley de Sanidad por 
equiparaciôn con otros enfermos.
b) Por otra parte, la "progresiva implantaciôn" 
del sistema encubre una indefiniciôn manifiesta 
que excluye la obligaciôn perentoria de la 
Administraciôn para atender de modo inmediato 
las necesidades asistenciales de los enfermos 
mentales.
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La indefIniciôn legislative comporta una 
situaciôn de transitoriedad, que se traduce en dos 
aspectos concretos:
a) el enfermo mental no encuentra el caucc 
adecuado para hacer efectivo el derecho a la 
prestaciôn asistencial psiqui&trica pûblica, 
por lo que el derecho consagrado en la 
Constituciôn continûa siendo en la pr&ctica m&s 
program&tico que operative.
b) las competencias en la materia, redistribuidas 
con nuevos criterion en la legislaciôn vigente, 
que ha tenido en cuenta el nuevo diseflo de las 
Administraciones Pûblicas en el Estado espaflol, 
todavla no han sido plenamente desarrolladas en 
la pr&ctica. En esta situaciôn continûan ejer- 
ciendo competencias algunas Administraciones, 
que las tenlan, de acuerdo con la legislaciôn 
anterior, pero de las que carecen a tenor de la 
nueva legislaciôn. Por el contrario, 
Administrac iones, a las que la nueva 
legislaciôn les ha atribuldo competencias 
especlficas en la materia, prosiguen sin 
ejercer dichas competencias.
Las circunstancias descritas revelan una 
situaciôn de transiteriedad con graves consecuencias 
para la debida atenciôn del enfermo mental: a) por 
una parte, la ausencia del desarrollo 
correspondiente de la nueva legislaciôn mantiene al
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enfermo mental en una situaciôn de expectative de 
derechos mis que en la condiciôn de titular de 
nuevos derechos; b) por otra parte, las 
Administraciones compétentes, de acuerdo con la 
legislaciôn anterior, no sôlo no desarrollan los 
aspectos progremiticos de la nueva legislaciôn, sino 
que se encuentran en una situaciôn de abandono de 
sus enterlores competencias y, por tanto, de 
deterioro de las propias prestaciones asistenciales.
El artlculo 148, 1, 21; de la Constituciôn 
Espaflola atribuye a las Comunidades Autônomas la 
posibilidad de asumir la competencia en materia de 
sanidad e higiene; con exclusiôn, en virtud de lo 
dispuesto en el artlculo 149,1, 16, de la sanidad 
exterior, becas y coordinaciôn general de la sanidad 
y la legislaciôn de los prcductos farmacëuticos que 
constituyen competencia exclusiva del Estado.
Los Estatutos de Autonomie han asumido 
dicha competencia, si bien los procesos de 
transferencia se encuentran en estos momentos en una 
situaciôn desigual en las diferentes Comunidades 
Autônomas. La competencia en materia de Sanidad 
esti atr ibulda dentro del imbito de sus 
competencias, a ciertas Comunidades Autônomas, de 
acuerdo con los diferentes procesos de 
transferencias: en cambio, otras Comunidades
continûan sin ejercer dichas competencias, al no 
haberse realizado las correspondlentes
transferencias.
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La situaciôn, sin embargo, résulta mis 
compleja por lo que se refiece a la asistencia 
psiquiitrica. La situaciôn transitocia, comentada 
anteriormente, incluye una nueva variable a la 
situaciôn antedicha.
La Ley de Bases de 25 de noviembre de 1944 
de Sanidaé Nacional impuso a las Oiputaciones 
Provinciales la obligaciôn de sostener instituciones 
de asistencia psiquiitrica (Base 23). Teôricamente 
esta obligaciôn no constituia atribuciôn de una 
competencia exclusiva en materia de asistencia 
psiquiitrica a favor de las Diputaciones 
Provinciales. En efecto, la Base 15 preveia la 
creaciôn de:
a) Dispensaries de higiene mental para el 
tratamiento ambulatorio.
b) Departamentos neuropsiquiitricos dentro de los 
grandes bospitales, y clinicas psiquiitricas 
universitarias, destinadas al tratamiento de 
los enfermos agudos, en los que no esti 
indicado el tratamiento ambulatorio.
c) Frenocomlos u bospitales psiquiitricos, 
régionales o provinciales, indistintamente 
destinados al internamiento de enfermos 
crônicos o agudos.
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d) Colonias agclcolaa o industriales organizadas 
para utilizar como terapeûtica la ocupaciôn de 
los enfermos crônicos.
e) Establecimientos para la ocupaciôn de débiles 
mentales, epilépticos, toxicômanos, post-encefa 
liticos y de enfermos mentales asilables.
Sin embargo, en la prâctica, la 
organizaciôn asistencial psiquiitrica mas importemte 
en la actual idad es la depend iente de las 
Diputaciones que, al propio tiempo, han sido 
privadas por la Ley General de Sanidad y la Ley de 
Régimen Local de dichas competencias, en favor del 
Ministerio de Sanidad y de las Comunidades 
Autônomas.
La transferencia de estas competencias y 
de les recursos psiquiitricos de las Diputaciones a 
las Comunidades ha de realizarse en un plazo 
prefijado, pero hasta la fecha se mantiene una 
situaciôn transitoria con una manifiesta inhibiciôn 
de las correspondlentes Administraciones compétentes 
y con claro perjuicio para los enfermos mentales.
A todo ello hay que afladir la 
circunstancia singular de que la Seguridad Social no 
ha asumido hasta la fecha la asistencia 
psiquiitrica, por lo que los enfermos mentales, o 
bien se acogen al régimen de beneficencia en los 
Bospitales Psiquiitricos Provinciales, o bien han de
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seguir el correspondiente tratamiento a su cargo.
La situaciôn de transitoriedad en que se 
encuentra la asistencia psiquiitrica pûblica en 
Espafla présenta una de sus mis claras 
manifestaciones en la organizaciôn y dotaciôn de los 
Centres de Atenciôn especlfica.
Los objetivos de la Ley General de Sanidad 
se centran en la reducciôn al miximo posible de la 
necesidad de hospitalizaciôn# priorizando la 
atenciôn de los problèmes de la salud mental en el 
imbito comunitario y en régimen ambulatorio y 
reservando la hospitalizaciôn, que ha de ser parcial 
y temporal, a las Unidades Psiquiitricas de los 
Hospitales Générales.
Estos objetivos tienen como contrapunto la 
realidad institucional y social actual que, muy 
alejada de aquellos planteamientos, présenta 
problèmes graves y acuciantes para la poblaciôn 
enferma mental.
Una informaciôn mis compléta de la distribuciôn 
de competencias en materia de asistencia 
psiquiitrica puede verse en "Plan de Asistencia 
Psiquiitrica y Salud Mental" (Informe de la Comisiôn 
Asesora Presidida por el Profesor Ajuriaguerra), 
Gasteiz, 1983, pigs. 208 y ss.
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De entrada hay que advectic que la mayorla 
de esta poblaciôn se encuentra internada en 
Hospitales Psiquiitricos Provinciales dependientes 
de las Diputaciones y, de otra parte, la asistencia 
en régimen ambulatorio carece de la organizaciôn y 
medios adecuados que garanticen la asistencia debida 
al enfermo mental.
Esta situaciôn contrasta con las 
Recomendaciones y Propuestas realizadas por la 
Comisiôn Ministerial para la Reforma Psiquiitrica 
que, entre otros aspectos, define los siguientes 
puntos de actuaciôn;^^
"1. Las acciones para la protecciôn y cuidado 
de la salud mental deben extenderse a 
todos los ciudadanos que utilicen 
servicios sanitarios, incluyéndose dentro 
de las prestaciones del Sistema General de 
Salud.
2. Deben garantizarse prestaciones bisicas, 
con caricter general, a todos los enfermos 
pslquicos.
^^Informe de la Comisiôn Ministerial para la 
Reforma de la Psiquiatrla, abril 1985, Madrid, 1985.
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12. Mientras se implanta el Sistema Nacional 
de Salud, debe ponerse en marcha un plan 
de actuaciôn coordinado, que promueva la 
integraciôn y el mejor aprovechamiento de 
todos los recursos de asistencia psiquii­
trica y salud mental, con participaciôn de 
las distintas Administraciones Pûblicas.
13.' El Minister io de Sanidad y Consume debe 
promover el establecimiento de acuerdos 
con las Administraciones Sanitarias de las 
Comunidades Autônomas para el desarrollo 
de dicho plan, segûn los principios y 
recomendaciones elaborados por esta 
Comisiôn.
14. Las Comunidades Autônomas deben promover 
desde su nivel territorial la articulaciôn 
de comités de enlace y coordinaciôn ade­
cuados en su formulaciôn a las diferencias 
existantes entre las distintas naciona- 
lidades y regiones en cuanto a su 
organizaciôn sanitaria, car&cter uni o 
pluriprovincial, nivel de competencias 
estatutarias y transferencias recibi 
das.
2.3. Legislaciôn sobre minusvâlidos.
La ar.bigûedad de la legislaciôn sanitaria, 
en relaciôn con el reconocimiento efectivo de los
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decechos del enfermo mental a las prestaciones 
asistenciales, derivadas de su propia situaciôn 
especlfica, con cargo a los poderes pûblicos, 
contrasta, igualmente, con la legislaciôn general 
sobre minusvâlidos.
La Ley 13/1982, de 7 de abril, de 
integraciôn social de los minusvâlidos résulta mucho 
mâs explicita en orden al reconocimiento del derecho 
del disminuldo pslquico a las correspondientes 
prestaciones asistenciales por parte de los poderes 
pûblicos.
Los principios rectores, en que se inspira 
la precitada Ley, se fundamentan en los derechos que 
el artlculo 49 de la Constituciôn reconoce a los 
disminuldos p s l q u i c o s , E n  este orden de cosas, 
constituye "una obligaciôn del Estado la prevenciôn, 
los cuidados médicos y psicolôgicos, la 
rehabilitaciôn adecuada, la educaciôn, la 
orientaciôn, la integraciôn laboral, la garantla de
El artlculo uno dice expresamente: "Los
principios que inspiran la présente Ley se 
fundarrentan en los derechos que el artlculo cuarenta 
y nueve de la Constituciôn reconoce, en razôn a la 
dignidad que les es propia, a los disminuldos en sus 
capc'cidades ... pslquicas ... para su compléta 
tealizaciôn personal y su total integraciôn social, 
y a los disminuldos profundos para la asistencia y 
tutela necesarias".
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unoa derechos econômicos, jurldicos sociales minimos 
y la Seguridad Social.
Como titular de estos derechos se reconoce 
"a toda persona cuyas posibilidades de integraciôn 
educativa, laboral o social se hallen disminuldos 
como consecuencia de una deficiencia, 
prévisiblemente permanente, con car&cter congënito o 
no, en sus capacidades ... pslquicas . . . " . El 
reconocimiento de estos derechos deberâ ser 
efectuado de manera personalizada por el ôrgano de 
la Administraciôn que se determine reglamentarlamen­
te, previo informe de los correspondientes equipos 
multiprofesionales calificadores,extendiéndose 
dicho reconocimiento "a los servicios que tiendan a 
prévenir la apariciôn de la minusvalla", aslmilando 
a dicha situaciôn "los estudios previos, entendidos 
como procesos en evoluciôn que puedan llegar a 
ocasionar una minusvalla residual'
Entre los derechos reconocidos por la Ley 
13/1982 a los disminuldos pslquicos se encuentran, 
entre otros, los siguientes:
^^artlculo très, 
^^artlculo siete, uno. 
^®artlculo siete, dos. 
^^artlculo siete, très.
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a) la prevenciôn de las minusvallas.^^
b) la asistencia sanitaria y prestaciôn 
farmaceûtica.
c) recuperaciôn profesional.^^
d) rehabilitaciôn mêdico funcional. 21
Por ûltimof concret&ndonos al aspecto 
central de la asistencia psiquiitrica, se déclara 
que la asistencia sanitaria "serâ prestada por los 
servicios sanitarios del sistema de la Seguridad 
Social, con la extensiôn, duraciôn y condiciones que 
reglamentariamente se determinen".
El reconocimiento de los derechos 
constitucionales del disminuldo pslquico aparece mâs 
claramente desarrollado en la Ley 13/1982 que en la 
Ley de Sanidad. La obligada interpretaciôn integral 
del ordenamiento jurldico permite conduit que la 
ambigüedad de la legislaciôn sanitaria debe 
complementarse con lo dispuesto en la Ley que
^®artlculo ocho y siguientes.
artlculo doce, dos, a). 
^^artlculo doce, dos, e). 
^^artlculo doce, dos, f). 
artlculo trece, uno.
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desarrolla expresamente el artlculo 49 de la 
Constituciôn.
El derecho del enfermo mental a la 
asistencia psiquiâtrica pûblica, cuya efectividad se 
encuentra ya en el texto constitucional, tiene un 
desarrollo normativo, a nivel de legislaciôn 
ordinaria, en la Ley 13/1982, que permite su 
exigibilidad inmediata por parte del beneficiario, 
al imponer a la Administraciôn la obligaciôn 
inmediata de la prestaciôn asistencial, que no podrâ 
eximirse bajo el principio de "progresiva 
implantaciôn” de dicha asistencia establecida en la 
Ley General de Sanidad.
A mayor abundamiento, la citada Ley 
reguladora de los derechos de los minusvâlidos 
dispone que "el Estado espaflol inspirarâ la 
legislaciôn para la integraciôn social de los 
disminuldos en la declaraciôn de derechos del 
déficiente mental, aprobada por las Naciones Unidas 
el veinte de dicierabre de mil novecientos setenta y 
uno” y en la declaraciôn de derechos de los 
minusvâlidos, aprobada por la Resoluciôn très mil 
cuatrocientos cuarenta y siete de dicha 
Organizaciôn, de nueve de diciembre de mil
^^El texto Integro de esta declaraciôn aparece 
recogido supra en la nota 9.
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novecientos setenta y cinco y amoldarâ a ellos su 
actuaciôn".
El artlculo 2 de la Declaraciôn de 
derechos del enfermo mental de las Naciones Onidas 
(20-XI-1971) dice asl:
" El enfermo mental tiene derecho a la atenciôn 
medica y el tratamiento fisico que requiera su 
caso, asl como a la educaciôn, la capacitaciôn, 
la rehabilitaciôn y la orientaciôn que le 
permitan desarrollar al m&ximo su capacidad y 
apt itudes".
La recepciôn en el ordenamiento jurldico 
espaflol de las Declaraciones de Derechos, 
establecido en el artlculo 10 de la Constituciôn, y 
en concrete, la recepciôn expresa de la Declaraciôn 
de Derechos del enfermo mental, efectuada por la Ley 
13/1982, viene a coincidir con lo dispuesto en el 
artlculo 49 de la Constituciôn y en la ley citada de 
los minusvâlidos y a ratificar el derecho de los 
enfermos mentales a la asistencia psiquiâtrica 
pûblica y la obligaciôn de los poderes pûblicos a la 
adopciôn inmediata de los cauces adecuados para su 
prestaciôn. Esta obligaciôn se extiende a: la
Administraciôn del Estado, Comunidades Autônomas, 
Corporaciones Locales y entidades y organismes
^^artlculo dos.
37.




3. PROTECCION JÜRIDICA DE LA LIBERTAD DEL ENFERMO 
MENTAL Y DE OTROS DERECHOS.
3.1. Protecciôn de la libertad del enfermo mental.
La Constituciôn impone a los poderes
pûblicos la obligaciôn de prestar el amparo preciso 
a los disminuldos pslquicos para el disfrute de los 
derechos fundamentales reconocidos en el Tltulo I de 
la Carta Magna. La previsiôn constitucional pretende 
garant izar que el enfermo mental no sufra 
limitac iones en el ejercicio de sus derechos como 
consecuencia de su propia minusvalla. "Las garantlas 
de las libertades y derechos fundamentales previstas 
en el Capltulo IV del Tltulo I de nuestra
Constituciôn pueden résultat insuficientes en el 
supuesto del disminuldo pslquico. En estos casos se 
requiere una especial protecciôn que acomode el 
efectivo goce de aquellas libertades y derechos a 
las condiciones del disminuldo. En este punto, la 
redacciôn del artlculo 49 présenta un marcado
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caricter general que impide cualquier tipo de 
ejemplificaciôn".^^
La inconcreciôn constitucional -por otra 
parte justificada en un texto de ese rango- précisa 
un desarrollo legislativo que, atendiendo a las 
dificultades concretas que puede encontrar el 
enfermo mental en el ejercicio de sus derechos, 
arbitre soluciones adecuadas en los diferentes 
ambitos del quehacer humano.
La legislaciôn vigente atiende a esta 
especlfica problemitica en âmbitos concretos, 
especialmente, en el imbito laboral,
GALVEZ, J ., en Comentarios a la Constituciôn, 
obra colectiva, dirigida por GARRIDO FALLA, cit. 
pâg. 842. "No se trata, evidentemente, -aflade el 
autor- de situar al disminuldo en una posiciôn de 
privilégié frente al resto de los ciudadanos. Lo 
ûnico que es necesario serâ complementer las 
posibilidades individuales de los comprendidos en el 
sector considerado para que se dé la igualdad 
proporcional de posibilidades. No se puede 
establecer, por ejemplo, una igualdad niveladora que 
borre toda diferencia entre ciudadanos capacitados y 
disminuldos a efectos laborales; pero si cabe 
reservar o fomentar la adscripciôn de estos ûltimos 
a puestos de trabajo que puedan ser desempeflados 
adecuadamente por los disminuldos".
El artlculo 17.3 del Estatuto de los Trabajado­
res y los articules 10 y 18 de la Ley 15/1980, de 8 
de octubre, Bâsica del Empleo, prevën programas de 
fomento de empleo para trabajadores; aslmismo, el 
artlculo 4", 1, c) del Estatuto advierte sobre la no 
discriminaciôn laboral de los disminuldos flsicos, 
pslquicos y sensoriales.
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educativo^^ y de la Seguridad S o c i a l . N o  
obstante, y al margen de estos derechos sobre los 
que volveremos mâs adelante, la privaciôn de la 
libertad y de su capacidad jurldica, que los poderes 
pûblicos tienen obligaciôn de tutelar, se manifiesta 
en una doble vertiente:
a) Por una parte, su propia minusvalla pslquica 
obiiga al legislador a privarle del ejercicio 
de ciertos actos jurldicos, en los que, su 
presunta falta de consciencia y responsabilidad 
puede perjudicar sus propios intereses o los de 
terceros. Cuando el transtorno mental es grave 
y duradero el legislador prevé la posibilidad 
de declarer la incapacitaciôn del sujeto y el 
establecimiento de la consiguiente situaciôn de 
JLutÊlâ;
b) Por otra parte, el internamiento hospitalario 
del enfermo mental constituye una exigencia, en 
muchos casos, del tratamiento cllnico. Es
Los artlculos 49 y siguientes de la Ley 14/1970, 
de 4 de Agosto, General de Educaciôn y Financiamien- 
to de la Reforma Educativa, establecen las bases 
générales para el tratamiento educativo de los défi­
cientes e incapacitados. El Real Decreto 334/1985, 
de 6 de marzo, de Ordenaciôn de la Educaciôn 
Especial desarrolla las bases de la citada ley.
^^La Ley 13/1982, de 7 de abril, de integraciôn 
social de los minusvâlidos constituye la legislaciôn 
bâsica de aplicaciôn a los disminuldos pslquicos, 
atribuyendo a la Seguridad Social funeiones 
especlficas en relaciôn con esta cuestiôn.
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évidente que la privaciôn de la libertad, que 
supone el internamiento del enfermo mental en 
un Centro Psiquiitrico, exige la adopciôn de 
una serie de medidas cautelares que garanticen 
la necesidad de dicho internamiento por razones 
clinicas y en provecho del enfermo y no por 
intereses espûreos de otras personas.
Ademâs del internamiento por indicaciôn 
médica o a iniciativa privada, el Côdigo Penal prevé 
la posibilidad del internamiento por orden judicial, 
cuando el enfermo mental "hubiere cornetido un hecho 
que la ley sancionare como delito".
a) La incapacitaciôn.
En determinados supuestos, la enfermedad 
mental limita o suprime el nivel de consciencia en 
que se asienta la capacidad y responsabilidad de los 
actos humanos, por lo que el legislador prevé la
nulidad de los actos jurldicos realizados o exime de
responsabilidad civil o penal a sus autores. La 
limitaciôn de la capacidad de obrar, y, pot
consiguiente, del ejercicio de los derechos del
enfermo mental se encuentra en numerosos preceptos
légales. Asl, por ejemplo, en la celebraciôn de
contratos no pueden prestar consentimiento "los
loco s o dementes" (artlculo 1263 C.C.); esté
incapacitado para testât "el que habituai o
accidentaimente no se hallase en su cabal juicio" 
(artlculo 663 C.C.). Son inhâbiles por incapacidad
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natural para testificar "los locos o dementes" 
(artlculo 1246 C.C.).
Esta incapacidad de obrar no destituye al 
enfermo mental de su personalidad civil. La 
"demencia o imbecilidad ... no son mâs que
restricciones de la personalidad jurldica. Los que 
se hallaren en algunos de estos estados son
susceptibles de derechos, y aûn de obiigaciones
cuando éstas nacen de los hechos o de relaciones
entre los bienes del incapacitado y un tercero" 
(artlculo 32 C.C.).
Las restricciones de la capacidad de obrar 
de los enfermos mentales establecidas por el 
legislador son tan solo una manif estac iûn de la 
protecciôn jurldica dispensada a estos ciudadanos en 
base a su propia minusvalla. Asl, "siempre que el 
demente pretenda hacer testamento en un intervalo 
lûcido, designarâ el Notario dos Facultativos que 
previamente le reconozcan, y no lo otorgarâ sino 
cuando éstos respondan de su capacidad, debiendo dar 
fê de un dictamen en el testamento, que suscribirân 
los Facultativos ademâs de los testigos" (artlculo 
665 C.C.). Esta cautela del legislador la
encontranos tambièn en relaciôn con el matrimonio: 
"si alguno de los contrayentes estuviere afectado 
por deficiencias o anomallas pslquicas, se exigirâ 
dictamen mêdico sobre su aptitud para prestar el 
consentimiento" (artlculo 56 C.C.).
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La exenclôn de responsabilidad jucldica 
del enferme mental dlspuesta por el legislador 
comporta» no obstante» dos importantes limitaciones 
de la actividad juridica del enferme mental. Por una 
parte» como ya hemos dicho» la prohibiciôn de 
realizar actes jurldicos» le que supone una évidente 
limitaciôn de su capacidad de obrar; por otra parte» 
la situaciôn limite de privacidn de libertad como 
exigencia de su enfermedad» que puede obliger al 
internamiento en un centre hospitalerio 
especializado.
En ambos supuestos» los derechos 
fundamentales» que cualquier ciudadano tiene 
reconocidos constitucionalmente» pueden verse 
menoscabados» por lo que se hace necesaria la 
adopciôn de medidas cautelares que eviten la 
expoliaciôn del ejercicio de sus derechos s in causa 
justificada. Esta situaciôn se hace m&s évidente si 
se tiene en cuenta que el legislador utiliza 
conceptos ambiguos e imprécises cientlficamente para 
referirse al enferme mental; "enajenado"» "trastorno 
mental transiterio"» "locos o dementes"» "cabal 
juicio"» "imbecilidad"» etc... Por otra parte» la 
propia calificaciôn de enferme mental encubre una 
serie de enfermedades pslquicas muy diverses que 
tienen una incidencia diferente en el campe de la 
conducts del sujeto y» por consiguiente» en los 
niveles de consciencia de los sujetos y» por tanto» 
en la determinaciôn del grade de responsabilidad de 
los actos cealizados.
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Para pallar esta situaciôn» el legislador 
atribuye al Juez la facultad de decretar la
incapacitaciôn del enferme mental» previo dietamen 
de los Facultatives» con una eficaz garantie de los 
derechos del disminuldo pslquico. Garantie que se 
hace extensiva a los supuestos de internamiento y de 
la consiguiente privaciôn de libertad» que requieren 
la intervenciôn judicial para autorizar los ingresos 
y para tutelar al enferme durante el perlodo de 
tiempo que dure el internamiento.
La incapacitaciôn y tutela judicial
constituyen» asl» los mecanismos previstos por el 
legislador para garantizar los derechos 
constitucionales del enfermo mental y las medidas de 
amparo previstas en el artlculo 49 de la 
Constituciôn.
Hay que advertir» no obstante» que si bien 
la iniciativa de la incapacitaciôn provendrâ 
normalmente de los familiares del enfermo mental» 
segûn lo dispuesto en el artlculo 203 del Côdigo 
Civil» no puede olvidarse que» en su defecto» el 
legislador atribuye la obligaciôn de suscitar el 
procedimiento de incapacitaciôn al Ministerio Fiscal 
(artlculo 203 del Côdigo Civil) . A tal fin» "las
autoridades y funcionarios pûblicos que» por razôn 
de sus cargos» conocieran la existencia de posible 
causa de incapacitaciôn en una persona, deberân
ponerlo en conocimiento del Ministerio Fiscal". La 
tutela del enfermo mental y su obligada 
incapacitaciôn se convierte» en el supuesto
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mencionado de ausencia o inhibiciôn de la famllia» 
en una responsabilidad de los poderes pûblicos.
b) Internamiento hospitalario.
La Reforma del Côdigo Civil, realizada por 
la Ley 13/1983, de 24 de octubre, en materia de 
tutela supone un avance importante en orden al 
establec imiento de las garanties jurldicas del 
internamiento del enfermo mental.
Sin entrar por el momento en otras 
consideraciones, es importante resaltar lo dispuesto 
en el artlculo 211 del Côdigo Civil en relaciôn con 
el internamiento del presunto incapaz. Para llevar a 
cabo el internamiento se précisa la previa 
autorizaciôn judicial, salvo en supuestos de 
urgencia, en que se puede procéder al internamiento, 
dando cuenta al Juez en un plazo màximo de 
veinticuatro horas.
El Juez debe examiner por si a la persona 
y olr el dictamen del facultativo, como paso previo 
a la concesiôn o denegaciôn del internamiento, 
poniendo los hechos en conocimiento del Ministerio 
Fiscal.
Si autoriza el internamiento, el Juez est& 
obligado a cecabar informaciôn sobre la necesidad de 
proseguir el internamiento. A tal fin, cada seis 
meses deberà verificar la situaciôn del enfermo, y
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oldo el dictamen del facultative, prorcogac o 
suspender el internamiento.
En los supuestos de internamiento por 
orden judicial, cuando el enfermo mental hubiere 
cometido un delito, hay que advertir que "la medida 
de internamiento sôlo serâ aplicable cuando la pen a 
impuesta fuere privative de libertad y su duraciôn 
no podrâ exceder de la de esta ûltima" (art. 9.1 del 
Côdigo Penal).
Por otra parte, el Tribunal Sentenciador 
si lo estima procédante, a la vista de los informes 
de los facultativos que asistan al enajenado y del 
resultado de las demâs actuaciones que ordene, podrâ 
sustituir el internamiento, desde un principio o 
durante el tratamiento, por otras medidas, entre las 
que se encuentra "la sumisiôn a tratamiento 
ambulatorio" (artlculo 8,1 del Côdigo Penal).
3.2. Educaciôn
Considerada la educaciôn como el primer 
paso para la integraciôn social del disminuldo 
pslquico, la legislaciôn vigente presta atenciôn 
preferente a este aspecto, mediante la adopciôn de 
los siguientes criterios. Como principio general se 
pretende la inserciôn compléta o parcial del 
disminuldo pslquico en el sisteroa educative 
ordinario, facilitada o posibilitada a travës de 
apoyos individualizados especlficos, prestados por 
personal especializado. Subsidiarlamente, y sôlo
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cuando las capacIdades del sujeto no han permitido 
dicha inserciôn, se 
Centres especlficos.
recurre a su escolarizaciôn en 
30
La legislaciôn espaflola basa la regulaciôn 
del tratamiento educative de los disminuldos 
pslquicos en los siguientes principios:
a) nfl^mallzacifin. . de _ los servicioa. Las personas
disminuldas no deben utilizar ni recibir 
servicios exçepcionales m&s que en los casos 
estrIctamente imprescindibles. '
b) integraciôn escolar. La apiicaciôn del anterid% 
principio al campo educative supone la 
utilizaciôn por el disminuldo de los servicios 
comunes del sistema educative y la consiguienté 
integraciôn escolar.
c) el principio de sectorizaciôn■ Impi ica acercar 
y acomodar la prestaciôn de los servicios al 
medio en el que el disminuldo desarrolla su 
vida; este supone ordenar los servicios por 
sectores geogr&ficos de poblaciôn y de 
necesidades.
Real Decreto 334/1985, de 6 de marzo, de 
ordenaciôn de la educaciôn especial. Este Real 
Decreto desarrolla la Ley 13/1982, de 7 de abril, de 
Integraciôn Social de los Ninusvàlidos. Las bases de 
la Educaciôn Especial han sido fijadas por la Ley 
General de Educaciôn, 14/1970, de 4 de agosto, en 
sus articules 49 y siguientes.
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di #1 principio de IndividualizaeiAn^ Se eoncceta 
en que cada educando disminuldo pecciba 
precisameate la educaciôn que precise en cada 
momento de su formacidn.
La apiicaciôn de estoa principioa supone 
que el disminuldo pslquico recibe la atenciôn 
educativa tcmprana anterior a su escolar izac iôn o 
bien en les apoyos o adaptaciwes précises para que 
les alumnos disminuldos o inadaptados puedan llevar 
a cabo su proceso éducative en los centres 
ordinaries del sistema escolar, en el rëqimea de 
mayor integraciôn posible, o en los Centros o 
unidades de Educaciôn E s p e c i a l . La Educaciôn 
Especial, como modalidad educativa, serâ obligatoria 
y gratuita, procurando los apoyos précisés gratuites 
para posibilitada desde los dos a los cinco aftos.
La educaciôn del nine disminuldo podrô 
iniciarse desde el momento en que, sea cual fuere su 
edad, se adviertan en èl deficiencias o anomallas 
que aconsejen dicha atenciôn. El objeto de la misma 
sera cor régir en lo posible las deficiencies o 
anomallas detectadas o, en su caso, las secuelas; 
prévenir y evitar la apariciôn de las miæias, en los 
supuestos de riesgoj y en general, dirigir, apoyar y
^^Artlculo 1 del Real Decreto 334/1885.
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estimular el proceso de desarcollo y normalizaciôn 
del nifto en un amblente de compléta integraciôn.^^
La escolarizaciôn obligatoria comenzarô y 
finalizari a las mismas edades establecidas con 
carâcter general para todos los escolares; 
excepcionalmente, podrô prolongarse hasta los 18 
aflos, cuando existan causas que lo justifiquen y con 
la finalidad de superar los estudios del nivel 
correspondiente.
La Educaciôn General Bôsica desarrollada 
en los Centros de Educaciôn Especial prestarâ 
atenciôn relevante a los procesos de socializaciôn y 
al desarrollo de habilidades y destrezas 
manipulâtivas que se continuarôn con las actividades 
de pretalleres, preparatories de una Formaciôn 
Profesional Especlfica.
La Formaciôn Profesional Especial comenza- 
r& una vez concluldos los estudios de Educaciôn Ge­
neral Bôsica y tendrô los mismos objetivos educati- 
vos que la Formaciôn Profesional Ordinaria. Cuando 
el alumno no pueda proseguir estos estudios, por 
razôn de su disminuciôn o inadaptaciôn, se procurarô 
"la capacitaciôn del alumno en técnicas y 
aprendizaje profesionales que favorezcan y fomenten 
su desarrollo personal y su futura integraciôn so- 
ciolaboral, a través de las modalidades de Formaciôn
^^Artlculo 5 del Real Decreto 334/1985.
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Profesional Adaptada o Formaciôn Profesional de
-1 -»
Aprendizaje de Tareas".
3.3. Proteeclôn en el Ambit6 laboral.
La propia minusvalia del enfermo mental 
puede crear al afectado una situaciôn de 
incompatibi1idad total o parcial con la pr&ctica de 
una actividad laboral. Tal circunstancia puede 
afectar, entre otros aspectos, a la adquisiciôn, 
conservaciôn o pérdida del empleo. En previsiôn de 
que su propia disminuciôn pueda crear al enfermo 
mental una situaciôn discriminatoria en el ômbito 
laboral, el legislador ha adoptado una serie de 
medidas cautelares y protectoras de estos afectados, 
que podemos sintetizar en los siguientes puntos:
a) Adquisiciôn de empleo.
El Gobierno podrâ regular medidas de 
réserva» duraciôn o preferéncia en el empleo» 
que tengan por objeto faciliter la colocaciôn 
ce trabajadores con capacidad laboral 
disminulda. Asimismo, el Gobierno podrô
33Artlculo 8 del Real Decreto 334/1985.
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otocgar subvene iones y otras ayudas para
fomentar el empleo de dlchos trabajadores.
Con la misma finalidad de facilitar la
ocupaciôn laboral del disminuldo pslquico» 
cuando la naturaleza o las consecuencias de sus 
minusvallas» provisional o definitivamente» 
impidan al disminuldo ejercen una actividad 
laboral en las condiciones habituales» el
legislador ha previsto la creaciôn de Centros 
especiales de Empleo y Centros Ocupacionales, a 
los que podr&n acogersc los afectados» de
acuerdo con las valoraciones efectuadas por los 
equipos multiprofesionales.
Los Centras Especiales de Empleo son
aquellos cuyo objetivo principal sea la
realizaciôn de un trabajo productive» 
participando regularmente en las operaciones 
del mercado» y teniendo como finalidad asegurar 
un empleo cemunerado y de prestaciôn de
servicios de ajuste personal y social que 
requieran sus trabajadores minusvôlidos.^^
^^artlculo 57.3 del Estatuto de los Trabajadores. 
Vid» también» arts 37 y siguientes de la Ley 
13/1982.
^^artlculo 42» Ley 13/1982.
^^artlculo 42» Ley 13/1982.
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Los Centras Qcupaclonales» por su parte» 
tienen como finalidad asegurar los servicios de 
terapia ocupacional y de ajuste personal y 
social a los minusv&lidos cuya acusada 
minusvalia temporal o permanente les impida su 
integraciôn en una Empresa o en un Centro 
Especial de Empleo.
b) proteceiôn en el empleo.
Se garantira la no discriminaciôn por 
disminuciôn pslquica para el empleo o una vez
empleados» siempre que los afectados se
hallaren en condiciones de aptitud para 
desempeRar el trabajo o empleo de que se
trate.^^ Como medida cautelar para garantizar 
el principio de no discriminaciôn» se establece 
que se entender&n nulos y sin efectos los 
preceptos reglamentarios» las claûsulas de los 
convenios colectivos» los pactos individuales y 
las decisiones unilatérales de las Empresas que 
supongan en contra de los minusvâlidos 
discriminaciones en empleo» en materia de
37
38
artlculo 57» Ley 13/1982.
artlculo 4.2 c) del Estatuto de los
Trabajadores.
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retribuciones» jocnadaa y dem&m condiciones de 
trabajo.^®
c) conaetYacifin del empleo.
Se establecen las medidas opoctunas para 
la readmisiôn por là Empresa» una ves terminado 
el correspondiente proceso de recuperaciôn.^^
En la misma llnea de tutela en la
conservaciôn del empleo» cabe situar la
Sentencia del Tribunal Supremo » de 26 de enero 
de 1987» en la que considéra improcedente el 
despido de una trabajadora sometida a 
tratamiento psiquiitrico. En los fundamentos 
jurldicos de dicha Sentencia se mantiene la 
siguiente doctrina:
"Aunque se déclara probado que la
demandante» operadora de teleproceso en la 
Agencia Urbana del Banco récurrente» 
dispuso en su propio bénéficie de parte de 
los fondos que tenlan depositados en 
aquella 3 entidades» sin que mediaran las 
correspondientes ôrdenes de estas» tambi&n 
lo estô que la misma estaba sometida a 
tratamiento psiquiitrico y se encontraba
39artlculo 38.2 de la Ley 13/1982.
^^artlculo 40 de la Ley 13/1982.
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afectada de un grave trastorno de la 
personalidad» etiquetable dentro del 
concepto de personalidad insana» atipica» 
con rasgos esquizoides e impulsivo-psico- 
pitica» presentando anomallas cerebrales 
détectables en el electroencefalograma y 
manifestindose dicha patologla en una 
personalidad con tendencias a la 
descompensaciôn en forma de distimias y 
alteraciones conductuales impulsivas» y 
reflexivas» antinorm&ticas y con cierto 
caracter de absurdidad e invalidez en 
cuanto a su teolologla» con afectaciôn de 
la conciencia» especialmente en su actitud 
reflexiva y crltica» cuadro cllnico que 
repercute en su imputabilidad» deter- 
minando la ausencia de la misma» no 
siendo» por tanto» su procéder sancionable 
con el despido disciplinerio por la causa 
prevista en el artlculo 54.2 d) ET".
3.4. Proteceiôn Social.
El disminuldo pslquico que» por no 
desarrollar una actividad laboral» no esté incluido 
en el campo de api icaciôn del sistema de la 
Seguridad Social» tendré» sin embargo» derecho a una 
serie de prestaciones sociales» entre las que se 
encuentran» las siguientes:
a) asistencia sanitaria y farmacëutica.
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b) subsidio de garantis de ingresos mlnimos.
c) subsidio por ayuda de tercera persona.




La asistencia sanitaria y farmacëutica 
”ser& prestada por los servicios sanitarios del 
sistema de la Seguridad Social con la extensiôn» 
duraciôn y condiciones que reglamentariamente se 
deterninen"Igualmente» los disminuldos tendrin 
derecho a beneficiarse de las prestaciones de 
recuperaciôn profesional de la Seguridad Social.
A pesar de los preceptos légales 
invocados» la Seguridad Social sostiene que "la 
hospitalizaciôn por motivos psiqui&tricos no esté 
prevista como prestaciôn de la asistencia sanitaria 
de la Seguridad Social". Frente a esta actitud» el 
Tribunal Central de Trabajo ha reiterado la 
obligaciôn de la Seguridad Social de asumir dicha 
prestaciôn. Recientemente» el Tribunal Supremo ha
^^artlculo 13 de la Ley 13/1982.
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confirmado esta posiciôn jucispcudencial al
pronunciacse en los siguientes términos:
"... del celato histôcico de la sentencia 
recurcida» completado en este punto con las 
aficmaciones de carâcter fictico que contiene 
su fundamentaciôn juridica» se deduce que Eue 
el propio facultativo de la Seguridad Social 
quien prescribiô el internamiento» por ser ëste 
necesar io para el tratamiento de la 
esquizofrenia que padecia el beneficiario» y 
que dicho internamiento no pudo ser prestado 
por la entidad gestora pese a haber sido 
solicitado reglamentariamente» ha de concluirse 
que se trata de una prestaciôn comprendida
dentro de la asistencia sanitaria de la
Seguridad Social que debe correr a cargo de la 
misma conforme a lo dispuesto en èl p&rrafo in 
fine del citado artlculo 19.1» a tenor del cual 
cuando los internamientos no quirûrgicos no 
puedan efectuarse en ninguna instituciôn
cerrada de la Seguridad Social podr&n llevarse 
a cabo en cualquier establec imiento de la red 
hospitalar ia nacional que cuente con 
ir.stalaciones adecuadas siendo los gastos 
ocasionados en taies casos por cuenta de la 
Seguridad Social ..."
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4. LA- TPTKLA DE LOS DBMCHQS MNDAMRWrALKS T M. 
PBTBHSOR DEL PDBBLQ.
La Constituciôn ceconoce y enumera una 
prolija tabla de derechos fundamentales del 
ciudadano. Taies derechos vinculan a todos los 
poderes pûblicos y su tutela podrâ invocarse ante 
los Tribunales Ordinarios y» en su caso» a través 
del recurso de amparo ante el Tribunal 
Constitucional.
Para reforzar esta garantla juridica y 
para facilitar la tutela efectiva de taies derechos» 
la Constituciôn ha creado una instituciôn nueva en 
nuestro sistema jurldico» aunque de notable 
tradiciôn en otros palses occidentales: el Defensor 
del Pueblo. La propia Constituciôn lo define como 
"Alto Comisionado de las Cortes Générales» designado 
por éstas para la defensa de los derechos 
comprendidos en este Tltulo I» a cuyo efecto podrâ
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supervisât la actividad de la Administraciôn» dando 
cuenta a las Cortes Générales"
La figura del Defensor del Pueblo 
encuentra su antecedents en el Ombudsman» figura 
creada en Suecia en 1809 y que se ha extend ido a 
numerosos palses» de tal manera que en la Comunidad 
Econômica Europea existe en todos los palses salvo 
Bélgica» G.recia y Luxemburgo. Aunque por lo general 
se ha mantenido el nombre de Ombudsman» en alguhos 
Estados dicha denominaciôn ha sido modificada por la 
de Comisionado Parlamentario (Reino Onido)» Nedlador 
(Francia)» Proveedor de Justicia (Portugal)» 
Defensor del Pueblo (EspaAa).
El Ombudsman tiene como finalidad la 
tutela de los derechos fundamentales del ciudadano 
frente a la Administraciôn. Para una defensa mâs 
eficaz de estos derechos» en algunos palses se ha
^^artlculo 54 de la Constituciôn.
^^Existe ya una amplia bibliografla espaflola sobre 
el Defensor del Pueblo» de la que entresacamos los 
siguientes tltulos:
ARADILLAS» Antonio. Todo sobre el Defensor del 
Pueblo» Barcelona» 1986; FAIRER GOILLEN» Victor» El 
Defensor del Pueblo» Madrid» 1982; GIL ROBLES Y GIL 
DELGADO» Alvaro» El control parlamentario de la 
Admin istraciôn» Madrid» 1977; El Defensor del 
Pueblo» Comentarios. En torno a una proposiciôn de 
Ley Orgânica» Madrid» 1979; GINER DE GRADO» Carlos» 
El Defensor del Pueblo en la teorla y en la 
prâctica» Madrid» 1986; los Ombudsmen» Defensor del 
Pueblo» europeos» Madrid» 1986.
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creado esta figura para âmbitos sectoriales
determinados: salud» juventud» anticorrupciân» etc. 
También se ha adaptado esta Instituciôn para âmbitos 
territoriales inferiores al estatal» normalmente de 
Âmbito regional. Asl» en Espafta en diverses
Estatutos Autonômicos se ha previsto la instauraciôn 
del Defensor del Pueblor en la actualidad» est&n ya 
funcionando» el Sindic de Greuges (Catalufla)» el 
Defensox del Pueblo Andaluz y el Diputado del Comûn 
de Canaries; est&n pendientes de nombramiento y 
puesta en marcha 0 Valedor do Pobo (Galicia) » el 
Ararteko (Pals Vasco) y el Justicia de Aragôn.
La Ley 3/1981» de 6 de abr il» desarrolla
el artlculo 54 de la Constituciôn y» en
consecuencia» la Instituciôn del Defensor del Pueblo 
en todo el Ambito est*tal. Para el cumpl imiento de 
su misiôn» el Defensor del Pueblo podr& iniciar y 
proseguir» de oficio o a peticiôn de parte» cual­
quier investigaciôn conducente al esclarecimiento de 
los actos y resoluciones de la Administraciôn
Pûblica y sus agentes» a la luz de lo dispuesto en
el artlculo 103.1 de la Constituciôn y el respeto 
debido a los derechos proclamados en su Tltulo
Primero.^^ En este âmbito quedan comprendidas las 
actividades de los Ministres» autoridades 
administratives» funcionarios y cualquier persona 
que actûe al servicio de las Administréeiones 
Pûblicas.
^^Artlculo 9 de la Ley Org&nica 3/1981.
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En las Investigaciones iniciadas de oficio 
o a instancia de parte» el Defensor del Pueblp» o la
persona en quien délégué» podrà personarse en
cualquier Centro de la Administraciôn Pûblica 
dependiente de la misma para comprobar cuantos datos 
fuere menester» hacer las entrevistas personales 
pertinentes o procéder al estudio de los expedientes 
y documentaciôn necesaria. A estos efectos no podrâ 
neg&rseles el acceso a ningûn expedients o 
documentaciôn administrativa o que se encuentre 
relacionada con la actividad o servicio objeto de la 
investigaciôn»^^ incluldos aquellos calificados 
con el carâcter de secretos de acuerdo con la Ley. 
La negativa de la entrega de estos ûltimos 
documentes requiere acuerdo previo del Consejo de 
Minist ros.
La obstrucciôn en la investigaciôn del
Defensor del Pueblo» por parte de la autoridad o
funcionario cor respondiente» mediante la negativa o 
negligencia en el envlo de los informes que 
solicite» 0 en facilitar su acceso a expedientes o 
documentaciôn administrativa necesaria para la 
investigaciôn» darâ lugar al delito de desacato.^^
^^artlculo 19 de la Ley Orgânica 3/1981. 
^^Artîculo 22 de la Ley Orgânica 3/1981.
^^Artlculo 24» 2 de la Ley Orgânica 3/1981.
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Con ocasiôn de sus investigaciones» el 
Defensor del Pueblo podrâ formuler a las autoridades 
y funcionarios de las Administréeiones Pûblicas 
adverteneiaa» recomendaciones» recordatorios de sua
deberea. leqalea y ..augmteaciaa pAca. .la adopcifin de
nuevaa medidas. Aûn no siendo compétente para 
modificar o anular los actos y resoluciones de las 
Administréeiones Pûblicas podrâ» sin embargo» 
sugerirt
a) la modificaciôn de los criterios utilizados 
para la produceiôn de los actos 
administrativos;
b) La modif icaciôn de las normes» si llega al 
conveneimiento de que su cumplimiento r iguroso 
puede provocar situaciones injustes o 
perjudiciales para los administrados.
Cuando no seen acogidas sus 
recomendaciones» por faite de respuesta o de 
adopciôn de las medidas adecuadas» el Defensor del 
Pueblo pondrâ en conocimiento de la mâxima autoridad 
de la Administraciôn afectada» los antecedentes del 
asunto y las recomendaciones presentadas. Si tampoco 
obtuviere una justificaciôn adecuada» incluirâ tal 
asunto en su informe anual o especial» con mèneiôn 
de los nombres de las autoridades o funcionarios que
^®Artlculo 30 de la Ley Orgânica 3/1981.
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hayan adoptado tal actitud» entre los casos en los 
que» considerando el Defensor del Pueblo que era 
posible una soluciôn positiva» ésta no se ha 
corregido.*^
En la tutela de los derechos 
fundamentales» el Defensor del Pueblo» cumplidos los 
trâmites procesales y si hubiere fundamento jurldico 
para ello» podrâ interponer ante el Tribunal 
Constitucional recurso de amparo contra el acto 
administrative que causara lesiôn de un derecho
fundamental al promovente de la queja. 50
También podrâ presentar recurso de 
inconstitucionalidad contra cualquier ley -dentro de 
los plazos legales previstos- que» a su juicio» 
conculque algûn precepto constitucional.^^
En el âmbito de las facultades conferidas 
al Defensor del Pueblo» que acabamos de reseflar» en 
relaciôn con la defensa de los derechos 
fundamentales de los ciudadanos y la supervisiôn de
Artlculo 30 de la Ley Orgânica 3/1981.49
^^Artlculo 162» b» de la Constituciôn; 
46.1.b)» Ley Orgânica 2/1979 del
Constitucional; artlculo 29 de la Ley
3/1981.
^^Artlculo 162» a» de la Constituciôn; 
32»l»b) de la Ley Orgânica 2/1979 del 









la Administraciôn» se inscribe» como una de sus 
tareas m&s nobles e importamtes» dada la disminuciôn 
pslquica de los afectados» la defensa de los 
derechos fundamentales del enfermo mental. Tal
defensa» como hemos indicado anteriormente» présenta 
una doble vertiente:
a) La vigilancia de la asistencia psiqui&trica que 
recibe o debe recibir como una exigencia del 
derecho a la salud (artlculo 43 de la 
Constituciôn Espaflola) y de la especial 
proteceiôn debida a los disminuldos pslquicos 
(artlculo 49 de la Constituciôn Espaflola).
b) La proteceiôn juridica de los enfermes 
mentales» que alcanza su m&xima significaciôn 
en la obligada intervenciôn judicial en los 
supuestos de internamiento» y» por tanto» de 
privaciôn de libertad» mediante la 
incapacitaciôn y la subsiguiente tutela 
judicial » de acuerdo con lo previsto en el 





La descripciôn de los derechos 
fundamentales del enfermo mental» expuesta en la 
Introduceiôn» pone de manifiesto el carâcter 
progresista de nuestra Constituciôn y de la
legislaciôn que la desarrolla. Las medidas
protectoras de los disminuldos pslquicos no
encuentran parangôn en ninguna otra Constituciôn» 
siguiendo fielmente e» incluse» sobrepasando los 
derechos reconocidos en los textes internacionales 
mâs modernes.
La obligaciôn de los poderes pûblicos de 
prestaciôn de la asistencia psiquiâtrica en sus 
diversas modalidades: prevenciôn» tratamiento»
rehabilitaciôn e integraciôn social y la proteceiôn 
juridica del disminuldo pslquico» en el ejercicio de 
los derechos comunes a todos los ciudadanos» por
parte de les poderes pûblicos» sitûa a la 
legislaciôn espaflola en unos niveles dificilmente 
superables por las legislaciones socialmente mâs 
avanzadas.
Es frecuente investigar la realidad de un 
pals a través de su legislaciôn; sin embargo» no es
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memos frecuente observer c6mo las distancias entre 
la legislaciôn y la realidad social son tan 
notables, que una investigaciôn unilateral -limitada 
al estudio de las normas jurldicas- da como 
resultado una imagen absolutamente falsa y 
distorsionada de la realidad social.
Esta memoria doctoral tiene como objetivo 
prioritario contraster el debar set propuesto por el 
legislador con la situaciôn real de la asistencia 
psiqui&trica pûblica en Espafla. Ver ificar el g redo 
de operatividad de los derechos reconocidos 
legalmente al enfermo mental, el nivel de 
cumplimiento de las normas reguladoras en esta 
materia y las medidas adoptadas por los poderes 
pûblicos para hacer realidad las prescripciones 
legislativas constituyen, en definitiva, el objetivo 
marco de esta investigaciôn.
Es évidente que la investigaciôn de la 
realidad social y, en concrete, de la praxis de la 
asistencia psiqui&trica pûblica puede encauzarse por 
diverses derroteros, utilizando vlas y caminos 
diverses. Dentro de sus limitaciones, nuestra 
investigaciôn se va a centrar en el an&lisis y 
valorac iôn de la documentaciôn publicada por el 
Defensor del Pueblo, referida a esta materia.
La intervenciôn del Defensor del Pueblo en 
la tutela de los derechos fundamentales del enfermo 
mental, realizada de oficio o a instancia de parte, 
constituye un campo de estudio especlfico de uno de
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los âmbitos compctenciales mâs significativos de 
este ocganismo constitucional. Su condiciôn de Alto 
Comisionado de las Cortes Générales para la tutela 
de los derechos fundamentales del ciudadano adquiere 
un relieve especial al refcrirse a quienes por su 
propio desvalimiento requieren de una forma mâm 
intensa y especial su proteceiôn.
El estudio de esta documentaciôn permitirô 
conocer, en gran medida, la realidad de la 
asistencia psiquiâtrica pûblica, cuando menos en el 
nivel de denuncia que los propios afectados o sus 
familiares hacen llegar a dicha Instituciôn.
Las carencias denunciadas permitirân 
establecer el elemento de contraste oportuno entre 
los derechos del enfermo mental legalmente 
reconocidos y el grado de incumplimiento en un nivel 
operative concrete, en el que los derechos pueden 
quedar vacios de contenido por ausencia de 







De acuerdo con la prcpaesta formulada en 
Id s OBJETIVOSf Id s materiales utilizados para la 
presente investigacidn se circunscriben a la 
documentaciôn obrante en el Defensor del Pueblo» en 
relaciôn con la asistencia psiqui&trica» y que por 
haber sido publicada en los Informes Générales de la 
Instituciôn han perdido su caràcter de documentéeiôn 
reservada y» por tanto» son susceptibles de 
investigaciôn por parte de los estudiosos e 
investigadores.
La organizaciôn interna del Defensor del 
Pueblo se articula a través de la distribuciôn por 
âreas de competencies materiales» resultando doce 
âreas dedicadas a las siguientes materias: 1) Pre- 
sidencia y Asuntos Exteriores. 2) Defense e In­
terior. 3) Justicia. 4) Hacienda y Economie. 5) Ad- 
ministraciôn Territorial. 6) Trabajo. 7) Sanidad y 
Consumo. 8) Seguridad Social y Bienestar. 9) Obras 
Pûblicas y Urbanisme. 10) Transportes y Comuni- 
caciones. 11) Educaciôn y Culture. 12) Asuntos 
Générales.
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La documentéeiôn relative a asistencia 
psiqui&trica se encuentra adscrita al Area nOmero 12 
denominada Asuntos Générales. En la prictica recibe 
también la denominaciôn de Area de Asistencia 
Psicolôgica y Psiqui&trica.
La denominaciôn originaria de Asuntos 
Générales responde a la idea inicial de remitir a 
este Area aquellos escritos que, si bien por razôn 
de la materia serlan de adscripciôn a otra &rea, sin 
embargo, por las caracterlsticas peculiares del 
mismo, necesitan un peritaje psicolôgico previo para 
apreciar la personalidad del sujeto y la valoraciôn 
del caso planteado.
Como se explica m&s adelante, adem&s de 
este âmbito competencial general, el Area 12 se 
ocupa especlficamente de aquellos asuntos que 
directamente plantean cuestiones de asistencia 
psiqui&trica, en sus variadas vertientes.
La documentaciôn utilizada que como hemos 
dicho se encuentra publicada en los Informes 
Générales de la Instituciôn, se refiere a 
expedientes o quejas, segûn la terminologla de la 
Ley 3/1981 del Defensor del Pueblo, que recogen la 
peticiôn del promovente con exposiciôn sucinta de 
los hechos, asl como la tramitaciôn posterior 
realizada por la Instituciôn.
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Por la propia naturaleza de esta 
documentaciôn, en este trabajo se reproducen las 
quejas fielmente, tal como aparecen en los citados 
Informes, sin ninguna adiciôn o rectificaciôn, 
limitando precisamente el àmbito de la investigaciôn 
al contenido expuesto en la referida documentaciôn.
Por nuestra parte, nos hemos limitado a 
clasificar este material de acuerdo con la 
sistem&tica que preside esta investigaciôn y que 
viene dada, en gran parte, por la delimit aciôn de 
los derechos del enfermo mental, cuya exposiciôn se 
ha realizado en la ItfTRODUCCION, y que son 
tutelables por el Defensor del Pueblo. Conviene 
advertir, no obstante, que cada queja plantea, en 
ocasiones, problemas diverses, por lo que su 
ubicaciôn sistemàtica se ha hecho atendiendo al 
aspecto m&s relevante, a nuestro juicio, pero sin 
renunciar a considerar los dem&s aspectos en los 
apartados correspondlentes.
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2. AJfBITO DEL AREA DE ASUIROS GENERALES.
El contenido del Area de Asuntos Générales 
tiene unas connotaciones especlficas que determinan 
su trabajo en una doble vertlente;
Por un lado, atiende a las demandas que la 
propia Instituciôn solicita como apoyo para la 
valoraciôn psicosocial de algunos casos y, por otro, 
esta al servicio del Defensor del Pueblo para 
aquellos asuntos que en materia de asistencia 
psiqui&trica le plantean los ciudadanos.
En la tramitaciôn de las quejas referidas 
a la asistencia psiqui&trica, ha sido preocupaciôn 
esencial de la Instituciôn propiciar un acercamiento 
entre los ciudadanos, sus familias y la 
Administraciôn.
La gran mayorla de las actuaciones se han 
llevado a cabo, no solamente con la colaboraciôn que 
por la Ley est&n obligados a prestar los poderes 
pûblicos, sino por el celo de muchas pesonas que por
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su condiclôn pcofesional o su cesponsabilidad 
politics o social, han sido cequeridas.
En algunas ocasiones, segûn hemos podido 
cecoger, la valoraciôn "in situ* de las actuaciones 
ha sido facilitada enormemente con la ayuda y el 
interès de los Asistentès Sociales de las Juntas 
Municipales, Directores de Centres de Internamiento 
y otros'profesibnales de la Medicina.
Se han resumido en dos.grandes grupos la 
tipologla de las quejas registradas en el Area de 
Asuntos Générales:
1) El Sector de la asistencia psicolôgica que 
se integra por los siguientes apartados:
- Quejas recibidas directamente del Registre 
de Entrada por haber considerado los 
lectores que eran escritos carentes de 
fundamento.
- Quejas traspasadas de otras Areas por "no 
admisiôn a tr&mite" y suponerse personas 
con alteraciones psicolôgicas.
- Informes evacuados desde el area de 
asistencia psicolôgica a otras Areas para 
la tramitaciôn posterior desde ellas, 
teniendo en cuenta el peritaje 
psicolôgico.
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Los escritos que se han calificado como 
carentes de fundamento son relatos 
incohérentes y a veces claramente 
délirantes# enviados presumiblemente por 
enfermos pslquicos y de los que no es 
diflcil hacer un diagnôstico 
psicopatolôgico aproximado# por el asesor# 
a veces corroborado por el mismo 
interesado o por sus familiares# en 
escritos posterioces. Tienen un contenido 
muy variable y pueden hacer referenda a 
las materias propias de cualquier Area 
(Justicia# Interior# Sanidad# Trabajo)# si 
bien# para una codificaciôn interna del 










Los agcupados con delirlo esqulzofcénico 
se han considerado teniendo en cuenta que, en la dea 
cripciôn se observen claramente los slntomas prima—  
rios de Kurt Schneider o si en el expediente consta 
documentaciôn clinica adjunta con el diagnôstico de 
esquizofrenia.
Cada carta respuesta a este tipo de escri­
tos se ha hecho de forma individualizada, donde se 
explica la limitaciôn de la competencia del Defensor 
del Pueblo en apiicaciôn de la Ley Org&nica 3/1981, 
de 6 de abril, ahadiendo informaciôn u orientaciôn 
ûtil para el interesado (la mayor la son de Ambito 
privado) .
En muchas ocasiones, el interesado vuelve 
a insist!r enviando mûltiples escritos y documenta—  
ciôn, con el fin de cambiar la decisiôn del Defen- - 
sor, pero sin referirse a hechos nuevos o, aportar 
mAs datos al caso y transformAndose en lo que en 
algunos palses llaman un "quejoso-crônico*.
Se ha recogido en la correspondencia pos—  
terior la gratitud de estas personas, que por su 
idiosincrasia suelen manifestar reiteradamente sus 
pretensiones ante otros Organismos Pûblicos y segûn 
ellos, per primera vez han recibido contestaciôn.
2) El grupo de Asistencia PsiquiAtrica se re­
fiere a la Salud Mental en toda su dimensiôn:
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- Personas ingresedas en Centros Psiqui&tricos 
Hospitalerios.
- Personas que tienen familiares o vecinos enfer­
mos pslquicos, que precisan cualquier tipo de 
tratamiento.
- Personas con enfermedades demenciales y gran 
deterioro, que no tienen asistencia.
- Personas enfermas pslquicas o minusvAlidos, 
subsidiaries de servicios sociales.
- Enfermes pslquicos penados, internes en Centros 
Psiqui&tricos Penitenciarios.
- Drogadictos sin medios eccnômicos y sin 
tratamiento adecuado.
- Niflos déficientes mentales sin escolarizar y 
sin tratamiento especial.
- Enfermos mentales en pare sin percibir 
prestaciôn econômica.
Para poder centrar con m&s facilidad el e& 
tudio realizado en el tema de la asistencia psiquiA- 
trica creemos conveniente seflalar algunos datos es—  
tadlsticos générales facilitados por el Area de In—  
formAtica y Documentaciôn de la Instituciôn, asl co­
mo unas llneas générales del seguimiento de las 
quejas. (Anexo)
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3. LA ODBJA COMO MATERIAL DE IMVB8TIGACX0M
El modo dt pcesentar una quaja al Oafcnsor
del Pueblo es muy sencillo. Basta con enviar un
escrito o una carta a esta dlrecciôn.
Sr. Defensor del Pueblo
Eduardo Dato, 31
28010 MADRID
No existe formulario especial, ni se
necesita poner pOliza o utilizar papel timbrado. La 
carta puede ir escrita en papel normal.
Lo importante es que conste, claramente, 
el nombre y los apellidos del interesado, asl como 
el dofflicilio o el apartado de correos a que haya de 
remitirse la respuesta.
La correspondencia envlada al Defensor del 
Pueblo por quienes vivan en cualquier internado 
(cArceles, asilos, hospitales), no podrA ser
censurada bajo ningOn pretexto.
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En la carta hay que explicar brevemente 
los hechos que dan motivo a la queja# y las cazones 
por las que se plensa que se tiene derecho a formu­
lât la reclamaciôn# acompaflando# en su caso# 
fotocopias de los documentos que posean en relaciôn 
con el problema planteado.
En casos excepcionales se puede enviar un 
telegrama exponiendo la situaciôn. Pero# acto 
seguido habrA que dirigir el escrito con los datos 
mAs fondamentales.
En cuanto llega el escrito del reclamante 
a la oficina del Defensor, queda inscrito en el Re—  
gistro. Inmediatamente se remite al ciudadano un acu 
se de recibo personal, en el que se comunica que su 
queja ha quedado registrada con un nûmero determina- 
do, al que deberA hacerse referenda, si posterior—  
mente se ahaden mAs datos o se solicita mAs 
informaciôn.
Superada esta primera fase de inscripciôn 
la queja pasa a ser estudiada detalladamente por el 
Defensor, quien ante todo deberA decidir sobre su 
admisiôn o no admisiôn.
El Defensor del Pueblo no podrA admitir ni 
tramitar aquellas quejas, que adolezcan de las 
siguientes causas de inadmisibilidad:
- Si se trata de una queja anônima.
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- Si •! pcopio Defensor advierte en la queja 
mala fé, careneia de fundamento o 
Inexisteneia de pretensiôn.
- Si la tramitaciôn de las quejas va a 
suponer un perjuicio al legltimo derecho 
de terceras personas.
- Si el asunto estA pendiente de resoluciôn 
judicial.
- Si después de haber acudido al Defensor 
del Pueblo, el récurrents interpone una 
demanda o un recurso ante los tribunales 
ordinarios o ante el Tribunal Consti- 
tucional.
- Quedan al margen de su competencia, las 
cuestiones de indole jurldico-privada para 
los que estAn abiertas las vlas 
judiciales, con interveneiôn de 
procuradores y abogados en libre ejercicio 
profesional y, en su caso, los de "turno 
de oficio", designados a través de los 
respectivos colegios profesionales.
Superada la barrera de su admisiôn, se 
entra en la fase de actuaciôn del Defensor, quien 
plantearA el problema a la Administraciôn e iniciarA 
las gestiones oportunas cerca del Organisme autori- 
dad o funcionario compétents con el fin de investi—
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gar y esclarecar las razonts qua han dado lugar a 
esa quaja.
Para alio, sa dirige al ôtgano correspon- 
diente en la mayor la de los casos por escrito, 
planteAndole el problema y exponiendo los motivos 
que, a su entender, justifican su actuaciôn.
El responsable del Organisme o dependencia 
administrative correspondiente deberA responder por 
escrito en un plazo no superior a quince dlas. Tal 
plazo serA ampliable cuando concurran circunstancias 
especiales que asl lo sconse j en a juicio del 
Defensor.
Transcurrido este plazo de dos sémanas y 
cecibida la respuesta de la Administraciôn, el 
Defensor analizarA el contenido del escrito.
En este momento se pueden producir los 
siguientes supuestos:
1. La reclamaciôn ha sido considerada jus- 
ta por la Administraciôn, quien reconoce au error y 
estA dispuesta a subsanarlo. El Defensor comunica 
entonces, tanto al reclamante como al organismo per­
tinente, que la queja ha quedado favorablemente 
resuelta.
2. Puede suceder que la Administraciôn de- 
muestre con evidencia que el reclamante no tenla ra­
zôn, porque no se habla cornetido ninguna infracciôn
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legal, lo que también tranamite el Defensor al 
réclamante, dando por conclulda la investigaciôn.
3. La hipôtesis tercera consiste en esti­
mer que no son totalmente convincentes las raxones 
alegadas por la Administraciôn o que por imperativos 
de justicia o razones de equidad, ha de seguir 
actuando.
El Defensor del Pueblo, si estima que el 
informe del ôrgano de la Administraciôn no es satis- 
factorio o proporcione elementos de juicio insufi—  
cientes, o si considéra que es oportuno conocer di­
rectamente la documentaciôn que estime conveniente, 
puede por si mismo comprobar cuantos datos fuera 
menester, hacer las entrevistas personales pertinen­
tes o procéder al estudio de los expedientes y 
documentaciôn necesarios.
En este supuesto, al Defensor del Pueblo 
se le reconocen las mAs amplias facultades de inspec 
ciôn e investigaciôn, y los funcionarios pûblicos 
tienen obligaciôn -expresamente establecida en la 
L.O.D.P.- de auxiliar, con carActer preferente y ur­
gente, al Defensor del Pueblo en sus investigaciones 
e inspecciones.
Conclulda la investigaciôn por el Defensor 
la Instituciôn dispone ya de elementos de juicio pa­
ra establecer una conclusiôn y, por lo tanto, emitir 
un dictamen o una toma de posiciôn sobre el asunto 
planteado. Las resoluciones del Defensor son, tam—
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bién de gran amplitud en cuanto a carActer. La Ley 
habla de "advertencias, recomendacionea, recordato—  
rios de sus deberes légales y sugerencias para la 
adopciôn de nuevas medidas". (art. 30 L.O.D.P.).
Pinalmente, el Defensor del Pueblo tiene 
la facultad de dirigirse a las Cortes Générales para 
exponer, tanto en su Informe Anual como a través de 
sus informes extraordinarios los casos que ha inves- 
tigado, los resultados de la investigaciôn, las re—  
soluciones formuladas ante las administraciones pû—  
blicas, las respuestas dadas por los ôrganos adminia 
trativos, las recomendaciones admitidas por éstos, y 
los casos en que los ôrganos administrativos no 
hayan atendido las resoluciones de la Instituciôn.
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W E J A  nûmero 4.900/85. La interesada es 
hermana de una estudiante de Psicologia, que 
actualmente vive en Dinamarca, incorporada a una 
secta que, al parecer, se dedica a la rehabilitaciôn 
de drogadictos. Segûn nos manifêstaba su hermana, 
esté coirpletamente trastornada por las influencias 
que recibe de esas personas y ella se ha informado 
de que solamente sufriendo una "desprogramaciôn" 
podria ser recuperada.
Se dirigia a nuestra Instituciôn para que 
tuviéramos conocimiento de las circunstancias que 
concurren en estas asociaciones que -segûn ella- con 
un tinte aparentemente benefactor, como es la
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rehabilitaciôn de toxicômanos, producen trastornos 
irréparables en las personas sobre las que actûan.
QDBJA nûmero 5.209/86. Escribe un 
ex-toxicômano desde un Centro privado de 
Rehabilitaciôn para pedir que el Defensor informe a 
la gente que sufre esta enfermedad que se pongan en 
tratamiento, porque pueden llegar a curarse como èl.
QOBJA nûmero 12.640/86. El interesado 
manifiesta que tiene conocimiento de cuatro centros 
de toxicomanias ilegales, donde trabajan personas no 
cualificadas y que tampoco disponen de contrato 
laboral. Considéra que esto es una gran estafa, 
porque a los enfermos les hacen promesas de 
tratamiento que no cumplen.
Se ha solicitado ampliaciôn de datos para 
intervenir en la forma pertinente.
b) hlcahal-
QDBJA nûmero 1.945/85. Presentaron un 
escrito los delegados de curso del Institute 
Politécnico de Formaciôn Profesional Federico Garcia 
Bernai de Salamanca.
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Hah tenido una acampada donde han 
realizado debates, entre ellos uno en torno a la 
droga, y han querido remitir al Defensor del Pueblo 
las conclusiones:
- Necesidad de que se espécifiquen las 
cantidades de cada estupefaciente y la 
consideraciôn de trâfico-consumo.
- Creaciôn de centros especializados para la 
rehabilitaciôn de toxicômanos y 
alcohôlicos.
- Educaciôn escolar.
El Defensor del Pueblo contestô a este 
escrito enviando el Informe Anual de 1983 emitido 
por este Area sobre las drogodependencias y que fuë 
expuesto ante las Cortes Générales.
QDBJA nûmero 9.359/85. La interesada 
manifêstaba su repuisa por el consumo de drogas 
entre jôvenes y mâs concretamente en los menores, 
porque, al parecer, ha presenciado como en la calle 
a las oc ho de la maflana varios muchachos, entre 
quince y diecisëis aflos, beblan vino. Pregunta cômo 
es posible que se permitan estas situaciones, que 
cada vez son mâs frecuentes, en las calles de 
Madrid.
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En relaciôn con este tema, esta 
Instituciôn se habla dirigido al sefior Alcalde de 
Madrid para exponer los problemas derivados de la 
marginaciôn y mendicidad infantiles.
tfJEJA nûmero 2.452/86. Se dirigiô a 
nosotros el Présidente de la Federaciôn Andaluza de 
Alcohôlicos Rehabilitados para manifestar su 
pretensiôn de que el enfermo alcohôlico sea 
reconocido dentro de las prestaciones Intégras de la 
Seguridad Social y, al mismo tiempo, para darnos a 
conocer las Conclusiones del Tercer Congreso Andaluz 
de Alcohôlicos Rehabilitados, que resumimos a 
continuaciôn:
"1. Asunciôn por pacte de la Administraciôn 
del abordaje integral del alcoholismo en 
los aspectos bio-psico-sociales de la 
enfermedad.
2. Propiciar la creaciôn de Asociaciones en 
aquellos lugares especlficos, justificados 
por la demanda y que carezcan de ellas.
2 . Exigir de la Administraciôn el 
cumplimiento riguroso sobre limitaciones 
vigentes, para que no consuman ni se 
expenda alcohol a los menores de 16 afios.
4. Utilizaciôn de los recursos técnicos y 
humanos de las Asociaciones en el
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desarrollo de los Planes de Prevenciôn 
Primaria de los alcoholismos, destacando 
programas especlficos hacia el alcoholismn 
femenino y la juventud.
5. Apoyar y potenciar las Asociaciones de 
Alcohôlicos Rehabilitados, por cuanto 
constituyen un recurso v&lido en la 
atenciôn primaria de la Salud."
2.1. Ambulatorio.
2.1.1. Consultas.
QUEJA nûmero 3.046/85. Se dirigiô a la
Instituciôn una muchacha de quince aftos, hija de una
familia de seis hermanos, donde su padre es
alcohôlico y un hermano de dieciocho afios padece 
alteraciones de conducts siendo agresivo,
especialmente con sus hermanos menores de once y 
ocho ahos respectivamente. Han visitado a varios 
especialistas y han intentado ingresarle en
Hospitales Psiquiâtricos, sin conseguirlo, porque 
segûn refieren, las crisis de agresividad se
producen cada cierto tiempo.
Adjuntaba, también, la interesada informes 
donde el propio especialista de la Seguridad Social
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indicaba la necesidad de un internamiento, pero sin 
que se hubiera podido conseguir ingresarle. Por fin, 
esta familia sin recursos econômicos, habla tenido 
que acudir a un Hospital privado, donde el hermano
se estaba recuperando, pero no podlan seguir
haciendo frente a los gastos ocasionados.
En la gestiôn de esta queja, se acudiô al 
Hospital Psiquiâtrico de Bétera, donde un equipo
multidisciplinar ha valorado la situaciôn clinica de 
este paciente y le ha ofrecido un programa de 
tratamiento, que ha iniciado desde la salida de su 
internamiento en la clinica privada, con grandes 
resultados, por lo que hemos podido dar por
concluida esta queja.
QUEJA nûmero 5.273/85. El réclamante tiene 
dos hijos que sufren esquizofrenia, uno de 
veinticinco afios lleva ya trece enfermo y ha estado 
internado en el Hospital Psiquiâtrico de Murcia en 
varias ocasiones. En el momento de remitir el 
escrito estaban prôximos a que les dieran el alta 
médica. En casa tiene otra hija que también sufre 
enferreclad pslquica, por lo que la convivencia entre 
los dos hermanos es muy diflcil. La pretensiôn del 
interesado era que continuase el tratamiento 
hospitaler:o para el hijo mayor.
Se iniciô la investigaciôn con el Hospital 
Psiquiâtrico "El Palmar" de Murcia, donde se nos 
facilitô informaciôn précisa de la enfermedad y del
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tratamiento necesario del enfermo que habla estado 
ingresado alll.
Era criterio del personal médico que este 
paciente se viera beneficiado durante los periodos 
menos graves de su enfermedad de un tratamiento 
ambulatorio, controlado por los mismos médicos que 
le hablan tratado durante su estancia en el centro. 
Con esta nueva alternativa, el temor de la familia 
al agravamiento en el domicilio, sin procurarle la 
asistencia debida, ha quedado disipado y la relaciôn 
entre la familia, el paciente y el Hospital es 
corrects y fluids.
2.1.2. Tratamiento psicoterapéutico.
QDBJA nûmero 15.188/84. Manifiesta la 
falta de atenciôn y tratamiento para la curaciôn de 
un paciente de quince afios, por parte del Institute 
Nacional de la Salud. Su madré expresô su protesta 
contra la Seguridad Social y pedla ayuda al Defensor 
del Pueblo para resolver su problema.
Este enfermo sufre tics nerviosos de los 
que ha sido tratado con fârmacos durante afios por 
diferentes especialistas de la Seguridad Social, sin 
resultadc alguno y llegando a la conclusiôn de que 
era totalmente necesario un tratamiento 
psicoterapéutico.
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Después de infructuosas gestiones de esta 
Instituciôn ante la Direcciôn General del Institute 
Nacional de la Salud, se dirigiô al Ayuntamiento de 
Ciudadela de Menorca, lugar de residencia del 
reclamante, de la que recibiô, entre otras, las 
siguientes indicaciones:
"El paciente sôlo puede ser tratado por un 
psicôlogo particular y a cargo de la 
familia, porque ya se le ha informado al 
interesado de los recursos existentes en 
este campo, llegando a la conclusiôn de 
que no se dispone de recursos pûblicos en 
Menorca, exceptuando el Centro de Salud 
Mental que tampoco lleva a cabo sesiones 
de psicoterapia".
Debe denunciarse que esta queja, cuya 
tramitaciôn se iniciô en noviembre de 1984 y ante 
Organismos dependientes de dos Administréeiones 
Pûblicas diferentes, aûn no ha obtenido una 
respuesta favorable.
2.1.3. ünidades Extrahospita- 
larias.
QDEJA nûmero 16.623/84. El interesado 
presentô un escrito ante el Defensor del Pueblo 
porque tiene un hijo de veinticinco ahos que, después 
de hacer graduado escolar con gran esfuerzo, 
présenta desde hace ocho aflos "graves trastornos de
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su personalidad", como consecuencia de lo cual no 
tiene ningûn amigo, no hace ningûn trabajo y pasa la 
mayor parte del dla en la cama. Este aislamiento le 
hace a su vez sentirse solo, ya que no tiene ningûn 
apoyo, excepto el de sus padres mayor es, con quien 
tampoco se comunica y a los que a veces agrede.
Los padres han acudido a diferentes 
Centros.Escolares y de Rehabilitaciôn de donde el 
enfermo ha sido rechazado sistemâticamente,porque a 
pesar de tener una inteligencia prôxima a los
limites normales, présenta taies alteraciones 
psicolôgicas que le impide la incorporaciôn a 
cualquier actividad escolar o laboral, incluso 
cualquier relaciôn interpersonal.
Estudiada esta queja, se llegô a la 
conclusiôn de que la ûnica posibilidad de
rehabilitaciôn en este caso, séria a través de 
Centros Especializados, como un Taller Protegido. Se 
orienté a la familia y se hizo una gestiôn desde 
nuestra Instituciôn con el Taller Protegido,
dependiente de la AISNA, en la calle San Enrique, 
nûmero 20 de Madrid, para que una vez evaluado el 
cuadro clinico de este paciente se iniciase su 
tratamiento.
Efectivamente se ha recibido otro escrito 
del interesado, en el que se nos comunica que su 
hijo lleva dos meses en el Taller de Imprenta y 
Encuadernaciôn y que ha mejorado notablemente de sus
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trastornos, por lo que se ha dado por concluldo este 
caso.
2 .2 .
2.2.1. Hospitales Psiquiâtricos. 
* Breve estancia.
QOBJA nûmero 16.888/84. Presentada por la 
madré de un enfermo esquizofrénico, que vive en 
Aranjuez y que refiere que, en el mismo dla, ha 
recorrido très hospitales diferentes con su hijo 
-Hospital Clinico de San Carlos de Madrid, Centro 
Ramôn y Cajal, asl como el Hospital Psiquiâtrico de 
Ciempozuelos-, pero en ninguno de ellos ha podido ser 
ingresado.
Esta queja no ha podido ser tramitada 
desde esta Instituciôn porque, efectivamente, los 
hospitales citados careclan de camas libres y la 
familia no dispone de medios econômicos para el 
ingreso en un centro privado.
Se le ha orientado a los Servicios de la 
Comunidad de Madrid.
QOBJA nûmero 24.222/84. Hace referencia a 
dos enfermas pslquicas, hermanas, de una familia de
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sels» que presentan crisis de gran agresividad, 
ocasionando lesicnes» principalmente, a su madré.
La ûnica alternativa que se les ofrece es 
ingresar a una de ellas en un Centro Psiquiâtrico 
Penitenciario cuando haya motive de delito.
Se ha admitido la queja y se esté a la
espera de cecibic informe cllnico y social.
* MedlflL..esLtaiicia.
QOBJA nôroero 6.475/83. La intecesada 
escribe desde Campos de Puerto (Baléares)/ 
exponiendo que convive sola con su hijo de treinta y 
dos ahos/ retrasado mental y alcohôlico/ que padece 
graves trastornos de conducta con agresividad. Ha 
sufrido detenciones por parte de la Policla y ha 
sido ingresado por orden judicial varias veces/ pero 
es dado de alta a los pocos dlas.
No dispone de recursos econômicos para 
procura rie un tratamiento mèdico y continuado por lo 
que se repiten con frecuencia las ocasiones en que 
el enfermo produce lesiones importantes a su madré.
Después de realizado el estudio e 
investioâciones oportunas/ se diô traslado de esta 
queja al excelentlsimo seflor Présidente de la 
Comunidad Autônoma Balear/ habiendo recibido con 
posterior idad su informe en el que/ entre otras
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cosas/ nos maniflesta: "Que esta Comunidad Autônoma 
carece de lugar y de programas de tratamiento y 
rehabilitaciôn de enfermes como el que nos ocupa y 
que/ en efecto/ se trata de un dëbil mental con una 
desviaciôn psicop&tica de la conducta que le ha 
llevado al etilismo crônico y a la realizaciôn de 
frecuentes delitos. Ha estado internado en 
reformatories y en 27 ocasiones/ desde los trece 
aflos/ en el Hospital Psiquiâtrico Provincial/ 
habiendo mostrado en todas ellas una gran habilidad 
para fugarse".
Afiade el informe: "Consideramos el caso de 
mu y diflcil soluciôn/ incluse en centres 
especializados para este tipo de personalidad/ y que 
la permanencia en un hospital psiquiâtrico no 
favorece su tratamiento normal y perjudica a otros 
pacientes".
Por otra parte/ el Consejero de Sanidad y 
Seguridad Social de esa Comunidad Autônoma sugiere 
que si existe un centre en Espaha adecuado para este 
caso / ya sea del Estado o de otra Comunidad 
Autônoma/ esa Consejerla propondrla su traslado/ 
siempre dentro de las posibilidades presupuestarias.
QOEJA nômero 21.463/83. Se dirige a esta 
Instituciôn un invidente/ que vive con su esposa, 
igualmente,ciega y con una hermana mayor que padece 
enfermedad pslquica.
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Esta enferma précisa internamiento en un 
Centro Psiquiâtrico para su tratamiento.
No son beneficiaries de la Seguridad 
Social, ni tiene medios econômicos# por lo que no han 
conseguido hasta la fecha, en que escribieron, el 
necesario ingreso.
Esta Instituciôn diô traslado de la 
referida queja a la Comunidad de Madrid y,a través 
de los Servicios asistenciales del Institute de 
Salud Mental, se ha podido resolver la dramâtica 
situaciôn.
QOBJA nûmero 29.267/83. Concierne a un 
enferme mental, que en algunas ocasiones ha estado 
ingresado breves dlas en hospitales psiquiâtricos, 
pero en la fecha en que su padre se dirigiô a esta 
Instituciôn, en noviembre de 1983, se encontraba en 
su domicilie con grandes trastornos de conducta. 
Constantemente amenazaba a los padres y, en una 
ocasiôn,incendiô su propia casa y lesionô gravemente 
a una hermana.
Los familiares hablan hecho gestiones ante 
diferentes organismes, sin haber obtenido ningûn 
resultado.
El Defensor del Pueblo, una vez estudiado 
este caso, diô traslado del problems al organisme
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compétente de la Comunidad Autônoma: se estâ a la 
especa de la informaciôn solicitada.
QOBJA nûmero 22.464/84. Presentada por la 
madré de una déficiente mental en grado medio, que 
después de haber intentado hospitalizarla por todas 
las vias a su alcance en un centre psiqui&trico, no 
lo consiguiô.
La enferma se arrojô desde la ventana de 
casa produciéndose graves fracturas en columna
vertebral y pies y, posteriormente, fue ingresada en 
el Servie io de Traumatologla de un Hospital General.
La preter.siôn de la promovente era que
pudiera ser trasladada, segûn indicaban los propios 
médicos que la atendlan, a un centro especializado 
para tratar su trastorno psiquico.
En este caso se procurô la asistencia
psiquiâtrica dentro del propio hospital en tanto se 
obtiene una cama en un hospital psiquiâtrico.
QOBJA nûmero 22.870/84. Se trata de un 
nifto, enferro mental, con una situaciôn econômica y 
familiar muy precaria, que pretende trasladarse 
desde Mâlaga, donde reside, a un Hospital 
Psiquiâtrico de Madrid, porque en aquella ciudad no 
existen este tipo de centres, pero les han dicho que
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no puede ser por tratarse de dos Comunidades 
Autônonas diferentes.
Contrastados los datos facilitados en la 
queja, poniéndonos en contacte con los médicos que 
estân tratando a este paciente en el Centro de Salud 
dependiente de la Diputaciôn Provincial, se han 
iniciado las gestiones oportunas para la 
investigaciôn de los hechos planteados, continuando 
la tramitaciôn de este expediente.
QOEJA nûmero 5.622/85. Aûn no se ha
logrado internar a la enferma de 41 aflos, que padece 
oligofrenia de grado medio y crisis epilépticas, que 
vive en su domicilio con su padre de 84 aflos y su 
madré de 83, con unos ingresos mensuales de 31.000 
pts.
A pesar de la intervenciôn de los
Servicios dependientes de la Consejerla de Salud y 
Bienestar Social para valorar el caso, desde el 21 
de mayo de 1985, en que se diô traslado de este 
asuntor continûa sin resolverse, a la espera de
obtener una plaza en el Hospital Psiquiâtrico de
Ciempozuelos de Madrid, a cargo de la Comunidad 
Autônoma. Se nos dice que "no existen plazas en toda 
la provincia para este tipo de personas".
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W B J A  nûmero 6.271/85. Tiene registre de 
entrada en la Instituciôn el 6 de mayo de 1985, con 
la necesaria documentaciôn adjunta.
Estudiado el asunto, que se referla a un 
muchacho de 15 aflos, que padece enfermedad pslquica 
grave (cuadro de inhibiciôn motôrica, aislamiento 
total, estereotipias mlmicas, conductas de violencia 
ante la frustraciôn ...), y précisa tratamiento 
hospitalario, sin poder procurârselo por
insuficiencia de medios econômicos, (al ser miembro 
de una familia de nueve hermanos y su padre percibir 
solamente el subsidio de paro) , se diô por admitida 
y se trasladô con fecha 21 de junio de 1985 al 
Excmo. Sr. Consejero de Salud y Consume de la Junta 
de Andalucia.
El 14 de octubre de 1985 se envia
requerimiento a la citada Consejerla por haber
transcurcido con exceso el plazo mâximo de 15 dlas 
para la remisiôn del preceptivo informe escrito. En 
llamada telefônica del dla 23 de octubre de 1985, el 
Jefe de Gabinete de la Consejerla de Salud y Consume 
requiere fotocopia del escrito inicial de 11 de 
junio porque, al parecer, se habla extraviado. El 
dla 16 de octubre de 1986 se le envia nuevo
requerimientc, sin que hasta la fecha se haya 
recibido contestaciôn. (Han transcurride 17 meses).
QUEJA nûmero 9.907/85. Compareciô en la 
Instituciôn el padre de un enferme mental de
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veintiocho aflos, que padece esquizofrenia desde hace 
ocho. Ha estado ingresado en varies Hospitales 
Psiquiâtricos de Madrid, pero le dan el alta 
inmediatamente. Ha tenido crisis de agresividad, 
amenazando con un cuchillo a su padre. Tambiën hizo 
un intente de suicidio y volviô a ser ingresado, 
pero por poco tiempo.
El problema de fonde que plantea esta 
queja es que no le facilitan plaza en un Hospital 
Psiquiâtrico por tiempo prolongado, a pesar de que 
los médicos lo creen necesario y asl lo indican en 
sus informes. En este memento no hay centres 
pûblicos en la provincia de Madrid para enfermes 
crônicos y los privados, que tenian concierto con la 
Diputaciôn Provincial de Madrid, no le han renovado 
con la Comunidad Autônoma.
Una vez estudiado este tema, se ha dado 
traslado a la Consejerla de Salud y Bienestar Social 
de la Comunidad de Madrid, quien ha valorado 
nuevamente la situaciôn de este paciente y han 
resuelto que el Jefe del Servicio de Salud Mental de 
esa Comunidad, asuma la atenciôn médica para que el 
enfermo pueda ser internado en el Hospital 
Psiquiâtrico San José de Ciempozuelos, por lo que se 
ha dado por conclulda esta queja.
QOBJA nûmero 7.680/86. Se dirigiô desde 
Elche (Alicante) un vecino, manifestando 
textualmente:
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”1) Que mi hijo, nacido el dla 28 de junio 
de 1958, padece, segûn el diagnôstico 
cllnico, psicosis epilëptica.
2) Por el motivo c itado anteriormente no 
hizo el Servicio Militar.
3) Ha estado ingresado en muy diverses 
ocasiones en los Centros Psiquiâtricos del 
Hospital de Murcia y Santa Paz de 
Alicante.
4) Mi hijo es una persona que por su 
deficiencia mental actûa violentamente 
contra los miembros de su propia familia, 
incluso en determinada ocasiôn intentô el 
abuso con su propia hermana, de la misma 
edad que èl; también es incontrôlable 
cuando ha habido enfrentamientos con 
diferentes vecinos.
5) También, cuando no hay mâs remedio que 
trasladarnos a un lugar, de pronto se 
enfrenta a alguna persona,que transita por 
la calle en ese momento, no habiendo forma 
de contener estas reacciones.
6) Que, cuando suceden éstas situaciones 
violentas, hemos conseguido ingresarlo en 
uno de los centros resefiados 
anteriormente, pero al muy poco tiempo me
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llamaban por teléfono indicândome que iban 
a darle el alta, ya que segûn 
manifestaban, ya se encontraba bien, nd 
teniendo mâs remedio por mi parte que 
aceptar lo que me imponian, a pesar de mi 
insistencia de que permaneciera en el 
centro hasta tanto no se recuperara, toda 
vez que se trata y realistamente lo 
indico, de una persona cuyas reacciones 
pueden llevar consigo en cualquier momento 
dado a un desenlace fatal, lo que hacla 
responsable de ello a estos sanatorios que 
me entregan a mi hijo para que conviva con 
personas normales, siendo su actuaciôn 
incontrolada e imprévisible.
7) Que la edad que, tanto su madré como el 
que suscribe, tenemos, es ya bastante 
avanzada con lo cual se nos hace imposible 
sujetar a mi hijo en las distintas 
ocasiones en las que interviene de forma 
violenta, teniendo que recurrir a varias 
personas para poder sujetarle, teroiendo, 
por nuestra parte, que, en una de esas 
ocasiones, suceda algo irremediable.
8) Que mediante el présente escrito 
solicite de V.E., si se encuentra dentro de 
sus competencias, dirija algûn escrito a 
èstos centros psiquiâtricos mencionados, 
de forma que tomen las medidas necesarias 
para que hasta que mi hijo no se encuentre
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en las debidas condiciones para poder 
convivir dentro de la sociedad, lo tengan 
internado en evitaciôn de que cause algûn 
desastre entre mi familia o personas 
ajenas.
9) Que algunos de los vecinos colindantes, 
han firmado en la hoja que se adjunta, 
estando de acuerdo con todo lo que se ha 
expuesto y en el deber de tomar las 
medidas oportunas por parte de la 
Administraciôn".
Acompaflaba la queja con firmas de 36
La queja sigue pendiente de resoluciôn, 
pero el Defensor continuarâ sus gestiones.
QDEJA nûmero 13.343/86. Su hermano, de 26 
aflos» padece esquizofrenia paranoide, tiene una 
conducta muy agresiva y es muy diflcil la
convivencia con él; y el firmante aflade:
"En los Hospitales en los que ha estado, 
solamente ha sido por un tienço mlnimo, 
pues a los quince o viente dlas nos 
comunicaban que fuéramos a recogerle y le 
daban el alta porque crelan que podrla 
hacer vida familiar y lo que menos hacla 
era eso. En mâs de una ocasiôn, nos ha
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golpeado a mi padre y a mi. La casa la 
tiene destrozada y un dla le prend 16 
fuego. Ahora estâ por la calle durmlendo y 
corriendo como un vagabundo. He dirijo a 
usted por si hubiera un Hospital donde 
pudiera estar no s61o por poco tiempo".
Se realizan gestiones para su 
hospitalizaciôn.
* Larga ealancia.
W E J A  nûmero 26.958/83. Se refiere a la 
situaciôn de una anciana de setenta y nueve aflos 
que, sufriendo trastornos pslquicos importantes, 
vivla con su ûnico hijo y la esposa de èste, enferma 
de câncer, y que, durante el periodo de espera para 
conseguir un ingreso en el Hospital Geriâtrico, ha 
tenido que ser alojada en una pensiôn particular, 
tratândose de una familia de economla modesta.
QOBJA nûmero 11.796/84. Escribe el padre
de un muchacho que padece una psicosis injertada en 
oligofrenia y cuya indicaciôn de internamiento en un 
centro psiquiâtrico estâ hecha por un médico
especialista y confirmado por el Juez.
A pesar de ello, su hijo sigue en el
domicilio familiar por carecer de medios econômicos. 
Sus ingresos son de 30.000 pts. mensuales que
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percibe por pensiôn y, con ello,debe de mantener a 
su mujer, a tres hijas menores y a este hijo 
enfermo.
Se orienta la tramitaciôn de esta queja a 
través del Institute de Salud Mental de la Comunidad 
de Madrid.
QOBJA nûmero 22.446/84. Presentada por la 
hermana de una enferma mental de cincuenta aflos, que 
padece "epilepsia, debilidad mental, trastornos de 
conducta" y que précisa ingreso urgente.
Esta familia esté compuesta por la 
interesada y su marido, ciego total, con un hijo 
afectado por el sindrome tôxico que recibe 
tratamiento de rehabilitaciôn.
Al parecer, la enferma se muestra agresiva 
con mucha frecuencia y, especialmente, con su cuflado 
invidente.
Se adjunta al expediente una nota de 
evaluaciôn hecha por la Comunidad de Madrid, donde 
se indica claramente la necesidad de que ingrese en 
un hospital.
Después de tres meses de la certificaciôn 
anterior, aûn no ha sido concedida su plaza.
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Esta Instituciôn ha solicitado el 
preceptivo informe de la Comunidad de Madrid sin 
que, por el momento, se haya recibido contestaciôn.
QOBJA nûmero 8.167/85. El 10 de junio de 
1985 tuvo entrada esta queja, donde la interesada 
manifestaba que su marido, de 58 aflos, presentaba 
una enfermedad alcohôlica crônica, adem&s de otras 
alteraciones orgénicas importantes. Como 
consecuencia de su estado, ténia trastornos de 
conducta que la familia no podia controlar en su 
domicilio. Adjuntaban informes cllnicos del Servicio 
Regional de Salud de la Consejerla de Salud y 
Bienestar Social de la Comunidad de Madrid, donde se 
indicaba la necesidad de un Centro adecuado desde el 
9 de enero de 1984. Los ingresos de la familia 
ascendlan a 32.639 pts., que resultaban 
insuficientes para pagar la mensualidad del Centro.
La intervenciôn de nuestra Instituciôn 
dando tr&mite a este caso, solamente pudo lograr que 
el enfermo fuese internado en un Centro Hospitalario 
cuatro dlas antes de su rouerte.
QDEJA nûmero 5.228/86. Acude personalmente 
a la Instituciôn el hermano de un enfermo mental de 
35 aflos, diagnosticado, segûn certificados que 
aporta, de esquizofrenia residual.
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Desde hace mâs de diez aflos ha estado
ingresado en numerosos Centros de los que
sistemâticamente se fuga, con lo que no sigue ningûn 
tratamiento y cada vez se encuentra mâs deteriorado. 
Agrede a los familiares cada vez que va a casa y ha 
prendido fuego en dos ocasiones a su habitaciûn. El 
interesado muestra fotocopias de los destrozos del 
incendio. Como consecuencia de estos actos,ha sido
llevado por la policla al Hospital, pero se fuga al
dla siguiente.
A pesar de tener una pensiôn de 40.617 pts 
mensuales, nadie quiere hacerse cargo de 61 y los 
médicos que le han visto mânifiestan la necesidad de 
ser internado durante meses para que mejore de su 
sintomatologla y , por lo tanto, de su conducta 
agresiva.
2.2.2. Centros psiquiâtricos 
penitenciarios.
QOEJA nûmero 18.806/83. Llegô a esta 
Instituciôn desde un Centro Penitenciario Femenino, 
formulada por una interna de 29 aflos de edad, que, 
desde junio de 1982, estaba a disposiciôn de una 
Audiencia Provincial, por una causa que habla sido 
sobreselda y que sufre oligofrenia y epilepsia.
Dicha interna fué dada de alta médica el 
28 de marzo de 1983 por el equipo cllnico de 
Servicios Psiquiâtricos del Centro, indicando que
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era necesaria la tutela de esta paciente por parte 
de algûn familiar prûximo, para continuer el 
tratamiento farmacolôgico con el que su cuadro 
cllnico habla remitido. Antes de conseguir el alta
médica, esta enferma habla disfrutado permise de
salida a su casa con excelente adaptaciôn.
' El Defensor, en colaboraciûn con la 
Direcciôn del Centro Penitenciario, solicité de la 
Audiencia Provincial correspondiente un nuevo 
informe de los médicos forenses, que fué redactado 
de forma favorable, coincidiendo con el criterio de 
los médicos que habitualmente la hablan tratado.
Por fin, el dla 23 de enero de 1984, la
interna ha salido en libertad, en compaflla de su
padre.
QOEJA nûmero 9.345/85. Compareciô el padre 
de un muchacho de diecisiete aflos, que padecla 
esquizofrenia paranoide y, ademâs, consumla tôxicos. 
Al parecer, amenaza a su madré y, en alguna ocasiôn, 
la ha agredido. Fue denunciado y estuvo internado en 
el Hospital Psiquiâtrico Penitenciar io, siendo 
trasladado posteriormente al Hospital Psiquiâtrico 
Provincial con una Orden de Ingreso Judicial.
Al salir, dado de alta, se encontraba 
bastante recuperado. En casa dejô de tomarse las 
medicinas y empeorô, volviendo a mostrarse agresivo
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y teniendo que sec conducido de nuevo al Hospital 
Psiquiâtrico Provincial.
El réclamante no sabe que hacer, porque 
los médicos del citado Hospital le han dicho que 
"alll no va a ser admitido nunea mis porque el lugar 
que él necesita es la circel".
En visita posterior a esta Instituciôn, el 
padre manifesté su desorientaciôn porque reconoce 
que su hijo es un enfermo mental, que se descompensa 
cuando consume tôxicos, pero que los delitos que 
cornete no le son imputables y debe, por tanto, 
recibir tratamiento médico en un Hospital Civil no 
Penitenciario.
Se continuarâ insistiendo en la soluciôn 
del penoso caso.
QOEJA nûmero 505/86. Se han dirigido a 
esta Instituciôn reiteradamente los padres de un 
enfermo mental, que ademâs consume tôxicos, de 21 
aflos de edad, para manifestar que,desde los 14 aflos 
en que Ileva enfermo, ha tenido que ser 
hospitalizado en varios Centros Psiquiâtricos e, 
incluso,ha estado en dos ocasiones en la Cârcel por 
delitos de lobo y agresiones.
Al parecer, se manifiesta principalmente 
agresivo con el padre, amenazândole permanentemente 
y golpeândole, en algunas ocasiones, con armas
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blancas. También ha intentado quemar la casa con 
gasolina.
Han instado al Juez de Instrucciôn la 
incapacitaciôn de su hijo y ezistia una providencia 
ordenando el ingreso en el Hospital Psiquiâtrico de 
Madrid, de donde, al parecer, no podrla salir sin 
previa autorizaciôn del Juez, aconsejado por el 
Médico-Forense.Dicha orden, que estâ en poder del 
Hospital, no ha servido para nada, porque ya se ha 
escapado en el curso de una s émana, en dos 
ocasiones.
Piden una intervenciôn para que el enfermo 
sea ingresado en un Centro Psiquiâtrico del que no 
pueda salir hasta que se encuentre curado.
Los interesados acudieron personalmente a 
la Instituciôn para insistir en la situaciôn 
angustiosa en que se encontraban, porque su hijo 
segula entrando y saliendo fâcilmente de los Centros 
y, ûltimarnente, habla tenido que presenter una 
denuncia ante la Comisarla por los intentos de 
agresiôn contra su padre.
En llamadas telefônicas posteriores 
inforiraron que su hijo habla sido internado en el 
Hospital Psiquiâtrico Penitenciario y creen que por 
fin podrâ recibir un tratamiento continuado que le 
permita mejcrar de su enfermedad.Con gran 
desconcierto, a los tres dlas de su internamiento.
110.
fue puesto en libertad por el Juez, volviendo a 
iniciarse la situaciôn anterior.
Nuestra Instituciôn se puso en contacte
con el Hospital Psiquiâtrico Penitenciario y, al 
parecer, los médicos del Centro, que tenian al
interno en observaciôn cllnica, cuando les llegô la 
orden de su puesta en libertad, quedaron igualmente 
sorprendidos, desde el punto de vista cllnico, el
enfermo no estaba de alta.
Debemos seflalar que la falta de
coordinaciôn y la diferencia de criterios han hecho 
que el enfermo esté nuevamente en la calle.
3. Rehabilitaciôn.
QOEJA nûmero 29.607/83. El interesado
manif iesta que su hijo, de diecinueve aflos de edad, 
que padecla una oligofrenia profunda, habla asistido 
a un Centro de Educaciôn Especial en su infancia, 
pero desde hacla cinco aflos, en que se produjo el
cierre de dicho Centro, petmanecla en su casa.
Oisponla de 68 metros cuadrados de
superficie y el enfermo pasaba el dla en un balcôn, 
enrejado como seguridad, por las alteraciones de 
conducta que presentaba.
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Después de un aflo de espera, el Interesado 
habla recibido motificaciôn del Institute Nacional 
de Servicios Sociales, donde se le comunica que la 
"Junta de Valoraciôn de Admisiôn de Beneficiaries, 
celebrada en el Camp Santa Faz de Alicante, habla 
concedido a su hijo 14 puntos, pero con la 
observaciôn de "sin pôsibilidad actual de ser 
atendido en el Centro por sufrir graves trastornos 
psicôticos".
Después del estudio en profundidad, por 
parte de esta Instituciôn de este caso, y 
considerando que la problemâtica que rodea a los 
minusv&lidos pslquicos es con mucha frecuencia 
motivada por la incidencia de trastornos 
psicopatolôgicos con la deficiencia intelectual, 
solicitâmes la revisiôn de este expediente, teniendo 
en cuenta, no solamente los criterios antedichos, 
sino que la alternativa para estos casoa, en los que 
los enfermes no son admitidos en estos centros 
especiales, es solamente la hospitalizaciôn
psiqüiâtcica pemaneate.
La Direcciôn de Servicios Sociales de 
Minusvâlidos Fisicos y Pslquicos atendiô este 
requerimiento y, en una Junta de Valoraciôn 
posterior, se corrigiô la calificaciôn anterior, 
alcanzando 16,5 puntos, optando a una plaza en 
régimen de media pensiôn, permitiéndole por fin 
ingresar en el Centro.
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La tramitaciôn de esta queja motivô un 
Recordatorio, en virtud del artlculo 30.1 de la Ley 
Orgânica 3/1981, de € de abril, al IlustrIsimo Seflor 
Director del Servicio Social de Minusvâlidos Fisicos 
y Pslquicos del Institute Nacional de Servicios 
Sociales, sobre la obligatoriedad de ajuster el 
procedimiento de selecciôn de beneficiarios del 
Centro de la Santa Faz de Alicante a los criterios 
fijados por la Resoluciôn de la Direcciôn General 
del Institute Nacional de Servicios Sociales de 24 
de diciembre de 1981 y demâs normas de aplicaciôn.
QDEJA nûmero 9.734/84. Formulada por la 
hermana de un déficiente mental, que habla solicita­
do ingresar en un Centro de Atenciôn para Minusvâli­
dos Pslquicos en Alicante, y que habla sido denegada 
su pretensiôn, porque en aquel momento no se podia 
atender a personas con este tipo de trastornos.
Mâs tarde, se hablan dirigido al Ministe- 
rio de Trabajo y Seguridad Social para plantear su 
problema y la respuesta de este Departamento fue que 
en la citada provincia existla ya un Centro para 
estos enfermes, refiriéndose al anteriormente 
citado.
En vista de la confusiôn, la interesada 
presentô queja ante esta Instituciôn y, 
efectivamente, se pudo conocer que, en aquel Centro 
de Atenciôn de Minusvâlidos, no se admit la a este 
tipo de pacientes con conducta psicopâtica, porque.
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al parecer, no se dan las condiciones para su 
tratamiento.
Por otra parte, en el Hospital
Psiquiâtrico de la provincia taropoco quieren recibir 
a este enfermo.
Este problema obliga a realizar un estudio 
en profundidad de las condiciones tanto materiales 
como de personal especializado que se dan en estas 
instituciones.
QDEJA nûmero 1.516/85. Se registrô en esta 
Instituciôn en febrero de 1985 y fué seflalada en el 
Informe Anual del aflo pasado, no habiendo podido ser 
conclu ida.
Se hacla referenda a una familia que 
tiene dos hijas, una de 19 aflos, enferma mental, que 
padece esquizof renia y otra de 18 aflos, con 
parâlisis cerebral y ciega, que es motivo de la 
queja. Se trataba del traslado de la hija menor 
desde el Hospital Psiquiâtrico Infantil, donde se 
encontraba, a otro Centro.
Fs de justicia hacer mèneiôn a la 
colaboraciôn prestada por el Centro Psiquiâtrico "La 
Atalaya” de Ciudad Real, que ha permitido la 
permanencia de esta paciente, a pesar de haber 
rebasado los 18 aflos, edad limite de los internados 
en ese Hospital.
114.
La Comunidad Autônoma de Madrid, a través 
del Servicio Regional de Salud y a requerimiento de 
esta Instituciôn, emitiô un informe favorable a la 
pretensiôn del interesado, teniendo en cuenta todas 
las circunstancias que concurren en este caso y a 
pesar de que el citado Servicio se manifestaba en 
los siguientes términos:
"En el plazo de estos meses, (septiembre a 
diciembre), el Servicio de Minusvâlidos de 
la Consejerla de Bienestar Social, debe 
decidir cual es el Centro (entre los 
dependientes de esa Consejerla) adecuado,a 
las caracterIsticas de la enferma. Su 
asistencia a dicho Centro estarâ 
condicionada por la existencia o no de 
plazas libres. También estân a la espera 
de una soluciôn por parte del INSERSO".
En la fecha de hoy, continûa sin 
resolverse la hospitalizaciôn de esta enferma.
QOEJA nûmero 3.912/85. Se trataba de una 
queja urgente respecto a un niflo de doce aflos de 
edad, que sufre un trastorno grave del comportamiento, 
y ha sido tratado por varies especialistas en su 
ciudad natal (San Sebastiân) sin resultado, 
agravândose en los ûltimos dlas la situaciôn de tal 
manera que permanecla en casa con una camisa de 
fuerza. El padre habla embarcado (es marino
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meccante), y eran la madré y un hermano menor 
quienes se encontraban en el domicilio con él. El 
criterio médico era un&nime en la necesidad de 
internarle en un centro especializado. Al parecer, 
no existe en la Comunidad Autônoma Vasca ningûn 
hospital apropiado y, por ello, tanto la familia 
como la Diputaciôn Forai de Guipuzcoa, han 
solicitado su ingreso en el Hospital Infantil Fray 
Bernardino Alvarez de Madrid, dependiente de la 
Administraciôn Institucional de la Sanidad Nacional, 
indicando que los gastos quedarlan cubiertos por la 
Diputaciôn Forai de Guipuzcoa.
En relaciôn con el mismo asunto, se 
dirigiô también a la Subdirecciôn General de Centros 
Sanitarios Asistenciales el médico^ que Oltimamente 
atiende al niflo enfermo, para presentarles el caso y 
solicitar, aslmismo, el ingreso en dicho centro, sin 
haber obtenido respuesta.
Esta Instituciôn diô traslado de la queja 
al Ilustrisimo Sr. Director de la Administraciôn 
Institucional de la Sanidad Nacional (AISHA), para 
que se estudiase el caso y la pôsibilidad de 
trasladar al niflo al hospital infantil citado. En 
primera instancia, se rechazô el ingreso de este 
paciente por considerar las autoridades sanitarias 
de Madrid que era cerca de su domicilio habituai 
donde deber la ser tratado. Por otra parte, en su 
lugar de origen se hablan agotado todos los recursos 
terapéuticos.
116.
El Defensor del Pueblo formulô una
sugerencla en el sentido de que pudiese ser 
internado en el centro Fray Bernardino Alvarez de 
Madrid, con el fin de romper la situaciôn
conf lictiva (atado), en la que se encontraba en su 
domicilio y poder iniciar un programa terapéutico, 
que continuer la mâs adelante, cuando el enfermo 
estuviese mejor, dentro de su propia Comunidad.
Esta propuesta fué aceptada, tanto por la 
Diputaciôn Forai de Guipuzcoa como por la
Instituciôn de la Sanidad Nacional, y el niflo fué 
atendido en Madrid durante dos meses, hasta que se 
le diô el alta y fue trasladado a una cllnica 
privada de San Sebastiân, gestionado por la 
Consejerla de Sanidad del Gobierno Autônomico Vasco. 
En este momento se diô conclulda favorablemente esta 
queja.
CMJEJA nûmero 6.056/86. Tiene una hija de 
veinte aflos, minusvâlida pslquica con un diagnôstico 
de retraso intelectual severo-profundo, epilepsia 
multifocal, valorada con un cien por cien de 
disminuciôn de su capacidad orgânica y funcional, 
para la que ha solicitado una plaza en el Centro 
Juan de Austria, dependiente del Institute Nacional 
de Servicios Sociales.
Se le denegô la solicitud de ingreso 
porque: "no es objeto de atenciôn en el Centro. Dada
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la sintomatologla del beneficiario, se orienta a un 
CAP".
Posteriormente, a través de la Comunidad 
de Madrid, se ha internado a la enferma en el Centro 
Nuestra Seflora del Carmen, dândose por conclulda
esta queja favorablemente.
Esta queja es expresiva de cômo puede 
agilizarse la gestiôn cuando, a pesar de una
denegaciôn por parte de un Organisme, se orienta a
la interesada para que acuda a la instancia
compétente.
OTBJA nûmero 6.520/86. "Tengo un hermano 
de 29 aflos, sometido a tratamiento psiquiâtrico 
desde hace mâs de quince, sin que, lamentablemente, 
haya ocurrido otra cosa que un progresivo y 
acelerado deterioro de su personalidad, hasta 
limites que hacen imposible su presencia en casa, 
sin que el sobresalto sea continue e insoslayable el 
temor ante una posible tragedia.
La agresividad, que manifesta en estos 
momentos, ha hecho de mis padres unos perfectos 
esclaves y fugitives de su propia vivienda. Dla tras 
dla, la tensiôn de no saber que pasarâ: por poner un 
ejemplo, le diré que mi padre tiene pendiente desde 
hace aflos una operaciôn de hernia provocada por un 
patadôn de mi hermano. Agresiones flsicas y verbales 
diarias. Los médicos y psicôlogos, que conocen
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perfectamente el caso y aûn el propio psiquiatra que 
le viene atendiendo desde hace aproximadamente cinco 
affos/ indican que mi hecmano ha de salie 
urgentemente de casa.
Hasta este memento» durante muchos afios» 
hemos estado dando vueltas y vueltas hasta caer en 
una desesperacidn absoluta al comprobar que la 
Administraciôn ha ignorado la existencia de unas 
personas, que aûn siendo en exceso peligrosas, no 
tienen cabida en ningûn Centro Especializado. Mis 
aûn,cuando la falta de Centros especificos es una 
triste realidad, ocurre que también los Centros 
Hospitalarios para enfermos mentales cierran sus 
puertas, a no ser de forma esporidica, a estas 
personas.
Al parecer, estos casos, han de 
resolverlos los propios familiares, ignorantes de 
los mis elementales presupuestos para llevar a cabo 
una necesaria terapia, que aderois, tristemente,no va 
a solucionar el problema o, simplemente esperar, a que 
ocurra lo irremediable.
Hemos andado casi todos los caminos: toda 
Andalucia, Extremadura, Madrid, Salamanca, Burgos, 
Cuenca, para nada. Ante la palabra agresivo, todo el 
mundo retrocede y sôlo la familia ha de seguir 
soportindole".
119.
Esta queja se ha concluldo favorablemente, 
aunque sôlo porque el enferme ha conseguido ser 
internado en un Centro ocupacional privado.
QOBJA nûmero 6.765/86. Se dirigiô a la 
Instituciôn el padre de un enferme mental de 14 aflos, 
que présenta un cuadro de oligofrenia ecëtica con 
auto y' hetero agresividad. En los Centros donde 
intenta que le internen es rechazado alegando:
Cabo de la Huerta (Alicante): "For padecer 
trastornos psicôticos y no tener el Centro personal 
especializado ni medios adecuados para su atenciôn".
Centre de Asistencia Especializada a 
Minusvilidos Pslquicos de Béjar, quien a travës de 
su Directora se dirige al padre del enfermo en los 
siguientes términos:
"Como usted debe conocer en este Centre se 
admiten internes siempre que sean
disminuidos pslquicos profundos, severos o 
medios con alguna otra minusvalla
âscciada, casos que no apreciô la Junta de 
Valoraciôn en su hije. For lo mismor 
rentimos comunicarle que su solicitud ha
side denegada".
Actualmente este enfermo, segûn nos
comunica el padre, esti a la espera de ser 
intervenido quirûrgicaroente para practicarle una
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estereotaxia, con el fin de que disminuya su impulse 
de agresividad y pueda ser acogido en algûn Centro.
Se considéra que los centros de asistencia 
para los enfermos oligofrénicos deberlan de reunir 
las condiciones necesarias para dar cabida a los 
pacientes que, como en este caso, presentan 
trastornos de conducts asociados.
En este sentido, la Instituciôn tramitari 
ante el INSERSO la présente queja, cuando se conozca 
con exactitud cual es el resultado de la valoraciôn 
quirûrgica.
4. Intesüaciôn Social., Reinsecciôn.
QDEJA nûmero 5.135/84. En este caso se
puede observât la salida de una enferma mental, que 
llevabâ ingresada, desde 1969, en un hospital
psiquiâtrico y tenla dificultades para ser acogida 
en su familia.
Compareciô el cuhado de esta enferma
mental, diagnosticada de esquizofrenia paranoide, al
haber recibido un escrito del Hospital Psiquiâtrico 
de Bétera (Valencia) para que fueran a buscarla, 
porque estaba prevista su alta médica.
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El interesado decla que no podla hacecse 
cargo de la paciente, ya que la convivencla entre 
ella y su esposa (hermanas) era inposible.
Esta Instituciôn se dirigiô al Hospital 
Psiquiâtrico de Bétera donde nos comunicaron que era 
intenciôn del Centro que los enfermos, entonces 
ingresados, que presentaran una situaciôn cllnica 
favorable para poder convivir en el seno de la 
familia, salieran con un tratamiento ambulatorio y 
contrôles periôdicos, para evitar que el Hospital se 
convirtiera en un asilo.
Asimismo, se nos remitiô informaciôn 
compléta sobre esta paciente, donde se analizaban 
aspectos cllnicos, sociales y familiares.
Los ûnicos parientes,que tenla la enferma, 
eran su hermana y su cuHado.
Percibe una pensiôn de 26.000 pts. 
mensuales, de las que la mitad quedaba en esta
familia, que tiene ingresos muy reducidos, y la otra
parte era para pagar su estancia en el Hospital.
Su estado cllnico era satisfactorio y con 
un buen pronôstico,si continuaba con el tratamiento 
medicamentoso.
Ante la diferencia de criterio y de
actitud entre la familia y el Hospital, esta
Instituciôn instô al Ayuntamiento de la ciudad para
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que, a través del Departamento de Asistencia Social, 
se realizaran una serie de reuniones, participando, 
de un parte, los médicos y la Asistente Social y, de 
otra, la familia de la enferma.
Con la coordinaciôn de la Asistente Social 
del Ayuntamiento, se tratô de valorar objetivamente 
la situaciôn, obteniendo el compromise del Hospital 
Psiquiâtrico de recibir de nuevo a la enferma en el 
supuesto de que empeorase su cuadro psicopatolôgico, 
ademâs de ocuparse del tratamiento ambulatorio. Con 
ello, la familia aceptô la vuelta a casa de la 
enferma.
Desde hace dos meses, en que la enferma 
saliô del Hospital, es visitada semanalmente en su 
domicilie por una Asistente Social, encontrândose 
totalmente adaptada y cumpliendo el tratamiento 
prescrite.
QDEJA nûmero 295/85. Remitida por la 
asistente social de un albergue municipal para 
referir la problemâtica de los "transeûntes y 
marginados" que acuden al Centre.
Con el ânimo de tramitar esta queja y para 
obtener una amplia informaciôn, asesores de esta 
Instituciôn se desplazaron al Albergue de San Juan 
de Dies, calle Herreros de Tejada, n" 3, Madrid, 
sefialando posteriormente los siguientes aspectos:
123.
"En el cecorrido por las Instalaciones del 
Albergue que data de 1979, se pudo
comprobar una magnifica conservaclôn del 
edificio y una llmpleza de todas las 
estancias, que dan un aspecto global
confortable al Centro.
Se pudo ver, por los expedlentes personales, 
que gran parte de los albergados son
enfermos que acuden en ocasiones desde los 
propios Centres Hospitalarios, la mayor la 
desde Hospitales Psiquiâtricos y, a veces, 
en ambulancia.
Tiene este Centre una conexiôn permanente 
con otros de similares caracterIsticas de 
la provincia de Madrid, con el fin de que 
coordinen los esfuerzos para una mejor 
atenciôn.
El ûnico requisite para el ingreso es el 
D.N.I. o, en su defecto, una nota 
facilitada en la Comisarla de Policla de 
la zona. Posteriormente, una Asistente 
Social hace la recogida de datos y el 
programa de asistencia.
Los albergados se incorporan al Centre 
todos los dlas, entre la seis y las siete 
de la tarde, cenan, realizan actividades 
(misa, televisiôn, charlas), duermen y 
desayunan.
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Durante el dla, sôlo, excepcionalmente, 
quedan en la casa.
Actualmente hay 230 plazas, que suelen 
estar ocupadas permanentemente.
En el aflo 1985, fueron atendidas 2.154 
personas, la estancia media mensual es de 
13 dlas y la edad media de los albergados 
es de 37 aftos. La tasa mis alta de 
ocupaciôn se produjo durante el mes de 
enero con 92,63%.
Los servicios que merecen destacarse son: 
Servicio de Roperla; Servicio de Comedor; 
Servicio de Trabajo Social; Servicio de 
Psicologla; Servicio de Enfermer la 
(dispone de cinco camas para aislamiento); 
Servicio Pastoral; Servicio Jurldico.
QDEJA nûmero 1.959/85. On ciudadano se 
dirigiô al Defensor del Pueblo desde el Hospital 
Psiquiâtrico de Bétera (Valencia), en el que estaiba 
internado por un slndrome de dependencia alcohôlica, 
donde habla ingresado hacia très meses. Desde el 
mismo hospital, el Equipo de Asistencia Social habla 
intentado gestionar y solucionar la situaciôn 
personal de este enfermo, ya que carecla de vivienda 
y de trabajo para poder subsistir, pero al parecer, 
el Ayuntamiento de Simat de Valldigna, donde él
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reside, aducla que carece de medios y no le pcesta 
la menor ayuda.
Nuestra Instituciôn admitiô a trImite la 
presents queja y, recabando informe en el Hospital 
Psiquiâtrico, se nos ratificaron los datos que daba 
el interesado, afiadiendo que este paciente se 
encontraba en una fase de rehabilitaciôn fisica y 
psicolôgica y que debia volver a su lugar de 
residencia, procurândole un trabajo y el apoyo 
social minime para su reinserciôn.
En gestiôn telefônica, se hablô con el 
Alcalde de Simat, quien efectivamente negô la 
posibilidad de ayuda, alegando que, si bien este 
ciudadano residla en aquel municipio, era natural de 
la provincia de Salamanca y que eran escasos los 
recursos econômicos de que disponlan.
Mâs tarde, se diô traslado de esta queja 
al Diputado Delegado de Servicios Sociales de la 
Diputaciôn Provincial de Valencia, quien asumiô la 
gestiôn de este expediente, aunque insistiô también 
ante el Defensor del Pueblo para que volviera a 
dirigirse al Ayuntamiento de Simat de Valldigna.
Finalmente, el paciente, que fué dado de 
alta, prefiriô quedarse a vivir en Valencia capital, 
antes que regresar a Simat, y alll, a través de la 
Asistente Social del propio Hospital Psiquiâtrico, 
se obtuvo la ayuda necesaria para que pudiese
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trabajar y volver perifidicamente a revisiones 
médicas.
Actualmente se encuentra muy cestablecido 
de su enfecmedad y mâs integrado socialmente.
QOBJA nûmero 8*762/85. La queja ha side 
presentada por el tutor de dos personas 
incapacitadas, internas en una Residencia de 
Ancianos, perteneciente a la excelentisima 
Diputaciôn de Burgos. Reclaroaba el interesado ante 
la administraciôn del mencionado Centro, un tercio 
de la ayuda econômica, que perciblan del Fondo 
N'acional de Asistencia Social, y el 20 por ciento de 
una pensiôn de viudedad respectivamente.
Realizadas las gestiones oportunas, 
pudimos conocer que, en efecto, esas cantidades les 
hablan sido facilitadas a las internas, que las 
hablan administrado convenientemente para sus gastos 
personales, sin embargo, el Director del Centro, 
afladla en el ûltimo pârrafo de su informe "que séria 
deseable que el tutor extendiera su preocupaciôn 
hacia los residentes, en el orden humano; de tal 
modo que estas dos personas,sujetas a tutela, vieran 
en su tutor un protector, no sôlo de sus intereses 
materiales".
Al cerrar la queja, esta Instituciôn 
también transmitiô al interesado esa orientaciôn.
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QOBJA nûmero 6.583/86. Escribe el hermano 
de un déficiente mental de 56 aflos de edad, que 
padece una oligofrenia de grado medio por lesiôn 
cerebral, quien ha estado internado en el Asilo de 
Ancianos de Linares y en el Psiquiâtrico "Los 
Prados" de Jaén, habiendo sido enviado de nuevo al 
domicilie por no ser éstos los lugares adecuados
para su tratamiento.
Desde 1980, en que el enfermo reside con 
sus hermanos, se han acentuado los trastornos de
conducts, agrediendo en ocasiones, a sus familiares. 
Por otra parte, la cuflada y un sobrino menor, que 
viven con él, padecen actualmente enfermedades 
orgétnicas, siendo por tanto muy dificil la 
convivencia.
Esta Instituciôn, una vez estudiada esta 
queja, la tramitô a través del Centro Base de Jaén 
prôximo al domicilie del paciente, encontrando muy 
buena disposiciôn por parte de la direcciôn del
mismo y comunicândoselo al interesado, A los pocos 
dlas, se recibiô un nuevo escrito en el que el
promovente, contestando a la oferta de la 
Administraciôn para el tratamiento de su hermano, 
manifiesta: "cuando les dl la noticia a los tutores 
légales de mi hermano subnormal, con cuya aprobaciôn 
habla contado para dirigirme a usted, me dijeron que 
se oponian rotundamente a hacer ningûn trâmite para 
la hospitalizaciôn del enfermo y que nuestro hermano 
no ingresarla nunca en una residencia porque ellos
128.
no pueden prescindic de los beneficios econômicos
que les pcopocciona la pensiôn del enfermo, los
meses que lo tienen en su casa".
Finalmente, al tratarse de un asunto de
imbito privado, esta Instituciôn no puede intervenir 
mis; sino que procédé la intervenciôn de la
autoridad judicial.
QUEJA nûmero 10.100/86. Visita realizada 
al Pabellôn Psiquiâtrico de la Ç&rcel de Leôn.
Se dirigiô a nosotros, para tener una 
entrevista, un interno, que manifestô su deseo de 
que nos pusieramos en contacte con sus padres, 
residentes en Valencia, para que él pudieta 
reinteg rarse a su domicilio, si ellos se haclan 
cargo de él.
Desde la Instituciôn se escribiô a los 
padres del interesado, manifestândoles el interés de 
que se pusieran en contacte con el Centro donde su 
hije se encuentra internado y su contestaciôn 
consistiô en reclamar el dinero que, segûn ellos, 
debe de petcibir mensualmente su hije, que 
ascender la a 12.000 pts. y, aseguran que sôlo le dan 
1.000 pts., s in saber realmente donde estâ el reste. 
También dijeron que no querlan hacerse responsables, 
porque se trata de un hije débil mental.
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Se pidiô informaciôn de la situaciôn 
personal de este interno y se nos informé, a través 
de la Comisiôn de Asistencia Social del 
Establecimiento, por la condiciôn de débil mental, 
que la Junta de Régi men y Administraciôn del Centre 
asl como el Equipo de Tratamiento, acordaron, previa 
consulta con el Sr. Juez de Vigilancia de la zona, 
ejercer un control sobre los ingresos y gastos de 
este interno, que recibe mensualmente una
pensiôn de 14.000 pts., asign&ndole 1.000 pts. 
semanales para sus necesidades, y que, en la 
actualidad, el mencionado interno dispone en su 
cuenta de pecunio particular 240.000 pts,
adjuntândose fotocopia del saldo de la hoja.
Por otra parte, el Director del
Establecimiento, manifestô al Defensor del Pueblo 
que la libertad de este interno estaba condicionada 
a que la familia no se hiciera cargo de él, aunque 
el interesado evidentemente no lo sabe.
Esta Instituciôn sugiriô al médico del 
Centro, el traslado del interno a Establecimiento 
Psiquiâtrico de Valencia o Alicante, con el fin de 
que l à familia si quiere, pueda visitarle con 
frecuencia.
B) DROGADICTOS.
QUEJA nûmero 24.908/83. Escribe la madré 
de un enfermo toxicômano, que ha tenido que huir de
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su propia casa ante la conducts amenazante de su 
hijo, solicitando dinero para la obtenciôn de la 
droga. Es una familia de muy escasos recursos; el 
padre estâ en el paro y ya han pedido prêstamos a 
todos los amigos y familiares.
En la zona de residencia, y en las 
proximidades, no existe ningûn centro donde puedan 
ofrecerle ayuda. Igualmente, la Instituciôn del 
Defensor del Pueblo prosigue las gestiones.
En relaciôn con los supuestos reseflados en 
este punto, el Defensor considéra insoslayable y 
urgente un decidido incremento de la actuaciôn de 
los poderes pûblicos ante este, ya grave, problema 
social, actuaciôn que debe comprender très tipos de 
medidas:
3) Hedidas preventivas, que incluyan desde 
una mayor informaciôn sanitaria hasta el 
reforzamiento de las medidas
administrativas contra las sustancias 
ilegales.
b) Medidas asistenciales, absolutamente 
necesarias para un eficaz tratamiento de 
la poblaciôn, que sufre ya niveles de 
drogodependencia. En tal sentido, deben 
cubrirse las necesidades de
hospitalizaciôn en los sindromes de 
âbstinencia y desintoxicaciôn. La
Seguridad Social tiene que incluir en el
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cuadro de enfermedades, que merecen 
asistencia sanitaria, las derivadas de las 
toxicomanias.
c) Medidas de rehabilitaciôn, incluyendo la 
elaboraciôn de programas, que completen la 
operaciôn cllnica, fisica y psiquica de 
estos enfermos, con la ayuda a todas las 
asociaciones y organismos privados, que se 
dedican especlficamente a la ayuda al 
toxicômano.
Ademâs de lo ya expuesto con anterioridad, 
ha de insistirse en que es necesar io y
urgente incrementar las actuaciones de las 
Administraciones Fûblicas ante la 
problemâtica de la drogodependencia, en la 
linea de las iniciativas adoptadas por 
alguna Comunidad Autônoma, que tiene en 
marcha un plan de acciôn en la materia, o, 
en algûn otro caso, dispone de servicios 
de asistencia e integraciôn social.
Con esta misma orientaciôn, es indudable 
que la eficacia de la acciôn de los
poderes pûblicos ante las drogode- 
pendencias requiere la existencia de una 
unidad operativa, al objeto de llevar a
cabo la coordinaciôn de las iniciativas
sociales y de las distintas 
Administraciones Pûblicas, en materia de 
prevenciôn, investigaciôn, cooperaciôn
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técnica, formaciôn y reciclaje de
pcofesionales y colaboradoces sociales y 
promociôn, evaluaciôn y seguimiento de 
programas expérimentales, a fin de 
conseguir un tratamiento coordinado en una 
cuestiôn de tan grave urgencia social.
QOBJA nûmero 25.660/83. Se trata de un 
hombre de veinticinco aûos, casado y con un hijo, 
que, actualmente, se encuentra totalmente abandonado 
pot la familia y padeciendo una dependencia a la 
herolna. Ha estado en la cârcel en varias ocasiones.
Se dirigiô al Defensor pidiendo ayuda y se 
le indicô que acudiera a un Centro de Salud prôximo 
a su ciudad, donde previamente esta Instituciôn 
habla realizado una gestiôn personal para que fuera 
recibido por el equipo facultative y, una vez 
evaluado su cuadro cllnico, pudiese incorporarse a 
algûn programa de tratamiento. La Instituciôn se 
mantiene en contacte con el caso.
QDEJA nûmero 13.515/84. La interesada, 
madré de un toxicômano de 23 afics, adicto a la 
herolna desde hace dos, se habla dirigido a todos 
los sit ios posibles, habiendo recibido siempre 
idéntica respuesta: "No podemos hacer nada".
En su afân por conseguir la curaciôn y la 
no propagaciôn de la herolna, habla denunciado a la
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Comisarla prôxima a su domicilie que su propio hijo 
era traficante a pequefla escala. Habla aportado 
informaciôn sobre otras personas que sabla que 
traficaban.
También habla hecho denuncias ante la 
Brigada de Estupefacientes y se dirigla a esta 
Instituciôn en bûsqueda de soluciones al problema 
expuesto'.
A la vista de los antecedentes, y en 
virtud de lo establecido en el articule 25 de la Ley 
Org&nica 3/1981, del Defensor del Pueblo, se diô 
traslado al Ministerio Fiscal.
QOBJA nûmero 10.366/65. La madré de un 
drogadicto de dieciséis afios se dirige a nuestra 
Instituciôn para "pedir humildemente a la sociedad 
que haga algo por su hijo".
Se trata de un enfermo que fué ingresado 
en un hospital de infecciosos por padecer "hepatitis 
B en heroinômano". Presentaba una sintomatologla muy 
activa, pero a los très dlas de su ingreso se fugô 
del hospital. Volviô a reingresar y se escapô de 
nuevo. Realizô varios robos en su casa y en la de 
una vecina, agrediendo también y produciendo 
lesiones a su madré. Todo esto fue denunciado a la 
policia en diferentes ocasiones, pero no han 
conseguido un nuevo ingreso.
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En el momento de recibir el Defensor del 
Pueblo este escrito de queja, el enferme llevaba 
quince dlas durmiendo en la calle.
Para la tramitaciôn de esta queja nuestra 
Instituciôn se puso en contacte con el Centro de 
Salud de Getafe, con el fin de que pudieran recibir 
a la interesada y hacer una valoraciôn "in situ" de 
la situaciôn referida, orientar el manejo mâs 
conveniente para este paciente y ofrecerle la 
asistencia directa que fuera posible.
QOBJA nûmero 10.782/85. Una madré presentô 
este escrito porque tiene très hijos drogadictos, 
uno de los cuales, ademâs sufre esquizofrenia. Todos 
elles eran nihos normales, con una escolaridad 
regular, hasta que tomaron contacto con la droga.
La madré quiere llamar la atenciôn sobre 
la falta de centros de rehabilitaciôn en Santa Cruz 
de Tenerife, donde residen, ya que no encuentra 
ninguna ayuda para internarles, a pesar de que 
cuentar con personal especializado.
Se les informô de la puesta en marcha del 
Plan de la Lucha contra la Droga, aprobado 
recienterente por el Gobierno.
QOBJA nûmero 1.274/86. El interesado acude 
personalmente a la Instituciôn acompaflado de su
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madré para pedir con urgencia que se agilice su 
ingreso en un Centro, porque presentando una 
toxicomania quiere procéder a su desintoxicaciôn.
Esta queja se tramitô ante la Comunidad 
Autônoma de Madrid y pudo ser internado en el 
Hospital Psiquiâtrico. A j.os pocos dlas de su salida 
del Hospital, la madré del enfermo vuelve a
dirigirse a esta Instituciôn, manifestando que le 
hablan indicado que se presentase en el Centro 
Fûcar, para continuar un tratamiento de
deshabituaciôn y rehabilitaciôn, pero hay una lacga
lista de espera y temen que en este intervalo vuelva 
a recaer. En este caso se da la circunstancia que el 
paciente, que tiene 26 ahos, présenta una
sintomatologla psicôtica afladida que ensombrece su 
pronôstico.Esta queja sigue en trâmite.
W E J A  nûmero 1.477/86. Se refiere al trato 
recibido por un enfermo toxicômano, que acudiô al 
Servicio de Crgencias de la Residencia 1* de Octubre 
de Madrid, demandando atenciôn médica por presentar 
un cuadro de slndrome de abstinencia.
Pidiô un tratamiento adecuado para poder 
salir de esa situaciôn, porque en un episodio 
anterior habla tenido un intento de suicidio con 
Rohipnol y dice el escrito, ”... dada la 
inexistencia de Instituciones Pûblicas que atienda 
estos casos y el elevado coste de las privadas, a
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las que no podla llegar, por falta de recursos 
econômicos."
Segûn el réclamante, el Jefe de Nedicina 
Interna de Urgencia de la citada Residencia le negô 
todo tipo de reconocimiento médico, insult&ndole de 
palabra y negindose a facilitarle tranquilizantes y 
ni siquieca un volante para que una ambulancia le 
trasladase al Hospital Provincial.
Este tema fué denunciado ante el Juzgado 
de Guardia, por lo que, al iniciarse un procedimien- 
to judicial, esta Instituciôn no ha podido seguir 
interviniendo.
QUEJA nûmero 2.270/86. La madré de un 
enfermo heroinômano denuncia al médico privado que 
le trata con metadona, porque le cobra por cada
consulta 3.000 pts.
Cree que hay un fraude en este tratamien­
to, porque su hijo acude también a tomar la metadona
al Centro de Dispensaciôn de la Direcciôn Provincial 
de Sanidad de Madrid.
Dada la naturaleza de este asunto, hemos 
acudido personalmente al Centro de Dispensaciôn para 
hablar con su Director.
Ef ectivamente, la persona a la que hace
referenda esta queja ^s un enfermo toxicômano, que
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recibe tratamiento con metadona, igual que su 
esposa, en el citado Centro.
No existe, segûn el criterio de los mêdi- 
cos que le atienden, ninguna irregularidad aparente, 
excepto la interferencia y las ausencias en algunos 
dias que se justifican por problemas personales.
No tiene ninguna relaciôn formai la 
asistencia a la consulta del facultative, que 
denuncian, con su tratamiento en el citado Centro de 
Dispensaciôn, donde la atenciôn es totalmente 
gratuite.
La madré, que es quien se dirige a 
nosotros, ha presentado al parecer, una denuncia 
contra el citado médico del que nos aporta datos y 
domicilio. El asunto estâ sub-iudice.
Con ocasiôn de la investigaciôn de esta 
queja hemos tenido la oportunidad de conocer las 
actividades del Centro de Dispensaciôn de metadona 
dependiente de la Direcciôn Provincial de Sanidad, 
que se creô al amparo de la Orden de 31 de octubre 
de 1985.
Desde esa fecha han sido atendidos en este 
Centro 175 heroinômanos.
QDEJA nûmero 4.556/86. Familiares de 
personas afectas de toxicomania, que se encontraban
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cecibiendo tratamiento en la Comunidad Terapéutica 
de Villaviciosa de Odôn, dependiente de la Comunidad 
Autônoma de Madrid.
Manifestaban que sus familiares, en
proceso de rehabilitaciôn, debieron trasladarse 
desde Cercedilla (donde provisionalmente habla 
funeionado la Comunidad) hasta Villaviciosa, a pesar 
de que las obras del nuevo local no estaban 
finalizadas; hablan sido paralizadas por orden 
judicial y pendientes del juicio oral). En el
momento del traslado, tanto los familiares como los 
enfermos conocian la situaciôn y decidieron 
voluntariamente que, por la urgencia y la
trascendencia del asunto, valla pasar unas 
incomodidades transitorias. Se dirigieron a nuestra 
Instituciôn para solicitar la mediaciôn entre la 
Comunidad Autônoma de Madrid, Consejerla de Salud y 
Bienestar Social y el Ayuntamiento de Villaviciosa 
de Odôn, con el fin de conseguir que sus familiares 
pudieran seguir en esa Comunidad Terapéutica, ya que 
les era imprescindible en su proceso de 
recuperaciôn. Sehalaban que la etapa de estancia en 
ese réglmen de comunidad era totalmente necesaria y 
que en esos momentos no existla ningûn otro lugar de 
dependencia pûblica donde pudieran estar. Ademâs, 
solicitaban que la mediaciôn del Defensor del Pueblo 
tuviese también como finalidad la desapariciôn de 
las presicnes y tensiones que se estaban produciendo 
alrededor de este asunto, con repercusiones en la 
prensa y que indudablemente estaban afectando
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gcavemente a las posibilidades de recuperaciôn de 
los enfermos.
En visita realizada por asesores de esta 
Instituciôn a la Comunidad Terapéutica de 
Toxicômanos de Villaviciosa de Odôn, se pudo conocer 
la situaciôn en la que se encontraban en aquel 
momento diecinueve personas en tratamiento 
rehabilitador de su toxicomania, junto con cinco 
miembros del Equipo Terapêutico.
El resultado de las investigaciones 
proporcionô los siguientes datos:
"Las casas que utilizaban no estaban 
terminadas en cuanto a pintura, 
carpinteria e instalaciones de agua 
caliente, gas y electricidad. Se 
calentaban con chimeneas y estufas de gas 
en las estancias comunes, donde 
realizaban actividades culturales, pero 
los dormitorios careclan por completo de 
fuentes de calor y sôlo disponlan de agua 
f r ia.
No habla luz eléctrica, por lo que no 
podlan tener medios para conservar los 
alimentos (neveras) y se les suministraba 
diariamente la comida transportada desde 
Madr id.
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Las personas, que alll se encontraban, 
pidieron que se le transmitiese al 
Defensor del Pueblo su agradecimiento por 
el interés demostrado y le sugerlan que se 
pusiese en contacto con la Asociaciôn de 
Vecinos de Villaviciosa de Odôn, para que 
accediesen a ser informados sobre lo que 
era la toxicomania y sus efectos, asl 
como la importancia de estos Centros de 
Rehabilitaciôn para las personas enfermas 
que quieren curarse".
Con posterioridad a nuestra intervenciôn, 
se dictô s entend a por la que se levantô la 
suspensiôn que pesaba sobre la obra adjudicada, 
permitiendo asl la continuaciôn del
acondicicnamiento de las instalaciones de la 
Comunidad Terapéutica.
QDEJA nûmero 12.201/86. Se trataba de dos 
hermanos toxicômanos, miembros de una familia de 
ocho hermanos, donde otro hermano mayor es 
drogadicto desde hace ocho aflos, pero del que 
piensan que es imposible que se récupéré.
No disponen de medios econômicos,porque su 
padre mur iô y solo trabaja uno de sus hermanos 
(40.000 pts). Quieren curarse y han acudido a un 
Centro Pûblico, pero hace siete meses que esperan 
les concedan una plaza gratuita.
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Se diô traslado a la Comunidad Autônoma de 
Madrid y se estâ a la espera de contestaciôn.
QOBJA nûmero 14.034/86. El interesado 
tiene un hermano drogadicto,que estâ en situaciôn de 
deterioro flsico y pslquico importante.
Es muy violento en casa, sobre todo con su 
madré, y ha robado en repetidas ocasiones para 
obtener su dosis habituai.
También tiene reacciones muy agresivas, en 
las que ha llegado a producir lesiones a la madré 
que sufre depresiones nerviosas.
Dice el reclamante que ha acudido a la 
policla a presentar denuncia, pero por tratarse de un 
familiar no pueden hacer nada. Terminan su escrito 
diciendo:
"No es el caso ' de un delincuente el que 
exponemos, sino de una persona enferma que 
no encuentra quien le quiera curar dentro 
del marco de las prestaciones a cargo de 
la Seguridad Social, no por falta de 
voluntad dentro de los cuadros médicos, 
sino por un gran vacio de medios.
Esperamos que entiendan que no queremos 
condenar a mi hermano a ser un 
delincuente; nuestro ânimo es reinsertarlo
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con plenas garantlas y no empapelaclo de 
condenas".
Actualmente estâ pendiente de juicio por 
robO/bajo el slndrome de abstinencia.
II) PROTECCION JURIDICA.




QDEJA nûmero 2.587/84. Formulada por una 
enferma psiquica, que lleva once afios en el Hospital 
Psiquiâtrico de la Diputaciôn Provincial de 
Zaragoza, donde fué llevada por un sobrino suyo, a 
quien no ha vuelto a ver. No sabe si tiene derecho a 
cobrar una pensiôn por ser maestra jubilada. 
Solicita la intervenciôn del Defensor para que inste 
al sobrino que vaya a recogerla.
Una vez realizadas las investigaciones 
oportunas, se ha podido constatar que esta enferma, 
de 80 afios, padece una enfermedad mental, a la que
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se afiade sordera y pérdida de visiônr adem&s de una 
hipertensiôn.
Tiene una hermana que acude en alguna 
ocasiôn al Hospital para interesarse per la enferma/ 
Iqüurl que su sobrlnc/ que es quien percibe la 
penaidm de jubilaciôn, y con ella paga les gastos de 
la estamcia en el Centre/ aunque ningune de les dos 
pasan a visitarla^
Se ha comprobade que ne existe ninguna 
irregularidad en su inrternamiento.
b) Autorizacifin.
QOBJA nûmero 5.290/85. Se trataba de un 
case urgente,en el que la interesada se dirigiô per 
teléfene a nuestra Instituciôn/ relatando que se 
encentraba inv&lida en la cama/ per haber sufride 
recientemente una intervenciôn quirûrgica en una 
clinica de El dla de alta/ al llegar a su
domicilie (en anfaulancia) / se encentrd con que su 
ûnica hermana» enferma mental desde hace treinta 
anes/ se habla instalade en su vivienda/ llevando 
consigo sus enseres personales.
Al parece. la enferma mental la tiene 
précticamente secuestcada/ ne facilitândole 
alimentes/ ni les cuidades minimes necesacies en una 
situaciôn de cenvalecencia como la que padece. 
Alegaba que habla llamade a la Poliela Municipal/ al
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Ayuntamiento e t incluse/ a la Cemisaria/ sin ebtenec 
resultade algune.
Ha hablade per teléfene tambiên cen el
Juzgade/ pere le dicen "que la interesada debe 
acudir persenalmente para selicitar la intervenciôn 
del Juez".
Ante esta situaciôn/ censultada el ârea de 
Justicia/ se desplazaren al domicilie de la 
réclamante dos Aseseres de la Instituciôn. Se pu de 
comprobar que/ en efecto/ la persona/ que ha llamade 
per telèfono/ se encuentra en la cama aislada y que 
en la misma vivienda habita otra persona con muy mal 
aspecto/ que présenta conducts agresiva centra 
todos.
Se solicité la ayuda de una limpiadora/ 
que frecuenta la casa/ para cumplimentar la 
solicitud al Juzgado Oecano y que pueda precederse 
al intecnamiento de la enferma mental.
Al parecer/ en un primer memento/ se les
requeria un certificade médice actualizade per el
psiquiâtrâr que durante afies habla tratade a esta
enferma rental/ y/ posteriormente/ al cabe de varies 
dlas/ les anuncian la llegada del médice ferense.
En este case/ el ingreso/ cen auterizaciôn 
judicial/ se realizô el dla 15 de septiembre/ 
habiendo transcurride cince meses desde que esta 
Instituciôn realizô la visita al domicilie de la
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interesada y en consecuencia» desde que se presentô 
la solicitud en el Juzgado.
QOEJA nûmero 5.196/86. Comparecieron por 
escrito 16 vecinos de una finca de San José de 
Valderas (Madrid)r manifestando que "en el cuarto 
piso de la citada finca, la propietaria, que vive 
sola, présenta enfermedad mental con graves 
trastornos de conducts, potenciados por la ingestiôn 
de alcohol. Como consecuencia de este estado, esté 
en unas condiciones de insalubridad,que repercute en 
la higiene y limpieza de los espacios comunes con 
otros vecinos.
Al parecer, han intentado durante dos aMos 
que se efectuase una inspecciôn sanitaria, asl como 
que se atendiese a la supuesta enferma, sin 
conseguirlo.
Considerando que la queja, ademâs de 
reunir los requisitos formales para su admisiôn, era 
de tratamiento urgente, se iniciaron las gestiones 
ante la Consejerla de Salud de la Comunidad de 
Madrid.
Se procediô por el Servicio Regional de 
Salud, con gran diligencia, a la valoraciôn de la 
situaciôn clinica de la supuesta enferma y se le 
ingresô en la Unidad de Admisiôn de los Servicios de 
Salud Mental de Leganés.
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No obstante, habiendo cesuelto el traslado 
de la persona indicada a un Centro adecuado, esta 
Instituciôn se dirigiô al Ayuntamiento de Alcorcôn, 
solicitando que, ademâs de la intervenciôn de los 
Servicios de la citada Coorporaciôn Local, tendantes 
a retirar los cadâveres de animales, que existlan en 
el interior de la vivienda, se adoptasen otras 
medidas de saneamiento y se procediese a una total 
desinfecciôn de la misma, corrigiendo las causas mâs 
perentorias de insalubridad que puedan existir.
En este sentido, la comunidad de vecinos, 
se ha vuelto a dirigir a esta Instituciôn, 
manifestando su insatisfacciôn por el funcionamiento 
y la dénota con que vienen actuando los Servicios de 
esa Coorporaciôn Local.
QOEJA nûmero 10.162/86. El Présidente de 
una Comunidad de Vecinos, en representaciôn de otros 
quince, nos esccibiô con carâcter de urgencia 
manifestando que una inquilina de la finca, casada y 
al parecer enferma mental desde hacla varies aflos, 
provocaba permanentemente altercados con el resto de 
los vecinos, habiendo llegado a lesionar a un niflo 
de 13 aflos, que tuvo que ser asistido en el Servicio 
de Urgencia del Hospital Cllnico de Valladolid.
La referida, presunta enferma, habla esta- 
do ingresada en un Hospital Psiquiâtrico anterior- 
mente, pero en ese momento, a pesar de las denuncias 
que los vecinos hablan presentado ante los Juzgados,
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Gobiecno Civil, Ayuntamiento, Diputaciôn Provincial 
y Organismos de la Autonomie de Castilla-Leôn, no se 
habla conseguido poner fin a esa situaciôn.
A indicaciôn de esta Instituciôn, 
presentaron escrito ante el Piscal-Jefe de la 
Audiencia Territorial de Valladolid, para que se 
iniciase, si procedla, el expediente oportuno, al 
amparo del artlculo 211 del Côdigo Civil.
Actualmente aûn estâ pendiente de
resoluciôn.
QOBJA nûmero 11.278/86. Se personô en esta 
Instituciôn un vecino de la calle Abeiro, de Madrid, 
manifestando la necesidad de internamiento de un 
enfermo mental de 28 aflos, que vive solo y que ha 
lesionado en varias ocasiones a otros vecinos, sin 
que la policla haya podido resolver esta situaciôn.
Adjuntaba un certificado del Juzgado de 
Primera Instancia n* 14 de Madrid, donde se hace 
menciôn del informe emitido por el Mèdico Forense de 
ese Juzgado, diagnosticando enfermedad mental grave 
y el acuerdo adoptado pot S.S. de autorizar el 
internamiento del citado enfermo en un Centro 
Psiquiâtrico.
Al reclamante se le indica la posibilidad 
de dar traslado al Ministerio Fiscal.
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1.2.
QOBJA nûmero 14.779/84. Pue formulada por 
la madré de un esquizofrénico, que habla prendido 
fuego a su vivienda en très ocasiones, y  que, a 
pesar de haber sido ingresado en el Hospital
Psiquiâtrico del Puerto de Santa Maria, salla de
alta inmed iat ament e o se fugaba, sin que se 
responsabilizaran, en ningûn caso, las autoridades 
sanitarias y administrativas del Centro. Existla el 
agravante de que, en esta misma familia, otro hijo 
padecla paraplejia y era agredido brutalmente por el 
enfermo mental.
Esta Instituciôn solicité informe al 
Hospital Psiquiâtrico del Puerto de Santa Maria,
donde, entre otras cosas, se nos indicé que "puede 
ser considerado como un enfermo social y que no 
existe un tratamiento especlfico, desde el punto de 
vista médico psiquiâtrico, siendo conveniente su 
traslado a un Centro Especial”.
Ante la inexistencia de Centres adecuados, 
esta Instituciôn ha requerido la ayuda del Centro de 
Salud, prôximo a su domicilie, en el Campo de
Gibraltar, para que fuese valorada la situaciôn 
clinica de este paciente y se le ofreciese al menos, 
la ayuda de un tratamiento ambulatorio continue.
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QOBJA nûmero 14.327/85. Su padre de 60 
aflos padece esquizofrenia desde hace veintiuno.
Ha estado ingresado en el Hospital 
Psiquiâtrico de Jaén y, posteriormente, en el de 
Castellôn, con salidas a su domicilio cuando 
mejoraba. En algunas ocasiones, el enfermo ha 
intentado matar a su esposa y a su hijo menor, lo 
que moti'vaba inmediatamente su internamiento. En los 
ûltimos meses, ya no le han permitido internarle, 
porque le han dicho a la familia que "no existen 
Hospitales Psiquiâtricos que tengan enfermos 
crônicos”, por lo que estâ en su domicilio,encerrado 
con Have, en una habitaciôn. Al parecer, intentaron 
su incapacitaciôn al amparo de la legislaciôn 
vigente, pero el Juez lo desestimô.
El enfermo ha abandonado su residencia y 
se ha recluldo solo en una casa de su propiedad en 
un pueblo, ültimamente,agrede a los vecinos y vaga 
como un mendigo, comiendo lo que encuentra, sin 
ningûn control. El hijo, que nos escr ibe, llama la 
atenciôn sobre la falta de asistencia a este 
enfermo.
De las investigaciones que la Instituciôn 
ha realizadc, pudimos comprobar que el peritaje del 
médico forense para su posterior incapacitaciôn, se 
realizô en un momento en el que el enfermo estaba 
ingresado en el Hospital, recibiendo la medicaciôn 
correctamente y presentaba una mejorla clinica. Al
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ser dado de alta, el enfermo vuelve a recaer 
sistemâtlcamente.
Se informa a la familia para que vuelva a 
instar al Juez la prâctica de un reconocimiento en 
el lugar donde actualmente se encuentra el paciente.
1.3. Tutela.
QOBJA nûmero 20.962/83. ün grupo de 
ciudadanos planteaban un problema de abandono de una 
enferma mental por su familia, que ocasionaba graves 
alteraciones en la convivencia.
Teniendo en cuenta la especial naturaleza 
de estes casos y las disposiciones contenidas en la 
Ley 13/1983, de 24 de octubre de reforma del Côdigo 
Civil en materia de tutela, la gestiôn de esta 
Instituciôn ha sido en orden a conocer los datos 
reales del problema, al mismo tiempo que dirigirse a 
los ôrganos de la Comunidad Autônoma compétente para 
conocer y orienter hacia los dispositivos 
asistenciales que pudiesen ser prestados en su caso.
QOBJA nûmero 13.027/85. Nos escribiô un
médico del Hospital "Marqués de Valdecilla", para 
poner en conocimiento del Defensor del Pueblo el
siguiente suceso: Una joven de quince aflos, que
ingresô por padecer tuberculosis, fue sacada del 
Hospital por la madre para llevarla al domicilio
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donde la quitô el tratamiento médico prescrito. Esta 
mujer es una enferma mental.
Considerando los médicos que se debia 
procéder a un ingreso psiquiâtrico de esta segunda 
paciente, la Direcciôn del Centro se puso en
contacte con el Juez Instructor de guardia de
Santander, pero, al parecer, no se llevaron a cabo 
ninguna de las acciones que elles solicitaban. On 
mes mâs tarde, en la prensa se leia lo siguiente: 
"La policla ha descubierto a una joven de quince 
aflos muerta en su domicilio desde hacia siete dlas y 
custodiada por la madré", refiriéndose al présente 
caso. El interesado cree que, posiblemente, se 
hubiese evitado la muerte de esta enferma, si las 
Autoridades hubiesen actuado convenientemente.
Nuestra Instituciôn tiene conocimiento que 
la Direcciôn del Centro Hospitalerio se puso en
contacto con el Juez Instructor de guardia de
Santander, pero no se habla realizado ninguna de las 
acciones judiciales necesarias para ingresar a la 
madré, enferma mental, en un centro psiquiâtrico.
Hemos informado al médico reclamante, que 
nos ha r emitido la queja. Desde el punto de vista 
legal, él mismo podla haber puesto en conocimiento 
del Ministerio Fiscal la situaciôn referida.
QOBJA nûmero 3.085/86. Por 
significaciôn, nos permitimos trascribir:
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La interesada natural y con domicilio en 
Valencia, de profesiôn asistente de hogar, expone 
textualmente:
"Que contraje matrimonio en el aflo 1.962, 
matrimonio del que nacieron cuatro hijos 
que en la actualidad tienen 21, 19, 18 y 
13 aflos de edad. En el aflo 1979 nos 
separamos (por consejo médico) de mutuo 
acuerdo dada la enfermedad que padecla mi 
marido (esquizofrenia/alcoholismo) y la 
influencia nociva que ejercla sobre 
nuestros hijos. Los niflos quedaron bajo mi 
tutela.
Para sacar a mis hijos adelante he venido 
realizando tareas de asistenta de hogar, 
lo que nos ha ido permitiendo subsistir, 
sin ayuda adicional de ningûn tipo.
El problema que me ha inducido a recurrir 
finalmente a usted es mi inmensa 
desesperanza ante el problema de mi hija 
mayor. De mis cuatro hijos dos de elles 
(la mayor de 21 aflos y el segundo de 19) 
padecen una esquizofrenia diagnosticada 
médicamente. Si bien la situaciôn de mi 
hijo parece de momento estar controlada 
mediante tratamiento arobulatorio, el caso 
de mi hi ja se ha convertido para todos 
nosotros en un sufrimiento dla a dla.
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Paso ahoca a exponecle el caso de mi hija:
Ya a los 12 aflos y tras observar 
trastornos de conducts, llevé a mi hija al 
Psiquiâtrico de Bâtera-Departamento
Infantil, donde tras ser reconocida me 
indicaron los facultativos la necesidad de 
asistencia a consultas externas en el 
Hospital Cllnico, lo cual £u6 
prâcticamente imposible dada su rebeldla, 
la falta de una asistencia continuada 
imposibilitô cualquier resultado positive 
del tratamiento. Asl pasaron
aproximadamante un aflo o aflo y medio.
Posteriormente y de forma sistemâtica mi 
hija inicia las fugas de casa, sin poderlo 
impedir de ninguna forma (su ûnico 
objetivo era fugarse, buscando siempre 
para ello el momento oportuno). A partir 
de ese momento y durante varies aflos las 
llamadas de la Policla desde las 
provincias mâs diverses de Espafla, incluso 
del extranjero se repiten de forma 
idéntica: "hemos encontrado a una joven, 
semidesnuda, tirada en la calle", ese 
mismo dla o al dla siguiente mi hija es 
ingresada en el Psiquiâtrico
cor respondiente, segûn la provincia donde 
hubiera sido encontrada (en ocasiones a la
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orilla del mac, semi-inconsciente, tirada 
en un campo, violada, etc..) a los pocos 
dlas una de dos: o mi hija se habla
escapado nuevamente o es tralda en 
ambulancia al Psiquiâtrico de Bâtera donde 
permanece uno, dos, mâximo siete dlas, 
hasta que nuevamente vuelve a escaparse
Durante los ûltimos cuatro aflos mi hija ha 
sido ingresada en la mayor la de los 
Psiquiâtricos espafloles, y algunos del 
extranjero, llevada siempre por la 
policla. Le expongo a continuaciôn una 
lista de los Psiquiâtricos que recuerdo:
Psiquiâtrico de Bâtera (Valencia).















Tras breves estancias (mâximo un mes) mi 
hija se escapa en unas ocasiones, en otras 
y cuando se trata de Psiquiâtricos en el 
extranjero es tralda en ambulancia a 
Espafla, reingresada en Bâtera, hasta que 
nuevamente vuelve a escaparse o le dan el 
alta, ya que mi hija es para elles un 
problema, y yo me pregunto csi un enfermo 
mental es un problema para el Psiquiâtrico 
de Bâtera quieren decirme donde tienen la 
obligaciôn de atender a mi hija ...?
Mi hija en su deambular por las diverses 
provincias de Espafla y el extranjero ha 
sido vlctima de las mayores canalladas: 
abusos deshonestos, violaciones (gracias a 
Dios padece ce ovarios poliqulsticos), 
prostituciôn (a cambio de unos cigarros, 
una prenda de ropa, una copa ...) 
divertimento de vagabundos, alcohôlicos y 
desaprensivos.
La falta de un tratamiento continuado, su 
vagabundeo continue, el acceso a todo tipo 
de drogas y alcohol que individuos sin 
conciencia le proporcionan con el fin de 
conseguir sus deseos, la han llevado a un 
estado tan lamentable que al enorme
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deter loco mental hay que afladic un 
horrible detecioro fisico (padece todo 
tipo de enfermedades infecciosas, asl como 
piojos, y ello unido a una cojera ya 
irreversible como consecuencia de una 
calda cuando intentaba escaparse del 
Psiquiâtrico de Narbona por una de las 
ventanas).
En la Comunidad Valenciana adonde 
 ^ pertenezco y donde resido he acudido a
 ^ todos los Organismos posibles, pidiendo
siempre lo mismo: el ingreso de mi hija en 
un Centro adecuado donde se garantice que 
llevarâ un tratamiento el tiempo que sea 
I necesario hasta que al producirse una
mejorla pueda ser posible el continuer el 
tratamiento en casa, cosa que hoy por hoy 
es imposible ya no solo por el lamentable 
estado en que se encuentra, por la 
imposibilidad de reternerla, sino tambiên 
por el influjo tan negativo que ejerce 
sobre sus hermanos cuando estâ en casa 
(mâximo uno, dos, très dlas).
He acudido entre otros a los siguientes 
Organismos:
I
- Excma. Diputaciôn Valenciana (de donde 
I depende directamente el Psiquiâtrico de
r Bâtera), con la finalidad de entrevistarme
con su Présidente, o con el Diputado de
157.
Sanidadf o con su Vicepresidente, sin 
conseguirlo, dejando entonces toda la 
docuroentaciôn referente al caso de mi 
hija, obteniendo por toda respuesta la 
negativa a recibirme.
- La Casa de la Misericordia (dependiente de 
la Diputaciôn).
- La Direcciôn General de Sanidad.
- La Direcciôn General de Asistencia 
Hospitalaria.
- El Patronato de Protecciôn a la Mujer.
- Excmo. Ayuntamiento de Valencia; Centro 
Sanitario Municipal.
- Excmo. Sr. Présidente de la Audiencia 
Territorial de Valencia.
- Excmo. Sr. Fiscal de la Audiencia 
Territorial de Valencia.
- Diverses Jueces asl como Juzgados de 
Guardia .. etc.., etc..
Se que algunos de estos Organismos no son 
compétentes en el tema, pero mi 
desesperaciôn me ha llevado a recurrir a 
ellos.
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Ahora y tras agotar a nivel de la 
Comunidad Valenciana todos los sitios a 
donde acudir, me dirijo a usted 
suplic&ndole su ayuda, pues para mi hija o 
se busca una soluciôn o cualquier dla 
aparecerâ muerta, pues su estado es tal 
que por donde va es rechazada, maltratada 
en mûltiples ocasiones y victims de 
desaprensivos.
Repetidas veces me he oido la misma 
respuesta: "En la Comunidad Valenciana los 
Centros Psiquiâtr icos que existen son 
abiertos porque es anticonstitucional 
I tener encerrada a una persona contra su
voluntad ..." pero yo considero que por 
desgracia la enfermedad mental en 
I ocasiones requiere una temporada mâs o
I menos prolongada donde el enfermo es
tratado, vigilado en el cumplimiento del 
tratamiento hasta que se expérimente la 
mejorla que haga capaz el tratamiento en 
 ^ régimen totalmente abierto. En mi opiniôn
I lo anticonstitucional es permitir que
j. seres enfermos por falta de centros
 ^ adecuados sean vlctimas de tantas
canalladas, a la vez que la falta de 
tratamiento adecuado imposibilite una 
posible recuperaciôn si no total si 
! parcial.
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Solo me resta decirle que el Psiquiâtrico 
de Mâlaga es donde mi hija ha pasado los 
ûltimos dlas, el viernes 28 de febrero me 
comunicaron que se les habla escapado ... 
hasta el momento no he vuelto a tener 
noticias de ella".
Adjunto al referido escrito, se nos 
remitiô una exhaustiva documentâtiôn, que ponla de 
manifiesto la veracidad de los datos seflalados.
Sin entrar a prejuzgar los hechos 
relatados por la interesada, dimos traslado tanto al 
Consejero de Sanidad y Consumo de la Generalidad 
Valenciana como al Présidente de la Diputaciôn, con 
el fin de que se nos informera de los antecedentes 
que las Autoridades conocieran en relaciôn con el 
caso expuesto, asl como, de las medidas que se 
pudieran arbitrar para la resoluciôn del mismo.
Tambiên con la misma fecha se diô traslado 
al Excmo. Sr. Ministro de Sanidad mediante escrito 
que no ha sido contestado.
La respuesta a nuestros requerimientos 
desde la Excma. Diputaciôn Provincial y de la 
Consejerla de Sanidad es similar. En ambos casos se 
nos ha remitido un informe cllnico del Director del 
Hospital Psiquiâtrico de Bâtera, centro en el que, 
entre otros, ha estado internada en ocasiones la 
enferma.
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Se nanifiestan diferentes critecioa entre 
los facultativos, tanto ordinarios como forenses, 
indicando, en algunos,la necesidad expresa y urgente 
de que la referida enferma sea internada para su 
tratamiento y, en otros casos, opinando que puede 
ser tratada ambulatorlamente.
A lo largo de la tramitaciôn de esta 
queja, la interesada, madré de la enferma, ha 
seguido aportando documentaciôn y manifestando las 
dificultades con que se sigue encontrando al haberse 
fugado su hija en numerosas ocasiones y habiendo 
aparecido lesionada en la via pûblica a varios 
kilômetros de su domicilio.
Por nuestra parte, se ha podido observar 
que, si bien, cuando se refieren al tratamiento 
ambulatorio indican la necesidad de colaboraciôn de 
la madré de la paciente, aspecto que a nosotros se 
nos ocurre imposible, ya que, desbordada por esta 
situaciôn, rechaza su aportaciôn para cualquier 
terapâutica domiciliaria.
Hay que tener présente que en la misma 
familia existe otro enfermo esquizofrênico.
El 1 de octubre de 1986, esta Instituciôn 
enviô al Excmo. Sr. Fiscal General del Estado copia 
de todo el expediente, con el fin de que se pudiera 
promover, en el caso de que se estimera procédante, 
las actuaciones previstas en el artlculo 203 del
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Côdigo Civil y en su Estatuto Ocg&nico/ la situaciôn 
que afecta a esta presunta incapaz.
El 14 de noviembre de 1986, se recibe del 
Fiscal General del Estado el informe que a su vez le 
habla remitido el Fiscal Jefe de la Audiencia 
Territorial de Valencia, en los siguientes tërminos;
"Por comunicaciôn telefônica del Excmo. 
Sr. Defensor del Pueblo, y por posterior 
comparecencia efectuada por la reclamante, 
esta Fiscalla interesô del Hospital 
Psiquiâtrico de Bâtera (Valencia), y el 
Excmo. Sr. Présidente de la Diputaciôn 
Provincial de Valencia, informes acerca de 
la situaciôn en que se encuentra la 
enferma; de los informes remitidos por el 
Director del Hospital Psiquiâtrico de
Bâtera, se desprende que se encuentra de 
alta con fecha 8 de septiembre de 1986, ya 
que la ûnica posibilidad de tratamiento 
séria ambulatoria y no internamiento en 
ese Centro. Sobre las medidas de seguridad 
existantes en el mencionado Hospital, no
se ha recibido contestaciôn, hasta la
fecha de la Diputaciôn Provincial de
Valencia".
Sin entrar a valorar los diferentes 
criterios mâdicos, diagnôsticos y terapâuticos, esta 
Instituciôn insiste ante el Fiscal General del 
Estado en la necesidad de que sea atendida esta
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paciente, mediante cocperaciôn de les organismos 
administrativos sanitarios y de la autoridad 
judicial.
1.4. Toxicâmamoa râgimen peniteneia 
rio.
QOEJA nûmero 7.416/85. Se dirigiô al
Defensor del Pueblo la Concejal de Servicios del 
Ayuntamiento de Cuart de Poblet (Valencia) para 
plantear el caso de un rouchacho de veinte aflos, que
estaba en una granja de rehabilitaciôn para
toxicôr.anos, desde hacia un aflo, y habia sido 
condenado a seis meses y un dia de arresto menor. Es 
uno de los pocos drogadictos que ha ingresado 
voluntaciamente para curarse.
La interesada pedia la intervenciôn de la 
Instituciôn para que se intercediera ante el Juez 
con el fin de que el toxicômano cumpliera la condena 
en un centro de rehabilitaciôn.
Este problema ha sido motivo de una
recomendaciôn al Ministerio de Justicia.
QOEJA nûmero 11.015/85. La interesada 
enviô varios escritcs solicitando ayuda para su 
hermano toxicômano, quien, al parecer, estâ 
pendiente de varios juicios por haber cornetido 
delitos bajo los efectos de la droga. Se encuentra
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actualmente en el Penal de Cuenca y ella pcetende 
que se le concéda un tercec grade; porque, al
parecer, le han encontrado un puesto de trabajo.
En la carta respuesta se le orientô para 
que se dirigiese al Equipo de Observaciôn y
Tratamiento del Centro en el que su hermano se
encuentra cumpliendo condena y que, en el caso de 
discrepar con su clasificaciôn penitenciaria, debe 
de recurrir al Ilmo. Sr. Juez de Vigilancia por via 
de recurso de reclamaciôn, en conformidad con lo
dispuesto en la Ley General Penitenciaria de 26 de 
septiembre de 1979.
Como puede observarse, las quejas de los 
toxicômanos sôlo parcialmente han podido ser 
resueltas y, en algunos casos muy concretos, 
coincidiendo generalmente con las procédantes de 
Comunidades Autônomas, en las que ya se ha puesto en 
marcha un Plan de Actuaciôn eficaz.
QOEJA nûmero 16.120/85. Se dirige a la 
Instituciôn la madré de un toxicômano de 26 aflos, 
viuda, que tiene a su cargo otro hijo de 22 aflos sin 
trabajo y a su madré anciana. Los ingresos mensuales 
ascienden a 11.000 pts. de subsidio de la madré, m&s 
18.000 pts. de su trabajo.
En primer lugar, solicitaba informaciôn y 
ayuda para el internamiento de su hijo que
164.
presentaba, ademâs de su toxicomania, trastornos 
pslquicos y orgânicos asociados (hepatitis).
Se diô trâmite a esta queja y el enfermo 
fué admitido en el Hospital Psiquiâtrico "Santa 
Isabel" de Leôn, de donde pronto saliô de alta. 
Volviô a su lugar de residencia recayendo a las dos 
semanas de su llegada.
En este momento la madré volviô a escribir 
para que le gestionâsemos un empleo indicândole la 
imposibilidad de hacerlo. A las très semanas se 
volviô a recibir escrito de la interesada 
manifestando que su hijo habla ingresado en estado 
de coma en la Unidad de Cuidados Intensives del 
Hospital "Camino de Santiago".
Después de su mejorla y con gran esfuerzo 
econômico por parte de la familia,(pues ya hemos 
indicado los ingresos mensuales), le llevaron a una 
Granja Terapéutica privada, donde continuaba la 
rehabilitaciôn.
Mâs tarde la madré volviô a escribir 
confiândonos su preocupaciôn, porque su hijo, que 
tenla varios juicios pendientes, habla tenido que 
ingresar en prisiôn. Por ûltimo, segûn nos 
manifestaba la madré, actualmente y dentro del 
Centro Penitenciario, su hijo sigue consumiendo 
heroina y psicofârmacos. "Comporte su jeringuilla 
con otros toxicômanos con el consiguiente riesgo de 
contraer enfermedades infecciosas".
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La tramitaciôn de esta queja se est& 
llevando a cabo con el Equipo de Toxicomanias de la 
Delegaciôn Territorial de Bienestar Social de Leôn, 
de reciente creaciôn.
Como consecuencia de su situaciôn pénal, 
hasta dentro de très aflos y diez meses no se podria 
solicitât su libertad conditional, independlen­
tement e del tiempo que se pudiera computar por 
remisiôn de las penas por el trabajo.
QOBJA nûmero 6.533/86. Escribe un interno 
preventive desde el Centro Penitenciario n* 1 de 
Madrid, con el fin de dar a conocer datos sobre el 
trôfico de drogas.
2. Educaeiôn.
QOBJA nûmero 15.209/85. Presentada en esta 
Instituciôn por el padre de un niflo de 9 aflos, 
minusvâlido pslquico, que encontrândose en el 
Institute Nacional de Reeducaciôn de Invâlidos, 
habla sido golpeado brutalmente por un compaflero, al 
encontrarse sôlos, sin vigilancia, precisando 
internamiento en un Hospital por la gravedad de las 
lesiones.
Se hacla referenda a la visita efectuada 
al Centro para practicar una investigaciôn amplia
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por Asesores de esta Instituciôn, que hablan 
observado varias deficiencias en los edificios que 
ocupan los internos.
A pesar de la importancia de los 
acontecimientos, que se refiejaban en esa queja, no 
se recibiô contestaciôn de la Subdirecciôn General 
de Educaeiôn Especial hasta el 22 de septiembre de 
1986, es decir oc ho meses después, manifest&ndose 
los siguientes extremos:
"1.- Con fecha junio de 1983 la Inspecciôn 
General de Servicios, elaborô un informe, 
en el que entre las muchas irrégularidades 
detectadas en el I.N.R.I. denunciaba "que 
en general todo el personal del Centro 
incumplia el horacio establecido". A pesar 
del contenido del Informe, al que se hace 
referenda, no se tomô en su momento 
ninguna decisiôn orientada a corregir 
dicha irregularidad.
A comienzos del curso 85-86, la 
Subdirecciôn General de Educaeiôn 
Especial, elaborô un estudio sobre los 
horarios y la coordinaciôn entre los 
servicios del Centro. Dicho estudio diô 
como resultado que el horario establecido 
en el Centro (jornada continuada de 8 a 3) 
provocara una congestiôn en la actividad 
de la maflana, ya que en este horario 
incidlan sobre los 126 alumnos 43
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profeslonales, quedando la tarde sin 
actividades que permitieran la adecuada 
atenciôn y control de los alumnos.
Como primera medida para corregir esta 
situaciôn se cambiô el horario del
personal docente, que en la actualidad
realiza su trabajo en jornada partida de 
10 a 1 por la maflana y de 3 a S por la 
tarde. Este mismo horario se ha propuesto 
para todo el personal laboral.que realiza 
su actividad directamente con los alumnos, 
estando en la actualidad pendiente de 
resoluciôn.
En reuniones mantenidas con la A.P.A. del
1.N.R.I. por esta Subdirecciôn General, 
ëstos han manifestado su apoyo a toda
propuesta que vaya encaroinada a mejorar la 
atenciôn de sus hijos.
Es de esperar que al ampliar el tiempo de 
atenciôn de los alumnos a partir de un 
programa de actividades mâs amplio, hechos 
como el ocurrido el 12 de noviembre en la 
persona del niflo lesionado, puedan 
evitarse.
2.- El edificio en el que actualmente estâ 
ubicado el I.N.R.I. es inadecuado, no 
reuniendo en general las condiciones
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necesarias paca atender a niflos con 
deficlenciaa motoras graves.
Poc esta cazôn el Minlstecio de Educaciôn 
y Cienclar dentco de su programa de 
ceocganizaciôn de toda la Educaciôn 
Especial» tiene previsto la cceaciôn de un 
nuevo Centro para la atenciôn de 
déficientes motôricos» que se construir& 
en solaces del Ayuntaniento situados 
detris del Hospital Oncolôgico de Madrid y 
pcôximos al Centro Sanitario "La Pas*. Se 
prevè que este nuevo Centro entre en 
funcionamiento para el Curso 87-88.
Hasta que ese momento llegue» se pasa nota 
a la Qnidad Tëcnica para que realice las 
obras necesarias con el fin de corregir 
cualquier deficiencia que exista en el 
Centro en previsiôn de cualquier situaciôn 
de peligro."
Con intenciôn de contraster este informe» 
volvieron a desplazarse los Asesores al citado 
Centro el dia 16 de diciembre de 1986» pudiendo 
informer de los siguientes aspectos:
"El Director del Centro que desempefla su 
cargo desde el pasado mes de marzo» 
manifesto que el alumno lesionado» une vez 
recuperado de las lesiones sufridas el dia 
12 de noviembre de 1985» se incorporô a un
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Centro de Educaciôn Especial en Pozuelo de 
Alarcôn. También el otro interno que habla 
participado en el incidente» habla sido 
trasladado al Hospital Psiquiâtrico 
Infantil "Fray Bernardino Alvarez"» de 
Madrid.
En relaciôn con las observaciones que esta 
Instituciôn habla hecho sobre las 
deficiencias acquitectônicas que podlan 
afectar a la segucidad de los ocupantes» 
se ha podido comprobar que las vallas que 
deberlan limiter la finca» continôan en el 
mismo estado» sin haberse procedido a la 
reconstrucciôn.
Tampoco se han modificado las salidas de 
emergent ia de uno de los pabellones 
anexos» donde los alumnos practican 
diferentes actividades.
Sin embargo» se nos indicô que desde 
primeros de enero de 1986» la jornada del 
personal docente del Centro es de 10 h. a 
13 h. y de 15 h. a 17 h.» pero no asl la 
de los educadores y demés personal 
laboral» con lo que la distribueiôn de los 
prof esionales no està adecuada a las 
necesidades del Instituto.
Se comentô la convenient ia de que los 
autobuses de transporte escolar (seis en
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total)» sean adaptados para los niflos que 
usan sillas de ruedas» porque adem&s de no 
sec una opecaciôn costosa econônicanente» 
evitarla los accidentes que se producen al 
sec trasladados manuaimente (fractura de 
pie en un niflo» en los ûltimos dlas).
Al parecer» y en relaciôn con los 
diferentes aspectos seflalados
anteriormente» ya la Direcciôn del 
Instituto se ha dirigido en diferentes 
ocasiones tanto a la Direcciôn Provincial» 
como a la Subdirecciôn General de 
Educaciôn Especial» sin que hasta el 
momento se hayan encontrado soluciones a 
estos problemas”.
Por cuanto antecede» esta Instituciôn no 
ha podido admitir de conformidad el citado informe 
que se recibiô del Ilmo. Sr. Subdirector General de 
Educaciôn Especial”.
Posteriormente, se ha dado traslado y se 
han forirulado recomendac iones al respecte al Sr. 
Ministre de Educaciôn y Ciencia.
3. AmbitQ laboral.
GOBJA nûmero 34/84.El interesado 
manifiesta que su cuflado de 40 aflos de edad» 
trabajador con categorla de peôn en la empresa
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Potasas de Navarra S.A.» solicitô prestaciôn de 
invalidez permanente» expediente 31/84-10.126 
(1.634/84)» que fué denegada por la Direcciôn
Provincial de la Seguridad Social de Navarra, en 
fecha 20 de agosto de 1984.
Al estudiar con detenimiento la docu­
ment ac iôn que nos adjunta y habiendo podido
ratificâr los datos, en la visita personal que el
interesado» junto al trabajador»  ^hizo a esta 
Instituciôn en el pasado mes de diciembre»
observâmes una posible discordancia entre el
diagnôstico que figura en diferentes documentes con 
"hipoacusia de percepciôn bilatéral» détérioré
pslquico» retraso mental» artritis reumatoide" y la 
consideraciôn de que "no présenta una reducciôn 
funcional grave susceptible de determinaciôn 
objetiva y» previsiblemente» definitive que
disminuya su capacidad laboral segOn el concepto de 
invalidez permanente definido en la consiguiente
legislaciôn".
Teniendo en cuenta» de una parte» que las 
actividades,que al parecer realize este trabajador, 
son en una mina bajo tierra y que corre grave 
peligro,al no poder percibir en un momento dado las 
seflales acûsticas de alarma» y la dificultad de 
movimientos o manipulaciôn de sus instrumentes de 
trabajo» como consecuencia del proceso artrôsico 
degenerative que sufre y» de otra parte» que este 
enfermo vive bajo la tutela de una cuflada que» segûn 
nos indica el promovente» no esti interesada en que
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prospéré la concesiôn de esta pensiôn de invalidez 
que, en su dia, por este motivo, no recurriô, es por 
lo que esta Instituciôn ruega a V.I. nos informe de 
la posibilidad de que la Inspecciôn de Trabajo 
promueva la nueva solicitud de invalidez, 
considerando que, aûn cuando al ingresar 61 en la 
empresa era ya un débil mental, no presentaba, desde 
luego, ni sordera ni la artrosis degenerativa 
progrès!va que padece actualmente.
Habida cuenta de la frecuente y grave 
situaciôn de indefensiôn de los enfermos mentales, 
el Defensor del Pueblo intenté que la Inspecciôn de 
Trabajo iniciara de oficio los procedimientos 
administrativos relativos al reconocimiento de la 
invalidez ante las Comisiones de Evaluaciôn del 
Instituto Nacional de la Seguridad Social.
Iniciada la oportunà investigaciôn ante la 
Direcciôn General de la Inspecciôn de Trabajo y 
Seguridad Social, se recibiô con fecha 2 de julio de 
1985 respuesta de la Subsecretaria de Trabajo y 
Seguridad Social en los siguientes términos:
"A la vista del contenido del citado 
escrito, por parte de la Direcciôn General 
de la Inspecciôn de Trabajo y Seguridad 
Social se oficiô a la Inspecciôn 
Provincial de Trabajo y Seguridad Social 
de Navarra al objeto de que se remitiese a 
este Centro Directivo los antecedentes del 
caso.
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Examinados los nismos poc la Direcciôn 
General compétente sc desprende de manera 
indubitada que no existen razones para que 
el criterio de la Inspecciôn Provincial de 
Trabajo y Seguridad Social de Navarra sea 
modificado, m&xime cuando el propio 
trabajador interesado tiene expedite la 
via para iniciar, un nuevo expediente ya 
que al no haber recaido pronunciamiento 
expceso sobre el grado de invalidez no es 
precise agotar el plazo de dos aflos 
previsto para la revisiôn en el articule 
38 de la O.N. de 15 de abril de 1969.
De otro, respecte a las actividades en el 
interior de las minas con los eventuales 
riesgos personales del trabajador, 
significo a V.I. que la seguridad en el 
trabajo en el interior de las minas es 
competencia de la Inspecciôn de Minas y no 
de la Inspecciôn de Trabajo y Seguridad 
Social".
En vista de la respuesta no favorable de 
la Aoninistraciôn, se asesorô al interesado sobre la 
conveniencia de resolver unilateralmente su contrats 
de trabajo y soliciter la prestaciôn y subsidio de 
desempleo, sin perjuicio de su derecho a iniciar 
nuevamente el expediente sobre incapacidad ante las 
Comisiones de Evaluaciôn del I.N.S.S.
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QDBJA nûmero 15.574/84. Planteada por una 
vluda de cuarenta y très aflos con tres hijos, de los 
que el mayor padece esquizofrenia desde los veintiûn 
aflos.
Tenia un puesto de trabajo en el que, al 
no poder rendir lo suficiente, le ofrecieron el 
finiquito y 61 lo aceptû sin tener conciencia exacta 
de lo que estaba haciendo por las interferencias de 
sus trastornos pslquicos.
Posteriormente, acudiû a la Magistrature de 
Trabajo con la intenciôn de obtener alguna 
prestaciôn, pero fue desestimada su pretensiôn.
En este caso, al existir una resoluciôn 
judicial, esta Instituciôn no puede intervenir, si 
bien se le orienta a la solicitud de prestaciôn de 
ayuda familiar por padecer enfermedad invalidante 
crônica (3.000 pesetas).
QDBJA nûmero 11.067/85. El interesado se 
presentô en la sede del Defensor del Pueblo, para 
presentar su escrito de queja.
Se trataba de un enferme mental que habla 
solicitado ante el Instituto Nacional de Servicios 
Sociales la calificaciôn de su minusvalla con el 
objeto de obtener las prestaciones reglamentarias, 
en base a lo dispuesto en el Real Decreto 383/1984,
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de 1 de febrero y Orden de marzo de 1984 en relaciôn 
con la Ley de Procedimiento Administrative. El 
dictamen del Equipo de Valoraciôn y Orientaciôn 
calificô su trastorno en grado inferior al 33 poc 
ciento, por lo que se le denegô toda ayuda.
El interesado a'cudiô a nuestra Instituciôn, 
porque,segûn la documentaciôn que adjuntaba, padece 
una esquizofrenia paranoide crônica, que le impide 
toda actividad laboral, segûn certificaciones 
oficiales de los especialistas del Centro de Salud 
del Ayuntamiento de Madrid, que le vienen tratando# 
y confirirado por el Equipo Mëdico del Hospital 
Psiquiâtrico Provincial, donde ha estado internado.
Por el contrario, el Equipo de Valoraciôn 
del Instituto Nacional de Servicios Sociales, 
solamente habla apreciado "trastornos de 
personalidad", de ahî su baja calificaciôn.
Esta discordancia, tan importante en los 
criterios de valoraciôn, ha sido motivo de un 
elevado nûmero de quejas, casi siempre presentadas 
por los propios enfermos mentales, que como en este 
caso, interferidos por su propia patologla, dejan 
pasar los plazos reglamentarios para los recursos 
légales.
La Instituciôn, en el caso expuesto, 
aconsejô al interesado que presentase recurso, ya 
que estaba aûn dentro del plazo previsto por la Ley. 
Se esta a la espera de la resoluciôn definitive.
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QDBJA nûmero 3.333/86. La interesada 
solicita un puesto de trabajo para su hermano, 
ex-toxic6mano con siete aflos de evoluciôn, huérfanos 
de padre, y con su madré parapléjica.
El enfermo ha pasado por diverses centros 
penitençiarios y psiquiâtricos y, finalmente, ha 
estado en comunidades terapéuticas con el resultado 
de que tras grandes esfuerzos personales y 
econômicos (la familia estâ endeudada) ha logrado 
restablecerse.
Sin embargo, el problems es que, si no 
consigue un empleo que le permita la rehabilitaciôn 
y reinserciôn total, la familia terne con gran cazôn 
una rueva recalda.
4. Protecciôa aacial.
QDBJA nûmero 12.131/86. Formada por 
veinticinco quejas enviadas por enfermos pslquicos o 
sus familiares, todos ellos de la provincia de La 
Corufta. Como denominador comûn de su situaciôn, 
sustancialmente exponlan que;
"Desde el dia 14 de octubre pasado, los 
diverses medios de comunicaciôn de la 
provincia estân informando de la 
suspensiôn de la asistencia sanitaria en
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los once Ambulatories y tres Hospitales de 
Dia, que en coocdinaciôn con el Sanatorio 
Psiquiitrico de Conxo, completaban los 
programas terapëuticos de estos enfermos, 
sin que al parecer, se hayan arbitrado 
otras soluciones alternativas para 
continuar la asistencia psiqui&trica.”
Para iniciar las investigaciones oportunas 
y en uso de las atribuciones conferidas al Defensor 
del Pueblo en los articules 18 y 19 de la Ley 
Orgânica 3/1981, de 6 de abril, asesores de esta 
Instituciôn se desplazaron a la Comunidad Autônoma 
de Galicia.
A través de la documentaciôn analizada, de 
visitas y entcevistas realizadas, tanto con el 
Consejero de Sanidad como con el Présidente de la 
Diputaciôn, Présidente de la Fundaciôn del Sanatorio 
Psiquiâtr ico de Conxo, Delegado Provincial del 
INSALUD, e incluse, con el Director-Comisionado del 
Ministerio de Sanidad, se han podido observar dos 
ôrdenes del problems que expusimos al excelentisimo 
seflor Ministre de Sanidad, con carâcter previo a la 
sugerencia con la que termina este escrito,y son:
1. Falta de coordinaciôn en materia 
psiquiâtrica de las distintas admi- 
nistraciones sanitarias compétentes por 
razôn de materia, lo que produce una 
situaciôn de inseguridad en los enfermos. 
Coordinaciôn que, con absoluto respeto a
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las competencias de cada ocganismo, viene 
fijada por imperative constitucional, y  
con carâcter general en el articule 103 de 
nuestra Carta Magna.
2. Problemas derivados del reintegro de 
gastos por el INSALUD a aquellos enfermos 
que siguen utilizando los servicios 
dependientes de la Fundaciôn del Sanatorio 
Psiquiâtrico de Conxo.
Estos dos problemas, segûn los datos 
aportados en las investigaciones realizadas, se 
centran, fundamentalmente, en el desajuste producido 
en el per lode transiterio actual, derivado del
proceso de transferencias sanitarias a la Comunidad
Autônoma de Galicia, y por el nuevo disefio que en 
materia psiquiâtrica ha quedado configurado por las 
leyes 14/1986, de 25 de abril. General de Sanidad, y 
la 7/1985, de Bases de Régimen Local.
En definitiva, esta Instituciôn ha podido 
observar que en esta situaciôn converges tres tipos 
de factores:
a) Inexistencia de un cauce fluldo de diâlogo 
y coordinaciôn entre los représentantes de 
las diferentes administréeiones, por lo 
que no se ha llegado a la planificaciôn de 
la asistencia psiquiâtrica en dicha 
Comunidad Autônoma.
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b) La nueva Ley de Bases de Régimen Local no 
atribuye competencia a las Diputaciones 
Provinciales, en materia de Sanidad. Lo 
que plantea la revisiôn de las posibles 
ampliaciones o modificaciones de la red 
asistencial existente en este momento.
c) Al no haberse realizado todavla el proceso 
de transferencias del INSALUD, la 
Comunidad Autônoma de Galicia no tiene 
competencias para gestionar la atenciôn 
del enfermo mental beneficiario de la 
Seguridad Social. Teniendo en cuenta, 
ademâs, que la red propia del INSALUD es 
del todo insuficiente para atender la 
demanda de la provincia.
Como conclusiôn de este anâlisis, se ha 
enviado al excelentisimo seflor Ministro de Sanidad 
una recomendaciôn, la cual exponemos a continuaciôn:
SUGERENCIA elevada al Excmo. Sr. Ministro 
de Sanidad y Consumo por la tramitaciôn de 25 quejas 
registradas con el nûmero 12.131/86, enviadas por 
enfermos pslquicos o sus familiares de la provincia 
de La Corufla.
Se trataba, como ya se expuso, de la 
descoordinaciôn en materia psiquiâtrica de las 
distintas administraciones sanitarias de la 
Comunidad Autônoma de Galicia y de los problemas
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derivados del reintegro de gastos por el INSALUD 
para aquellos enfermos que precisaban utilizar los 
servicios dependientes de la Fundaciôn del Sanatorio 
Psiqui&trico de Conxo.
Se interfer Ian en este conflicto varios 
factores como la inexistencia de un cauce de diâlogo 
entre los représentantes de las diferentes 
administraciones; la falta de competencia en materia 
de Sanidad de las Diputaciones Provinciales al 
amparo de la nueva Ley de Bases de Régimen Local y 
la demora de transferencias del INSALUD en materia 
de Seguridad Social.
A tenor de lo anteriormente expuesto y 
para encontrar una soluciôn,que pudiese resolver las 
dificultades de asistencia planteada por numerosos 
enfermos, que estaban siendo atendidos en los 
servicios dependientes de la Fundaciôn del Sanatorio 
Psiquiâtr ico de Conxo, esta Instituciôn elevô al 
Excmo. Sr. Ministro de Sanidad y Consumo SüGERENCIAS 
en los siguientes términos:
"A tenor de lo anteriormente expuesto y 
para encontrar una soluciôn, esta Instituciôn 
entiende que se podrlan arbitrer las siguientes 
medidas:
1) Inicio de conversaciones entre la
Diputaciôn Provincial, el INSALUD, y el
Ministerio de Sanidad, presididas por el
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Consejero de Sanidad de la Xunta# con el 
fin de que se cree un Organo Coordinador.
2) Elaboraciôn por parte de la Consejerla de 
Sanidad del Plan de Asistencia 
Psiquiâtrica (con el concurso de 
diferentes asesores de todas las 
Administraciones).
3) Propuesta de convenio mientras no se 
efectûen las transferencias del INSALUD, 
entre el Ministerio de Sanidad y Consumo y 
la Xunta de Galicia, para la puesta en 
marcha de la Ley de Sanidad, en el âmbito 
de la Asistencia Psiquiâtrica.
Si hasta aqul ha sido planteada la primera 
cuestiôn sobre la necesaria coordinaciôn 
administrativa, queda por analizar el 
reintegro de gastos producidos por la 
asistencia psiquiâtrica por el uso de los 
servicios dependientes del Sanatorio 
Psiquiâtrico de Conxo.
Como V.E. bien conoce, el problema del 
reintegro de gastos por uso de medios 
ajenos a la Seguridad Social y 
concretamente la cobertura de la 
asistencia psiquiâtrica ha sido una 
constante preocupaciôn en la actuaciôn del 
Defensor del Pueblo, y se ha planteado en
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los sucesivos Informes Parlamentarios 
enviados a las Cortes Générales.
En el Informe correspondlente a 1.983 se 
sugerla textualmente:
"Para la mejor protecciôn de los derechos 
asistenciales de los enfermos se ha 
propuesto una nueva redacciôn de los 
artlculos 18 y 19 del Decreto 1766/1967, 
de 16 de noviembre, sobre asistencia 
sanitaria en la Seguridad Social con 
medios ajenos y hospitalizaciôn no 
quirûrgica para solucionar frecuentes 
quejas por:
a) Reintegros de gastos, tras errores 
cllnicos de los servicios propios.
b) Reintegro de gastos tras soportar 
largas listas de espera.
c) Hospitalizaciôn no quirûrgica y 
reintegro de gastos tras ingresos por 
enfermedad mental grave o cualquier otra 
enfermedad grave no quirûrgica, en 
relaciôn con lo que disponen los artlculos 
98 y 103 de la Ley General de la Seguridad 
Social".
En este mismo sentido nos permitimos 
recorder a V.E. que el Tribunal Central de
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Trabajo mantiene una jucisprudencia 
reiterada y  constante sobre el derecho de 
los beneficiarios de la Seguridad Social a 
la prestaciôn sanitaria en los casos de 
hospitalizaciôn no quirûrgica, como es la 
asistencia psiquiâtrica.
Por su interés reproducimos la Sentencia 
de 4 de noviembre de 1986, que en su 
primer considerando afirma:
" Este Tribunal viene declarando 
reiteradamente en orden a las 
hospitalizaciones en centros 
psiquiâtricos privados de enfermos 
afiliados a la Seguridad Social, que 
esta viene obligada, por imperative 
de lo preceptuado en el artlculo 103 
y concordantes de la Ley General de
S.S. de 30 de mayo de 1974, en 
relaciôn con los artlculos 19 y 28 
del Decreto 2766/1967, de 16 de 
noviembre sobre prestaciones de 
asistencia sanitaria, pues en el 
artlculo 28 se incluye entre la 
medicina de urgencia a facilitar por 
la S.S. la de neuropsiquiatrla y en 
el artlculo 19 se dispone que la 
hospitalizaciôn no quirûrgica podrâ 
ser acordada por la Entidad Gestora 
de Oficio o a propuesta del 
facultative que presta la asistencia
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siempre que la naturaleza de la 
enfermedad ezija un. tratamiento o 
diagnôstico que no pueda realizarse 
en el domic 11 io del paciente o en 
régimen ambulatorio o que la 
enfermedad sea transmisible o que el 
estado o conducts del paciente ezija 
una vigilancia sanitaria continua, y 
agrega en su segundo p&rrafo que 
cuando no pueda efectuarse en una 
instituciôn de la S.S. o çoncertada 
con ella, podré llevarse a cabo en 
cualquier establecimiento de la red 
hospitaleria nacional que cuente con 
instalaciones adecuadas, siendo los 
gastos a cuenta de la Seguridad 
Social, de ahi que los internamientos 
por causas psiquiâtricas que reûnan 
taies requisites sean lôgica 
consecuencia de la asistencia 
integral a que tienen derecho cuantos 
se hayan integrados en su campo de 
apiicaciôn y que taies prestaciones 
no tengan carâcter graciable ni 
entren en el âmbito discrecional, 
pues la circunstancia de que por 
negligencia legislativa no se haya 
desarrollado y concretado
reglamentarlamente lo dispuesto en 
las invocadas disposiciones no 
constituye causa suficiente para que 
los trabajadores o sus familiares
185.
queden excluidos de protecciôn en 
este tipo de enfermedades que afectan 
a su integridad flsica y capacidad 
laboral, si bien para que triunfe el 
reintegro de gastos es imprescindible 
conste no sôlo la orden médica de
internamiento sino la imposibilidad 
de facilitarlo por las instituciones 
de la Seguridad Social y de
realizar el tratamiento en el
domicilio del paciente o en régimen 
ambulatorio; tal doctrina es fruto de 
una constante jurisprudencia, entre 
la que podemos citar la sentencia de 
este tribunal de 15 de marzo de 1971, 
30 de enero de 1973, 20 de febrero de 
1975, 30 de marzo de 1978, 6 de junio 
de 1979, 23 de julio de 1981, 30 de 
mayo de 1979".
Tratândose de una interpretaciôn de la Ley 
que como hemos dicho, es constante y 
reiterada, entiende esta Instituciôn que
debe ser asumida por la Administraciôn por 
cuanto de lo contrario podrlan producirse 
supuestos de manifiesta desigualdad 
jurldica, pues como ya ha dicho el 
Tribunal Constitucional (S.T.C. 103/1983
de 22 de noviembre), "la igualdad ante la 
Ley consiste en que cuando dos supuestos 
de hecho sean iguales, las consecuencias 
jurldicas que se extra igan de taies
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supuestos de hecho, han de sec aslmismo 
iguales", y en esta misma llnea, el 
Tribunal Constitucional, define el 
principio de igualdad ante la Ley "como un 
derecho subjetivo de los ciudadanos a 
obtener un trato igual, que oblige y 
limita a los poderes pûblicos a 
respetarlo, y que exige que los supuestos 
de hecho iguales sean tratados
idênticamente a sus consecuencias 
jurldicas, abarcando también la igualdad 
en la apiicaciôn de la Ley” (S.T.C.
2/1983, de 24 de enero).
Por todo lo expuesto y de acuerdo con lo 
dispuesto en el artlculo 30 de la Ley 
Orgânica 3/1981 por la que nos regimos, 
esta Instituciôn SÜGIERE que en tanto no 
se tomen las medidas en orden a la
adecuada atenciôn de los enfermos 
pslquicos, se procéda a establecer el
cor respondiente convenio, entre el INSALUD 
y la Fundaciôn del Sanatorio Psiquiâtrico 
de Conxo, en virtud del cual se garantice 
a los enfermos la prestaciôn de la
asistencia psiquiâtrica con cargo a los 






El an&lisis del MATERIAL, expuesto en el 
capitule pcecedente, permite deducic la existencia 
de una serie de lagunas o carencias maniflestas en 
la articulaciôn de la asistencia psiquiâtrica 
pûblica y en la efectiva tutela de los derechos 
constitueionales del enfermo mental. Los RESULTAOOS 
obtenidos de dicho estudio revelan, efectivamente, 
esta situaciôn cacencial, que trataremos de 
sintetizar, manteniendo el esquema seguido en 
anter io ces capitules.
No obstante, previamente, debemos hacer 
algunas observaciones générales en relaciôn con el 
MATERIAL utilizado y la valoraciôn de los RESOLTADOS 
obtenidos. Habrâ que advertir, en primer lugar, que, 
dadas 2 as caracterIsticas del material objeto de 
estudio, el aporte cuantitativo a cada apartado es 
significatlvcnente diferente. Sobre algunos 
apartadcs existe un amplio nûmero de quejas, 
mientras que, respecto a otros apartados, el nûmero 
es muy reducido.
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Tal circunstancia, sin embargo, no resta
validez a los propios RESULTADOS, ya que una sola 
denuncia puede ser suficiente para evidenciar una 
carencia general. En efecto, una sola queja 
denunciando la negativa de la Seguridad Social al 
reintegro de gastos por asistencia psiqui&trica 
hospitalaria, corroborada por la propia 
Administraciôn en su informe sobre el particular, es 
suficiente para establecer de manera indubitada la 
posiciôn de la Seguridad Social respecto a la no
gratuidad de la asistencia psiquiâtrica a favor de 
sus beneficiarios.
Una situaciôn similar puede encontrarse en 
un solo expediente en el que conste la inexistencia 
de Hospitales Psiquiâtricos en una provincia 
determinada. No es necesario el aporte de nuevas 
quejas para corroborar dicha situaciôn. Los datos 
estadlsticos vendrân determinados, no tanto del 
nûmero de quejas presentadas, como de la poblaciôn 
afectada por la carencia asistencial, advertida a
través de una sola queja.
Los RESULTADOS, que se exponen a
continuaciôn, refiejan los déficits mâs
significatives, despreciando aquellos aspectos 
marginales o aquellos supuestos que requerirân, para 
una adecuada ponderaciôn, la aportaciôn de un mayor 
nûmero de expedientes de los que ha sido posible 
manejar. En cualquier caso, deberân diferenciarse 
aquellos supuestos que refiejan una manifiesta 
insuficiencia asistencial, detectada en la normativa
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general, de aquellas deficlenciaa derivadas de un 
anônalo funcionamiento de 1» Administraciôn en un 
caso concreto. En el primer supuesto, la deficiencia 
administrative tiene carâcter general sin lugar a 
dudas, en el segpndo sypuesto, la ponderaciôn de la 
deficiencia debe ceflirse al caso concreto, si bien 
la reiteraciôn de la misma puede permitir la 
extrapolaclôn con un valor mâs generalizado.
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2. DBSCRIPCIOM DE LOS RESOLTADOS.
2.1. Derechos fundamentalea del enfermo mental.
Existe una falta de infocmaciôn noteria en 
amplios sectores de la poblaciôn acerca de los 
derechos de los ciudadanos sobre las obligaciones y 
responsabilidades de la Administraciôn Pûblica en 
materia de asistencia sanitaria y, en concrete, de 
la asistencia psiquiâtrica.
En concrete, esta desinformaciôn es 
significative en relaciôn con las normes por las que 
se rige la Administraciôn, procedimientos de 
actuaciôn, cauces administrativos para formuler o 
reivindicar derechos o pretensiones concretes, 
procedimientos y plazos para interponer recursos y, 
en general, la complejidad burocrâtica de la 
Administraciôn Pûblica. Esta situaciôn origine, en 
muchas ocasiones, graves y dolosos casos de 
indefensiôn de los ciudadanos en relaciôn con la 




La normativa sobre la publicidad de las 
sustancias 1égalés tôxicas es inadecuada para una 
efectiva prpvenciôn de la drogodependencia. A mayor 
abundamiento, es manifiesto el incumplimiento de la 
legislaciôn vigente sobre prohibiciôn de adquisiciôn 
de bebidas alcohôlicas poc parte de los menoces.
Las sanciones por trâfico de sustancias 
tôxicas ilegales son claramente insuficientes, 
especialmente, las penas de reclusiôn establecidas 
en la legislaciôn vjgente.
La educaciôn sanitaria, como eficaz 
instrumente de prevenciôn para evitar la iniciaciôn 
en el consumo de drogas mediante el conocimiento 
documentado de los perniciosos efectos de las 
mismas, todavla no ha sido inclulda como disciplina 
docente en el sistema éducative espafiol.
2.2.2. Tratamiento.
a) Ambulatorio
Las estructuras asistenciales de la 
Seguridad Social no prestan tratamiento 
psicoterapeûtico a los enfermos necesitados, ni 
siquiera, cuando, segûn los criterios de sus propios 
facultatives, dicho tratamiento sea el ûnico
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procedlmieftto Wecuado p«ca obt*n«i 1« cucaçiôs 
•nfecBo.
BxistiM cAcenciw notablea de qnid:ade@ 
eatraJüoepitalar lag (Cnidade# de Die* Talleres). 
Eetas «aidedes coastituyea un efleas recur so 
terapedtico intermedio entre la hospitalizacidn y la 
consulta 2unbulatocia. Sji déficit «a maoifiesto en el 
medio rural.
b) Bflapltalario
La disparidad en la valoracidn diagndsticm 
del enfermor con propuestas diferentes de 
orientaciôn terapeütica, efeetuada deede Centcos de 
Asistencia diversos, isiposibilita, en muchos casos, 
que se pueda s.equlc el tratamiento adecuado para la 
curaciôn del enfermo.
La carencia de camas psiquidtricas en 
alguncs Centros o la incorrecte distribucidn de las 
mismas da lugar a que hay a enfermes mentales que, 
precisando hospitalizaclûn, tengan que permanecer en 
sus dom ic il LOS con sujeciôn mecdnica o abandonados 
en la via pûblica, con el consiguiente riesgo para 
si misiros y para les dem&s ciudadanos.
Se mantiene el criterio de 1 imita r el 
tiempo de estaneia en los Bospitales Psiqui&tricos, 
aûn cuando requieran un pLaso mayor de internamienbo 
para que su cuadro patoldgico pueda remitir lo 
suficiente, antes de iniciar un programs terapedtico
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ambulatorio o domiciliacio que le permita una plena 
rehabilitacidn.
Existen graves desequilibrios estructura- 
les, en materia de asistencia psqiqui&trica, entre 
las diferentes Comunidades Autdnomas, lo que origine 
una manifiesta desigualdad entre los ciudadanos por 
razones de residencia o vecindad territorial.
La situaciôn descrita se agudiza a nivel 
provincial, al existir provincias que carecen de los 
requisites minimos para la atenciôn de sus propios 
enfermes.
La Administracidn Sanitaria, a través de 
sus diferentes organismes, no asume la 
responsabilidad de orienter, gestionar y resolver el 
problems planteado por el enfermo mental. Cuando no 
es compétente en el caso concreto, se limita a 
denegar la asistencia, ajustândose a criterios mu y 
estrictos, sin proseguir la gestiôn que resuite mâs 
favorable para el interesado, contactando con otros 
organismes que puedan resolver el problems 
planteado.
Se han descrito situaciones en las que un 
enfermo, que précisa internamiento por indicaciôn de 
un Servicio de Psiquiatria de un Hospital General, 
al no existir camas libres en dicho Hospital, inicia 
una "peregrinaciôn" por Centros diverses hasta 
acabar en un Centro Privado, que debe abandonsr al 
cabo de una semana al carecer de recursos econbmicos
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para sufragac los gastos. El enfermo vuelve a 
encontrarse, asl, en la calle, muchas veces 
abandonado.
C) Centras Psiqui&triena Peniteneiarioa.
La aplicaciôn de la eximente primera del 
artlculo octavo del Côdigo Penal a aquellos enfermes 
mentales' condenados por la comisiôn de un delito 
supone, en muchas ocasicnes, una situaciôn mâs 
gravosa que si se les hubiera aplicado el rëgimen 
comûn. El internamiento en un Centro Psiquiâtrico 
Penitenciario se puede alargar indefinidamente, sin 
lograr, por otra parte, una mejora en su enfermedad, 
al carecer estos Centros de programas de tratamiento 
complète de recuperaciôn y rehabilitaciôn de estos 
enfermos.
2.2.3. Rehabilitaciôn.
No se ha establecido un sistema general de 
asistencia comunitaria para el tratamiento 
rehabilitador del enfermo mental, a través de 
Centros adecuados como Residencias, Talleres y 
Programas de reinserciôn social, en situaciôn de 
extrahospitalizaciôn. Dna consecuencia grave de esta 
carencia asistencial es la derivaciôn de los 
enfermos mentales, una vez extrahospitalizados, a 
los Albergues Municipales de Transeûntes.
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2.2.4. Integraciôn. Reinserciôn.
Se ha comprobado una actitud de rechazo e 
insolidaridad de familiares y colectivos ciudadanos 
en celaciôn a los enfermos mentales. Ciertas 
funciones y responsabilidades, propias del clrculo 
familiar y ambiental del paciente, se pretenden 
transferir a los Servicios de la Comunidad, 
dificultando la integraciôn social del enfermo 
mental.
Enfermos alcchôlicos con mal pronôstico de 
su enfermedad son rechazados por Instituciones 
especializadas/ sin facilitarles los medios 
materiales necesarios para su reinserciôn.
2.2.5. Drogadictos.
En numerosas quejas se refleja la penosa 
situaciôn econômica en que se encuentran las 
familias de enfermos drogadictos, como consecuencia 
de la conducta delictiva de èstos.
En ocasiones# usurpan los ingresos 
familiales para adquisiciôn de drogas; en otros 
casosr venden objetos o instrumentos de uso 
profesicnal o doméstico; no faltan los que suscriben 
crédites que, al no poder hacerles frente, recaen 
sobre la ptopia familia. Finalmente, se han descrito 
numerosos cases de agresiones y violencias flsicas 
de los drogodependientes a sus familiares, que, por
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otra parte, no encuentran los apoyos précisés para 
la curaciôn del enfermo.
2.3. egQtecciôn jmldica.
2.3.1. Tutela de la libertad. Internamiento.
a) Informaciôn.
Se han constatado reiteradas peticiones de 
los propios enfermos mentales, despuës de varies 
aflos de internamiento, en los que demandan 
informaciôn acerca de las razones por las cuales 
fueron declarados incapaces y sometidos a tutela 
judicial.
Numerosos enfermos mentales en situaciôn 
de internamiento carecen, incluse, de Documente 
Nacional de Identidad.
Se ha podido comprobar, igualmente, el 
desconocimiento y desinformaciôn de los enfermos 
mentales e, incluse, de las autoridades compétentes, 
acerca de las medidas protectoras adoptadas por la 
Ley 13/1983, de 24 de octobre por la que se reforma 
el Côdigo Civil, en materia de incapacitaciôn y 
tutela.
b) AutQcizaciôn.
En numerosas quejas queda reflejada la 
actitud pasiva de las autoridades judiciales y
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gubernativas ante el requerimiento de los familiares 
para que se adopten las medidas necesarias, en orden 
a la incapacitaciôn e internamiento de los enfermos 
mentales.
Existe una laguna legal respecte a la 
obligaciôn de los ôrganos judiciales de ordenar el 
internamiento de personas desamparadas, sin familia 
o tutor, que precisan tratamiento hospitalerio.
c) Hospitalizaciôn penitenciaria.
Las autor idades judiciales no cumplen, con 
la generalidad y prontitud deseables, las 
prescripciones del Côdigo Penal en relaciôn con los 
enfermos mentales judiciales, acogidos a la eximente 
primera del articule 8 de dicho cuerpo legal. 
Prolongaciôn indebida del internamiento,
inaplicaclôn de las medidas de seguridad 
postcelictual de carâcter curative, programas de 
tratamiento y denegaciôn de la autorizaciôn 
pertinente para acogerse a establecimientos 
especializadcs, que permita al enfermo el control 
cllnico que posibilite su curaciôn y rehabilitaciôn 
posterior, son algunas de las medidas cuya 
inap.' icaciôn es relativamente frecuente.
Se ha podido comprobar, igualmente, la 
situaciôn de toxicômanos, en rëgimen de libertad 
provisional, que se encuentran en proceso de
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rehabilitaciôn en algûn centro especializado, que 
deben interrumpirlo para cumplir la pena de 
privaciôn de libertad, dictada en el "interim" en 
sentencia judicial. Se quiebra el proceso de 
curaciôn del enfermo, sin que se adopten las medidas 
pertinentes que pudieran evitar esta drâstica 
medida.
- , La ausencia de establecimientos 
penitenciarios para jôvenes agrava la situaciôn de 
los toxicômanos de este sector de la poblaciôn, 
dificultando su rehabilitaciôn y reinserciôn social.
Se han descrito supuestos reiterados de 
nifios y adolescentes, débiles mentales con 
importantes transtornos de conducta, que no son 
admitidos ni en el Hospital Psiquiâtrico, ni en el 
Centro de Educaciôn Especial, por carecer dichas 
Instituciones de las estructuras asistenciales 
adecuadas para su corrects atenciôn. Los enfermos 
deben permanecer en su domicilio, a pesar de que 
precisan un tratamiento especializado en un Centro 
adecuado.
2.3.3. Amhito laboral.
Hay un grupo importante de personas que 
presentan problMnas laborales derivados de su 
enfermedad mental.
Q g  Si
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Nuchas veces, abandonan el trabajo durante 
algunos dlas, sin ninguna explicaciôn y firman el 
finiquito sin saber lo que hacen.
Debido a los trastornos que sufren no 
reclaman a tiempo el reconocimiento de sus derechos, 
por lo que, poster iormente, se encuentran en 
situaciôn de desamparo.
Al pretender beneficiarse de las 
prestaciones que legalmente les pudiera 
corresponder, no se tienen en cuenta los motivos por 
los que se han producido las irregularidades de sus 
conductas y que, en su momento, fueron la causa de 
la pèrdida del empleo (se da muy frecuentemente en 
personas con sintomatologia délirante y 
alcohôlicos) .
2.3.4. Protecciôn social.
La atenciôn integral del enfermo mental no 
estâ cubierta, en la prâctica, por la Segur idad 
Social, ni por los cauces alternativos de los que, 
obligator lamente, disponen otros organismos 
dependientes de Administréeiones Pûblicas.
No se considéra con prioridad el ingreso 
de personas enfermas mentales, donde se afladen a la 
gcavedad del cuadro cllnico agudo, circunstancias 
sociales y familiares verdaderamente dramâticas, que 
potencian el pronôstico severo de la enfermedad.
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En muchas ocasiones es imposible realizac 
el ingreso de un enfermo mental por falta de medios 






Al exponer los OBJETIVOS de esta mémorla 
manifestamos nuestca intenciôn de contrastât los 
principios que inspiran nuestra legislaciôn en 
relaciôn con los disminuidos pslquicos, expuestos en 
la INTRODUCCION, con la realidad concreta deducida 
de las quejas presentadas ante el Defensor del 
Pueblo. El examen de este MATERIAL nos ha permitido 
obtener unos RESOLTADOS que, sin ser exhaustivos de 
la praxis de la asistencia psiqui&trica pûblica, 
pueden ser significatives de las carencias y 
desajustes entre los objetivos del legislador y la 
efectiva prestaciôn de la Sanidad Pûblica.
Es évidente que muchas de estas 
discordancies deben ser interpretadas desde la 
dificultad de alcanzar el ideal del deber ser, 
propuesto por el legislador, y el ser o real idad 
social concreta, mucho mâs prosaica y, en 
definitive, mâs realista que la utopla legislative. 
Hecha esta advertencia, no cabe duda, sin embargo, 
que los poderes pûblicos pueden y deben esforzarse 
en lograr una mayor aproximanciôn a este marco 
ideal. Existen carencias asistenciales claramente 
subsanables y hay incumplimientos que no requieren
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otro esfuerzo que la superaciôn de la negligencia y 
de la cutina burocrâtica.
En estas pâginas dedlcadas a la DISCOSION# 
vamos a centcacnos en los grandes problèmes que, en 
nuestra opiniôn, plantea la asistencia psiqui&trica 
pûblica - dentro del marco del MATERIAL aportado-, 
renunciando a plantear aspectos tangenciales o 
menores que extenderlan indebidamente el âmbito de 
esta memoria, sin lograr, por otra parte, 
aportaciones relevantes.
1. El ,deL£chQ a la asistencia psiquiatrica.
El an&lisis de la legislaciôn vigente, 
realizado en la Introducciôn, nos permitla conduit 
que, tanto los preceptos constitueionales como la 
legislaciôn ordinaria, reconocen el derecho de los 
ciudadanos a la asistencia psiqui&trica.
Esta conclusiôn, sin embargo, contrasta 
con la realidad social. Como se ha podido comprobar, 
a través de las quejas recogidas en esta Memoria y 
los Resultados obtenidos, en la actualidad la 
asistencia psiqui&trica continûa sin ser incluida 
entre los servicios asistenciales de la Seguridad 
Social.
El desfase entre las previsiones 
legislativas y la situaciôn real de la asistencia 
psiqui&trica puede encontrar una explicaciôn 
coyuntural en el coste econômico de la reforma
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psiqui&trica. Como suele ocurrir con los derechos 
fondamentales de contenido socio-econômico, su
reconocimiento formai puede quedar vacio de
contenido si no se aportan los recursos necesarios 
para su efectivo ejercicio; sin embargo, la 
disponibilidad de los recursos depende de la
situaciôn econômica general y de los criterios 
politicos a la hora de fijar las prioridades 
sociales.
No obstante, las dificultades de car&cter 
econômico no pueden conducir a la negaciôn de hecho 
de un derecho reconocido a nivel constitucional. 
Asl, résulta inadmisible la actitud de la Seguridad 
Social que, de manera reiterada, niega el derecho a 
la prestaciôn psiqui&trica a sus beneficiarios. Y 
ello, a pesar de que de una manera, tambiën, 
reiterada y constante, la jurisprudencia reconoce a 
los beneficiarios de la Seguridad Social el derecho 
al reintegro de gastos por prestaciôn psiqui&trica, 
como hemos tenido ocasiôn de comprobar en p&ginas 
anteriores.
La "progresiva implantaciôn" de la 
asistencia psiqui&trica, a que hace referencia la 
Ley General de Sanidad, debe partir, por tanto, del 
reconocimiento del derecho a la asistencia 
psiqui&trica y, mientras no se implante un sistema 
complète y suficiente, arbitrer fôrmulas 
alternatives que permitan atender a los enfermos 
mentales que lo precisen, mediante la utilizaciôn 
adecuada de los recursos existentes y la
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coordinaciôn de las cedes sanltacias de las 
diferentes Administréeiones Pûblicas, que en este 
momento son compétentes en la materia.
La asistencia psiqui&trica no puede ser 
contemplada como un aspecto marginal y diferenciado 
de la Sanidad pûblica. Muy al contrario, partiendo 
del principio de universalidad de la prestaciôn 
sanitaria, el cuidado de la salud mental debe 
incluirse en la atenciôn y protecciôn general de la 
salud. "La salud mental es un aspecto especlfico 
pero inseparable de la salud en general. En este 
momento de tramitaciôn de la Sanidad, que afecta a 
la propia definiciôn de la actuaciôn sanitaria, al 
modèle de servicios propuesto a la poblaciôn y a la 
configuraciôn de los elementos b&sicos del sistema 
de salud, la reforma sanitaria, en la perspectiva de 
un Sistema Nacional Sanitario, ha de incluir la 
salud mental como una parte de la misma".^^
2. Administraciôn Sanitaria y estructuras
asistenciales.
Al examinât este apartado, los resultados 
obtenidos nos permiten sistematizar los déficits 
actuales en los siguientes puntos: a) déficits
estructurales y de equipamento; b) descoordinaciôn
Informe de la Comisiôn Ministerial para la 
Reforma Psiqui&trica. Abril de 1985. Madrid, 1985, 
pag. 16.
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entre los diferentes organismes sanitacios; c) 
disparidad de criterios clinicos desde diferentes 
organismos pûblicos.
Ya hemos descrito la carencia de unidades 
extrahospitalarias que pueden constituir un eficaz 
recurso terapéutico intermedio entre la consulta 
ambulatoria y la hospitalizaciôn. Aslmismo, se 
observa, la carencia de camas psiqui&tricas en 
algunas provincias, lo que provoca el desplazamiento 
a otras e impide que numerosos enfermos puedan 
recibir el tratamiento mâs adecuado para su 
rehabilitaciôn.
Finalmente, se ha podido comprobar, 
igualmente, un notable desequilibrio entre otros 
tipos de recursos asistenciales de las distintas 
provincias, encontrândose algunas sin ningun medio 
asistencial.
Todo ello conduce a un tratamiento 
inadecuado del enfermo e, incluso, a una 
inexistencia de tratamiento que da lugar, en 
ocasiones, a una situaciôn vejatoria de la persona. 
Asl, al no recibir el tratamiento adecuado, el 
enfermo ha de permanecer en su domicilio, muchas 
veces, con sujecciôn mecânica y, en otras ocasiones, 
abandonado en la via pûblica.
La ausencia de Centros asistenciales 
prôximos a su medio habituai exige el desplazamiento 
a otros Centros mâs lejanos, lo que conlleva el
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desarcaigo y cronificaciôn de los paclentes, el 
tratamiento a distancia del medio habituai e 
intecnamientos innecesarios que, desde un punto de 
vista cllnico, podrlan ser tratados en régimen 
ambulatorio (servicios extrahospitalarios).
La descoordinaciôn entre las diferentes 
admin1st r ac iones sanitarias es igualmente évidente. 
Existe descoordinaciôn entre la Administraciôn 
Central, la Autonômica y la Local; pero, también, se 
produce entre las Administraciones Provinciales, aûn 
perteneciendo a la misma Comunidad Autônoma.
La existencia de diverses Administraciones 
Pûblicas, diferenciadas por su âmbito territorial, 
como expresiôn del modelo de Estado de las 
Autonomies vigente actualmente en Espafla, no puede 
interpretarse como un conjunto de Administréeiones 
yuxtapuestas e independientes, que nada tienen que 
ver entre si.
Esta visiôn atomizada de la Administraciôn 
Pûblica es claramente contraria a las bases del 
Estado de las Autonomies diseûado en nuestra 
Constituciôn. Ademâs del principio de solidaridad 
que debe régir las relaciones entre los entes 
autonômicos, de acuerdo con los artIculos 2 y 138 de 
la Constituciôn Espahola, los preceptos 
constitueionales arbitran una serie de principios y 
medidas de actuaciôn de las Administraciones 
Pûblicas, que deben estar ordenadas a la consecuciôn 
de una gestiôn coordinada y eficaz, atendiendo a los 
sectores générales de la Comunidad.
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En el caso concreto de la Sanidad, la 
Constituciôn atribuye la competencia exclusive al 
Estado (Administraciôn Central) para establecer las 
"bases y coordinaciôn general de la sanidad".
Corresponde, por tanto, a la 
Administraciôn Central no solo sentar las bases 
normatives comunes para todo el Estado en materia de 
Sanidad, sino también articuler los mecanismos de 
coordinaciôn entre las diferentes Administraciones 
Pûblicas, que garanticen una acciôn homogénea y 
eficaz dentro de todo el Estado.
Conexo con este ûltimo aspecto, debemos 
llamar la atenciôn sobre la inhibiciôn de las 
administraciones en la resoluciôn de los problemas 
de los administrados cuando rebasan el âmbito 
estricto de su competencia. Hemos podido 
comprobar^^ cômo los organismos de la 
Administraciôn se inhiben cuando el enfermo solicita 
una gestiôn, que excede la competencia estricta de 
dicho organismo. Comienza, asl, lo que hemos 
denominado "peregrinaje" del enfermo por los 
diferentes organismos de la Administraciôn, como si 
se tratara de departamentos estancos e inconexos 
entre si. En nuestra opiniôn, la Administraciôn 
demandada debe orienter, encaminar y resolver -en
^^artlculo 149, 16". 
^^vid. RESULTADOS, n"
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relaciôn con las otras administraciones- el problems 
planteado por el administrado, evitando que se
pierda y tal vez muera en la marafla burocrâtica de 
las diferentes dependencies administratives.
En este complejo entramado burocrâtico 
resultan, igualmente, llamativas las consecuencias
negativas que se derivan para los administrados de 
la disparidad de diagnôsticos clinicos, efectuados 
por facultativos desde diferentes organismos 
sanitarios pûblicos, cuando solicitan una prestaciôn 
sanitaria o econômica (plaza en Centro de
Rehabilitaciôn o invalidez). Las orientéeiones 
terapeûticas diferentes, a veces contradictories, 
impiden un tratamiento adecuado del enfermo.
Nos encontramos de nuevo ante un supuesto 
de évidente descoordinaciôn administrative. Parece 
aconsejable que, si desde un organisme pûblico se 
propone un tratamiento psiquiâtrico, que no puede 
realizarse en el propio centro hospitalerio, se
realicen, desde el propio Centro, las gestiones 
necesar ias para la admisiôn del enfermo en otro 
Centro. Es necesar io evitar que -como se ha descrito 
en algunas quejas- prosiga buscando por su cuenta 
ese Centro -de acuerdo con el diagnôstico emitido- y 
cuando lo encuentra, en dicho Centro se produce un 
diagnôstico o una orientaciôn terapeûtica distinta y 
la consiguiente inadmisiôn en el Centro solicitado. 
Se reproduce, asl, la complejidad burocrâtica que 
envuelve al administrado y que convierte el "vuelva 
usted mahana" de Larra en el "vaya usted a otra
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pacte”, que, no solo no contribuye a mejocac al 
enfermo mental, sino que, m&s bien, puede agravar su 
situaciôn.
3. La prestaciôn paiquiAtrica.
La Constituciôn se refiere ezpresamente a 
cuatco aspectos de la asistencia psiqui&trica: 
prevenciôn, tratamiento, rehabilitaciôn e 
integraciôn social. Résulta évidente que, en la
pr&ctica, dichos aspectos est&n estrechamente 
relacionados e, incluso, al estudiar el MATERIAL se 
ha podido comprobar cômo en un sôlo ezpediente 
aparecen simult&neamente varios de los aspectos 
citados. Se trata, asl, de distintas fases de la
atenciôn al enfermo mental, de tal manera que un
adecuado tratamiento, sin el consiguiente proceso de
rehabilitaciôn o la posterior integraciôn social, 
pueden hacer totalmente ineficaz aquella inicial 
prestaciôn.
Desde la ôptica de la présente 
investigaciôn, no se pretende hacer un an&lisis 
exhaustive de las diferentes fases enunciadas, lo 
que excederla ampllamente los objetivos propuestos. 
Dos limitaciones aparecen claramente al afrontar 
esta cuestiôn: 1) por una parte, la que se dériva 
del material utilizado y, por lo tanto, de las 
peticiones o denuncias presentadas al Defensor del 
Pueblo, lo que oblige a ceflir la DISCOSION a estas 
cuestiones concretes, evitando otras que pudieran 
plantearse por su indudable interés cientifico, pero
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sin base documental aportada en la presente memoria, 
2) por otra parte, y por el sometimiento al MATERIAL 
aportado, vamos a limitarnos a valorar la prestaciôn 
asistencial, sin entrar en valoraciones cllnicas, 
dado que, en la mayor parte de los supuestos, se 
carece del historial cllnico indispensable para 
llevar a cabo una rigurosa investigaciôn cientlfica.
En materia de prevenciôn, el MATERIAL se 
limita a cuestiones relacionadas con alcohôlicos y 
drogodependientes, cesaltando, en ambos casos, 
deficiencias normativas o de aplicaciôn de la 
legislaciôn vigente.
El fâcil acceso de los nifios y jôvenes a 
las bebidas alcohôlicas refleja, por una parte, la 
escasa observancia de la legislaciôn vigente sobre 
prohibiciôn de venta de bebidas alcohôlicas a 
menores y, por otra parte, el arraigo de ciertas 
costumbres familiares en algunos sectores sociales 
de iniciar a los nifios en la ingestiôn de bebidas 
alcohôlicas a una temprana edad. Todo ello conduce a 
la cresciôn de hâbitos y dependencias del alcohol en 
menores que, por su falta de conocimiento y 
formaciôn, no pueden oponerse a esta iniciaciôn y 
evitar los efectos nocivos del mismo. La educaciôn 
familiar y la aplicaciôn taxativa de la legislaciôn 
vigente constituyen medios idôneos de prevenciôn de 
la dependencia alcohôlica.
En este mismo orden de cosas, séria muy 
eficaz en el piano preventivo la inclusiôn de la
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educaciôn sanitaria como disciplina oblitatoria en 
el sistema educativo. Una informaciôn solvente sobre 
las consecuencias dégradantes y nocives de las 
substancias tôzicas en general podrla evitar la 
iniciaciôn de muchos menores en el uso de los mismos 
y, consecuentemente, la apariciôn de h&bitos y 
dependencias difIcilmente erradicables en fases 
posteriores de su vida.
Se ha observado, igualmente, que las
medidas sancionadoras del tr&fico de drogas 
continûan siendo insuficientes, siendo précise un
agravamiento de las penas de reclusiôn por la
comisiôn de este delito.
En relaciôn con el tratamiento hospita­
ler io se ha podido comprobar que las altas 
prematures provocan ingresos repetidos posteriores 
que, segûn manifiestan los interesados, se evitan 
cuando el internamiento es algo m&s prolongado, 
sobre todo en paclentes con cuadros clinicos
esquizofrënicos.
Para atender situaciones como la descrita 
y casos semejantes se hace necesaria la existencia 
de hospitales de media y larga estancia, adem&s de 
las Unidades de Psiquiatria de los Bospitales 
Générales, ya que dichos internamientos romperian la 
din&mica de estos Hospitales.
^^Parece oponerse a esta posiciôn el Informe de la
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Bn cualquiec caso, parece oportuno que 
para procéder a la autor izaciôn del alta de un 
enfermo de un Hospital Psiquiâtrico, se cuente 
previamente con la estructura familiar o social 
adecuada que permita la continuidad del proceso 
terapeûtico. La creaciôn de Unidades de Dla, al 
tiempo que reducirla los internamientos e incluso 
los evitarla, facilitarla el proceso de 
rehabilitaciôn e integraciôn social del enfermo.
En este sentido, los Hospitales 
Psiqui&tricos actuales deberlan proporcionar el 
tratamiento curativo y rehabilitador necesario a sus 
pacientes, sin quedar supeditado este aspecto a la 
futura reforma de la asistencia psiqui&trica.
Para conseguir una reinserciôn social 
adecuada es necesario que las familias 
econômicamente débiles, que deban acoger a un 
enfermo mental al conclu!r el tratamiento 
hospitalerio, perciban una prestaciôn econômica que 
permita la atenciôn material adecuada del enfermo. 
En todo caso, es preciso que se adopten las medidas
Comisiôn Ministerial para la Reforma Psiqui&trica, 
que, en relaciôn con la hospitalizaciôn, afirma lo 
siguiente: "La hospitalizaciôn del enfermo mental se 
llevar& a cabo cuando aporte mayores beneficios 
terapéuticos que el resto de intervenciones 
réalisables en su entorno familiar y social. Eu 
duraeiôn, que ha de ser breve, estarâ en funeiôn de 
criterios terapeftticos" (o.c., p. 28).
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oportunas que impldan que el enfermo pslquico 
concluya su rehabilitaciôn en un albergue municipal.
La carencia de recursos econômicos no 
puede ser un impedimento para que el enfermo reciba 
la asistencia psiqui&trica précisa. El car&cter 
progresista de nuestra Constituciôn en esta materia 
es incompatible con la situaciôn de abandono de 
muchos enfermos pslquicos por carencia de medios 
econômicos. Por ello, deben garantizarse las 
prestaciones b&sicas a todos los enfermos pslquicos. 
Gratuidad con cargo a los Ayuntamientos, a través de 
la Asistencia Sanitaria, para quienes no disponen de 
recursos y con cargo a la Seguridad Social para sus 
beneficiarios, que precisen internamiento. La 
descoordinaciôn de las diferentes Administraciones 
Pûblicas no puede ser la causa que impida al enfermo 
pslquico la percepciôn de la asistencia psiqui&trica 
necesaria.
4. Tutela jmldica del enferaQ mental.
Las previsiones normativas contenidas en 
nuestra Constituciôn, ciertamente ambiciosas y 
progresistas, no encuentran un reflejo adecuado en 
la realidad cotidiana en materia de tutela jurIdica 
del enfermo mental.
La reforma del Côdigo Civil, realizada en 
1983, en materia de incapacitaciôn y tutela 
judicial, han supuesto un paso importante en la 
protecciôn de la libertad del enfermo mental; sin
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embargo, al examiner los RESULTADOS, expuestos en el 
capltulo anterior, se puede comprobar que los 
preceptos citados no se aplican con el rigor debido, 
lo que da lugar a situaciones irregulares, tanto en 
lo que se refiere a los internamientos como a la 
vigilancia del enfermo mental una vez internado.
La inobservancia reiterada de los 
preceptos légales por parte de las autoridades 
judiciales plantean una cuestiôn m&s de fondo que la 
que pudiera derivarse del mero incumplimiento de la 
ley, por parte de quienes est&n -quiz& en primer 
lugar-, obligados a respetarla y cumplirla.
Consideramos que tal incumplimiento, sin 
embargo, hay que inscribirlo en un marco m&s anqplio 
cual es el de la situaciôn precaria de la 
Administraciôn de Justicia en nuestro pals. La 
carencia de medios personales y materiales de la 
organizaciôn judicial pueden explicar mejor esta 
situaciôn que una mera acusaciôn de negligencia de 
los jueces. La acumulaciôn de funciones y 
responsabilidades que imponen a los jueces las 
reformas legislativas, si no van acompaAadas de los 
medios precisos para su eficaz cumplimiento, 
resultan totalmente inopérantes.
En este orden de cosas, séria oportuno que las 
facultades atribuldas a los jueces en materia de 
incapacitaciôn y tutela fueran confiadas a los
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Juzgados de F a m i l i a , c u y a  organizaciôn, prevista 
en la Ley de 7 de Julio de 1981, ha sido iniciada, 
pero no desarrollada adecuadamente. La especia- 
1izaciôn judicial y la delimitaciôn competencial son 
requisitos indispensables para una atenciôn adecuada 
de aquellas personas que, como consecuencia de su 
propia minusvalla, no pueden gobernarse por si 
mismos.
Tanto el internamiento del enfermo mental 
como su declaraciôn de incapacidad proceden 
normalmente del âmbito familiar por lo que quedaria 
justificada plenamente la intervenciôn de esta 
organizaciôn judicial. Pero, incluso, cuando el 
enfermo carece de familia o &sta no actûa, la ley
Los Juzgados de Familia han sido creados por el 
Real Decreto 1322/1981, de 3 de julio atribuyéndoles 
la competencia para conocer de las actuaciones 
judiciales previstas en los Titulos IV (matrimonio) 
y VII (relaciones paterno-filiales) del Libro I del 
Côdigo Civil, asi como de aquellas cuestiones, que 
en materia de Derecho de Familia, les sean 
atribuldas por las leyes. Dentro de las competencias 
descritas encuadrarlan perfectamente las funciones 
relativas a la declaraciôn de incapaciidad y tutela, 
asl como la autorizaciôn para el internamiento 
hospitalario. En la pr&ctica no han asumido estas 
funciones, salvo en el caso de menores. Por otra 
parte, la situaciôn de estos juzgados es, en estos 
momentos, imprecise legalmente, ya que la Ley 
Org&nica del Poder Judicial ni siquiera les 
menciona. Ello ha motivado que algunos autores 
consideren que "deben considerarse suprimidos, por 
el juego del silencio del artlculo 85.1 LOPJ con el 
silencio complete en el resto de la misma L.O.” (De 
la Oliva, A y Fernandez, N.A., Leceionea de Derecho 
Procesal, Barcelona, 1986, 3* edi., p. 41).
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impone al juez y al Ministerio Piscal^^ la 
obligaciôn de actuac de oficio en estas materias, 
actuaciôn pûblica ciertamenter pero sustitutiva de 
la familia en cualqulec caso.
La obligada Intecvenciôn para el 
intérnamiento del enfermo mental no puede demorarse 
por la pasividad judicial, ni convertirse en un 
formalisme rutinario, ya que la ley confiere al juez 
y al Ministerio Fiscal la misiôn de garante de la 
libertad del enfermo. La incapacitaciôn del enfermo 
es, igualmente, un procedimiento de salvaguarda del 
disminuido pslquico que, si no lo instan los 
familiales, el juez o el Ministerio Fiscal deberin 
promoverlo de oficio.
El articule 203 del C.C. dispone que: "El
Ministerio Fiscal deberi promover la declaraciôn si 
las personas mencionadas en el articule anterior 
(familiar o tutor) no existen o no lo hubieren 
solicitado. A este fin, las autoridades y 
funcionarios pûblicos, que por razon de sus cargos, 
conocieran la existencia de posible causa de
incapacitaciôn en una persona, deber&n ponerlo en 
conocimiento del Ministerio Fiscal”.
^^El articule 211 del C.C. dispone que: "El
internamiento de un presunto incapaz requerirà la 
previa autorizaciôn judicial, salvo que razones de 
urgencia hiciesen necesaria la inmediata adopciôn de 
tal medida, de la que se dar& cuenta cuanto antes al 
Juez y, en todo caso, dentro del plazo de 
veinticuatco horas. El juez tras examinar a la 
persona y oir el dictamen de un facultative por él 
designado, concederA o denegarà la autorizaciôn y 
pondrA los hechos en conocimiento del Ministerio 
Fiscal, a los efectos prevenidos en el articule 203.
219.
Por otra parte, la situacidn de Indigencia 
o abandono de muchos enfermes mentales, que hacen de 
la via pûblica su ûnica merada, révéla una laguna 
legal, al ne prever el legislader la obligaciôn del 
Ministerio Fiscal y del juez de procéder al 
internamiento hospitalario de estes enfermes. 
Les jueces, a quienes la Censtituciôn atribuye la
tutela de los derechos de los ciudadanos, deberlan
actuar como tutores légales de los minusvilides 
pslquicos, carentes de familia, mientras ne se 
precediere al nembramiente de un tutor adecuade.
En el marco de cuanto venimos discutiende, 
los Jueces deberlan actuar diligentemente, de
acuerdo con lo dispuesto en las leyes, en la 
autorizaciôn de los internamientos, ya que la demora 
o negligencia en concéder la autorizaciôn puede 
perjudicar gravemente el tratamiento del enfermo. 
Pero, cuando, por razones de urgencia, se ingrese a 
un enferme sin la autorizaciôn judicial, la
diligencia debe, igualmente ejercerse para 
ver if icar, con el dictamen de los facultativos per
El articule 203 del C.C., segûn la redacciôn 
anterior a 1983, imponia al Juez Municipal la
obligaciôn de proveer al cuidado de los enfermes 
mentales y de sus bienes muebles hasta el 
nembramiente de tutor, cuando per la ley ne hubiere 
otras encargadas de esta obligaciôn. "Si no le
hiciesen, serAn responsables de los daflos que per
esta causa sebrevengan a les meneres e
incapacitades".
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él nombrados, que, efectivanente, dlcho 
internamiento era necesario. Todo ello como una 
garantla efectiva de la libertad del enfermo, que 
-sin esa diligencia del juez- puede verse privado de 
la libertad, sin motivo o justification alguna. En 
los RESULTADOS se aprecia que estas situaciones se 
producen con excesiva frecuencia.
Résulta, igualmente, necesario que se 
aplique rigurosamente lo dispuesto en el artlculo 
211, ûltimo apartado, en relaciôn con la obligaciôn 
de juez de verificar la necesidad de proseguir el 
internamiento, cuando lo créa pertinente y, en todo 
caso, cada seis meses.^^
Séria preciso, también, subsanar la laguna 
legal en relaciôn con el internamiento de aquellas 
personas que carecen de familia o est&n abandonados. 
La ley atribuye al juez y al Ministerio Fiscal la 
obligaciôn de instar la declaraciôn de incapacidad, 
pero no les impone la obligaciôn de procéder a su 
internamiento, si los dictémenes mëdicos asl lo 
aconsejaran. En estas circunstancias, existen 
criterios judiciales diferentes y, asl, mientras 
algunos jueces proceden a autorizar el internamiento
"Sin perjuicio de lo previsto en el artlculo 
269, 4*, el Juez, de oficio, recabaré informaciôn 
sobre la necesidad de proseguir el internamiento, 
cuando lo créa pertinente y, en todo caso, cada seis 
meses, en forma igual a la prevista en el pArrafo 
anterio, y acordaré lo procédante sobre la 
continuaciôn o no del internamiento".
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de estos enfermo*, otros se inhiben. La situaciôn de 
abandono o indigènela de estas personas ha sido 
descrita en diverses quejas y en los RESULTADOS, sin 
que se haya podido encontrar una soluciôn adecuada a 
dicho problème. Séria prudente retomar la antigua 
obligaciôn de los jueces -comentada en la nota 8- de 
proveer al cuidado de los enfermes mentales y, por 
tanto, dentro de esta atenciôn, ester obligados a 
decretér su internamiento, si asl fuera preciso.
En esta misma llnea, deberlan adopterse 
las medidas oportunas para protéger al enfermo 
mental que présenta riesgo para si mismo, 
internôndole, como medida cautelar, en institueiones 
adecuadas, aunque sea transiterlamente. En este 
supuesto, el Juez deberla valorar no sôlo la 
indicaciôn cllnica, que puede ser alternative, como 
el riesgo real que corre el enfermo y, por tanto, la 
protecciôn del incapaz que puede lesionar o ser 
lesionado.^^ Medidas cautelares deben adopterse 
con aquelles enfermes que tienen tendencia a fugarse 
del hospital, una vez internados, y representan un 
riesgo évidente para si mismos y para los dem&s. Es
Podrla ser oportuna la coordinaciôn de la 
autoridad judicial con las gubernativas y sanitaria* 
para procéder al internamiento de personas incapaces 
que viven solas o en la via pûblica, creândose al 
efecto un servicio especializado de atenciôn y 
recogida de estas personas.
*^E1 supuesto fActico ha sido ampllamente descrito 
en la queja n* 3085/86.
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preciso, en estos supuestos, buscar un equilibrio 
entre el derecho a la libertad y la protecciôn del 
incapaz y de los demAs ciudadanos.
5. Protecciôn social.
La integraciôn social del enfermo pslquico 
constituye un objetivo constante de la Psiquiatrla 
moderna. Contra la idea de segregaciôn y 
marginaciôn, tan arraigada en otras êpocas, las 
tendencias actuales apuntan a la normalizaciôn del 
enfermo mental en el medio social en que se 
encuentra. La familia, la Comunidad, la educaciôn y 
el trabajo constituyen los puntos de referenda mAs 
significativos para la plena inserciôn social del 
disminuido pslquico.
Los poderes pûblicos en estrecha 
colabocaciôn con la familia y la sociedad deben 
propiciar esta integraciôn, facilitando el acceso a 
las diferentes manifestaciones del quehacer humano, 
asumiendo las deficiencias del enfermo mediante la 
adaptaciôn del medio social a las circunstancias 
especificas del disminuido pslquico. En esta tarea, 
la sensibilizaciôn de la sociedad, en relaciôn con 
esta problemAtica especlfica, es imprescindible para 
el pleno desarrollo de la personalidad del enfermo, 
en cuanto ciudadano, tal como dispone la 
Constituciôn, y para la propia aportaciôn del 
enfermo a la sociedad, superando la idea de invalido 
social por la de ciudadano ûtil de acuerdo con sus 
concretas posibilidades.
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La educaciôn constituye un elemento 
indispensable paca la integraciôn social del 
diminuldo pslquico. La legislaciôn educativa en esta 
materia es ciertamente progresiva, como hemos 
seHalado en la INTRODUCCION.
No obstante, y à la vista del MATERIAL 
utiliza'do, se observan déficits de puestos escolares 
de Educaciôn Especial en algunas provincias, 
descoordinaciôn entre centres dependientes del 
Ministerio de Educaciôn o de las ComunidadeS 
Autônomas y la Seguridad Social, etc.
Séria oportuno, por otra parte, que para 
la obtenciôn de una plaza escolar se concediera 
prioridad a los minusvélidos, procurando, de acuerdo 
con los principios que rigen la legislaciôn vigente, 
la integraciôn en centres normalizados, siempre que 
sea posible.
Por otra parte, los Centres de Atenciôn de 
Minusvélidos deben dispenser a todos los enfermes, 
que por su minusvalla lo requieran, cuidados
especiales de tratamiento y rehabiliteeiôn, con una
dotaciôn adecuada de facultativos (médicos
psiquiatras) que puedan acoger a aquellos que
presenten trastornos asociados (oligofrenia con 
trastornos de conducta).
Una manifestaciôn clara de normalizaciôn 
del enfermo pslquico es su incorporéeiôn al mundo
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del trabajo. Esta integraciôn en el imhtto laboral 
debe hacerse, sin embargo, teniendo en cuenta las 
minusvallas especificas que afectan al trabajador; 
por ello, es necesario adecuar las condiciones de 
acceso y conservaciôn del empleo a esas concretas 
carencias del enfermo, que, pudiendo ser ûtil a la 
sociedad desde su puesto de trabajo, debe ser, sin 
embargo, objeto de medidas especificas que tengan en 
cuenta sus propias limitaciones.
La jurisprudencia, como en tantas 
ocasiones, ha sido extraordinariamente sensible a 
esta problem&tica concreta. La calificaciôn de la 
epilepsia como causa de invalidez^^ o la 
valoraciôn de una perturbaciôn pslquica como 
exenciôn de cesponsabilidad en la comisiôn de una 
falta laboral déterminante de un despido, 
constituyen expresiones concretas de esta 
interpretaciôn progresista de la jurisprudencia 
actual.
Deberla ser valorada, también, la 
incidencia de su propia minusvalla en la renuncia o 
en la ausencia del ejercicio de sus derechos, que 
puede comporter un grave perjuicio para si mismo en 
el Âmbito de las relaciones laborales. La aceptaciôn 
del finiquito o del despido, sin oposiciôn por su 
parte, debido a una situaciôn pslquica anormal deben
^^Sentencia del Tribunal Supremo 279/86, de 25 de 
febrero de 1987.
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ser conslderados actos jurldlcos nulos, al carecer 
en ese memento de la capacidad de gobernarse a si 
mismo, presupuesto bâsico para la validez de los 
actos jurldicos.
En el casqpo de la Segur idad Social, al que 
ya nos hemos referido anteriormente, résulta 
incomprensible la actitud de los responsables de 
esta ïnstituciôn de mantener la posture de 
denegaciôn del reintegro de gastos por prestaciôn 
psiquiétrica a sus beneficiaries, a peser de la 
reiterada jurisprudencia del Tribunal Central de 
Trabajo, ratificada recientemente por el Tribunal 
Supremo.
Es preciso que la Seguridad Social asuma 
la obligaciôn impuesta por la legislaciôn y 
ratificada por los Tribunales de abonar los gastos 
por asistencia psiqui&trica, como una manifestaciôn 
del principle de universalizaciôn de la asistencia 
sanitaria, evitando, asl, los perjuicios y 
trastornos que tal actitud ocasionan a los 
beneficiarios.




El objetivo macco pcopuesto al iniciac
esta investigaciôn pcetendla establecer el contraste 
entre los derechos del enfermo mental» reconocidos 
en la legislaciôn, y su efectividad préctica. A
través del MATERIAL apoctado y de los RESULTADOS 
obtenidos se han podido constater las discrepancies 
entre el debe ser normative y la praxis concreta» 
deducida de las denuncias examinadas.
Ciertamente, las carencias se refieren a
aspectos concrètes que, como eslabones de una large 
cadena, reflejan una situaciôn muy dispar entre lo 
normadQ y lo praeticado. Esta podrla ser la primera 
y principal conclusiôn de este trabajo; sin embargo» 
la globalidad de la conclusiôn exige una mayor
concreciôn a través de los diferentes aspectos 
carenciales que pueden justificar de forma 
especlfica aquella conclusiôn global.
Mo obstante, advertidas las deficiencies, 
parece mâs oportuno ofrecer conclusiones mAs 
positivas, es decir, propuestas de soluciôn de las 
carencias observadas, que pueden mejorar el efectivo 
ejercicio de los derechos del enfermo mental y la
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asistencia psiquiâtcica en general. Desde esta 
perspective, hemos elaborado las siguientes
conclusiones:
I. RESPECTO A LA ASISTENCIA PSIQUIATRICA
1. La Constituciôn Espaftola y la legislaciôn 
ordinaria, como ha quedado expuesto en la 
IVTRODOCCION, reconoce el derecho de todos los 
ciudadanos a la asistencia psiquiitrica 
pûblica. No obstante, de las quejas estudiadas 
se comprueba la denuncia de los ciudadanos 
sobre la precariedad de dicha asistencia y la 
na gratuidad de la misma.
2. La legislaciôn sanitaria establece la 
integraciôn de la asistencia psiquiitrica en el 
Sistema General de Salud. La progresiva 
implantaciôn en dicho sistema, prevista en la 
Ley General de Sanidad, se est& realizando en 
la prictica con gran lentitud y escasos 
recursos creando una situaciôn de 
transiteriedad que perjudica notablemente a los 
enfermes que demandan esta prestaciôn. Parece 
oportuno que, mientras no se produzca esta 
implantaciôn de manera general, se apliquen 
fôrmulas alternatives que garanticen el derecho 
efectivo de los ciudadanos a la asistencia 
psiquiitrica pûblica.
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3. Del anélisis de las quejas y de las respuestas 
de la Administcaciôn se deduce una maniflesta 
descoocdinaciôn entre las diferentes
Administréeiones PQblicas Sanitarias, con lo 
que résulta perjudicado directaæente el 
ciudadano. Considérâmes que en cumplimiento de 
lo 'dispuesto en la Constituciôn, la 
Administraciôn debe asumir y hacer efectiva la 
coordinaciôn entre las diferentes
administréeiones sanitarias en materia de 
asistencia psiquiitrica.
4. En numerosas quejas se advierte la ausencia de 
una red asistencial fluida, la peregrinaciôn 
del ciudadano por diferentes centros 
asistenciales y la confusiôn actual producida 
por el ptoceso de transferencias entre 
administréeiones Pûblicas. Todo ello incide 
negativamente en la debida atenciôn del 
enfermo.
Parece oportuno que, frente a la inhibiciôn 
actual del organisme pûblico que no se 
considéra compétente en la resoluciôn de la 
demanda solicitada, se adopta el criterio de 
que cualquier organisme, al que se solicita sus 
servicios, debe, en todo caso, asumir el 
problems planteado orientando al enfermo e
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Intentando resolver el probleira, gestionando la 
asistencia requerida ante los organismes 
compétentes o centros adecuados.
5. Las quejas estudiadas revelan carencias 
manifiestas en materia de asistencia 
psiquiitrica en algunas provincias, lo que
résulta claramente discriminatorio en relaciôn 
con otras provincias. Esta desigualdad de unos 
ciudadanos en relaciôn con otros por razôn de 
su domicilie en una provincia conculca el 
articule 14 de la Constituciôn# por lo que
deben ser superadas estas diferencias como una
exigencia constitucional derivada de la
igualdad de derechos de todos los espaAoles.
La investigaciôn realizada révéla, igualmente, 
la carencia de recursos terapeûticos que los 
promoventes de las quejas consideran 
necesarios, taies como las unidades 
extrahospitalarias y los hospitales de larga 
estancia. Por ello, parece preciso aumentar el 
nûmero de unidades extrahospitalarias, como 
recurso terapeûtico intermedio entre la 
consulta ambulatoria y la hospitalizaciôn. Al 
mismo tiempo, se evidencia la necesidad de no 
prescindir de las plazas de larga estancia en 
centros hospitalarios para la atenciôn de 
enfermes pslquicos que precisen un tratamiento 
hospitalario mâs prolongado. También, y en este
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mismo ocden de cosas, parece oportuno que las 
camas psiqui&tcicas de les Hospitales 
Psiquiâtricos se desplacen hacia las Unidades 
de Psiquiatr ia de los Hospitales Générales.
7. A través del material aportado, se puede 
advertir la situaciôn de precariedad de los 
centros psiquiâtricos penitenciarios para la 
atenciôn al enfermo psiquico internado. Résulta 
evident# la necesidad de dotar a los Hospitales 
Penitenciarios de los recursos humanos y 
materiales que hagan viable el tratamiento y la 
rehabilitaciôn del enfermo psiquico internado, 
siendo necesario la creaciôn, entre otros 
recursos, de Residencies y Taller es, as i como 
la adopciôn de Programas de reinserciôn social.
II. RESPECTO A LA PROTECCION JURIDICA.
8. Se ha podido comprobar, a través de la 
documentaciôn examinada, las dificultades para 
procéder al internamiento de enfermos pslquicos 
en los Hospitales Psiquiâtricos, de acuerdo con 
lo previsto en el artlculo 211 del Côdigo 
Civil. La intervenciôn judicial, tanto para 
autorizar el internamiento como para ejercer la 
vigilancia posterior, no se produce con la 
diligencia adecuada, dando lugar a situaciones 
de indefensiôn de los enfermos en unos casos y
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a la falta de la adecuada asistencia en otros 
casos. Séria oportuno que, dentro de la 
orqanizaciôn judicial, se at ribuyeran estas 
facultades a jueces especializados que pudieran 
cumplir adecuadamente las previsiones légales.
La situaciôn de abandono de muchos enfermos 
pslquicos sin familia y sin recursos que, como 
consecuencia de su propia minusvalla, pueden 
atentar contra su salud o su vida o ser objeto 
de vejaciones o agresiones por parte de
terceros es también una situaciôn reiterada en 
la documentaciôn utilizada. Siguiendo la
propuesta formulada en la conclusiôn octava, 
séria aconsejable la atribuciôn de la
competencia en materia de incapacitaciôn, 
tutela e internamiento a ôrganos judiciales 
especializados, como podrlan ser los actuales 
Juzgados de Familia. Asl mismo parece oportuno 
que los jueces asuman la tutela de los enfermos 
pslquicos sin familia ni recursos, mientras no 
se nombre tutor legal.
10. Se ha comprobado igualmente, a través de las 
quejas estudiadas, que los Tribunales no ponen 
en préctica las previsiones del artlculo 8 del 
Côdigo Penal, autor izando a los enfermos 
mentales judiciales para que utilicen los 
Centros Asistenciales como alternative de los
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Centros Penitenciarios segûn se contempla en 
dicho precepto legal.
11. La documentaciôn examinada adopta diversos 
supuestos de enfermos pslquicos en el âmbito 
laboral, que como consecuencia de su propia 
minusvalla, sean despedidos de su puesto de 
trabajo o se les deniegue la invalidez a causa 
de su enfermedad. La Jurisprudencia del 
Tribunal Supremo ha declarado sin embargo la 
improcedencia del despido, cuando la causa se 
basa en infracciones laborales motivadas por la 
propia enfermedad. Asl mismo ha reconocido, en 
diversos supuestos, la enfermedad pslquica como 
causa de invalidez. El legislador deberla 
incorporar dichos supuestos para evitar 
procedimientos judiciales a los enfermos 
pslquicos.
12. Es constante, a través de las quejas estudiadas 
y de las respuestas de la Administraciôn, la 
actitud de la Seguridad Social de denegar el 
reintegro de gastos por prestaciones 
asistenciales psiquiâtricas a sus
benef iciarios. La doctrina del Tribunal Central 
de Trabajo reafirma de manera constante 
también, el derecho de dichos beneficiarios al 
reintegro de gastos. Recientemente el Tribunal 
Supremo ha ratificado este derecho de los 
beneficiarios de la Seguridad Social. Séria
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necesario que el legislador explicitara 
nornativamente la existencia de este derecho y 
que la Administraciôn, mientras tanto, aceptase 
con carâcter general la doctrina 
jurisprudencial, evitando asl que los enfermos 
pslquicos tuvieran que acudir a los Tribunales 
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Con los datos aportados en este anexo se 
pretends ofrecer un sistema de referencias donde 
encuadrar las quejas objeto de este estudio, en el 
âmbito general de la ïnstituciôn del Defensor del 
Pueblo y en el particular del Area de Asistencia 
Psiquiâtrica.
En la Tabla I se relacionan las Areas de 
Competencias de la ïnstituciôn donde con nûmero 12 
se inscribe la de Asuntos Générales.
La figura 1 contiene el nûmero total de 
quejas recibidas desde Enero de 1983 a Diciembre ded
1986. Puede observarse la disminuciôn paulatina del 
nûmero de quejas que se explica porque al tratarse 
de una ïnstituciôn nueva en nuestro ordenamiento 
jurldico, han acudido a ella muchas personas que 
desconocian sus funciones y competencias. Parece que 
se han ido estabilizando y cualificando las quejas 
que se dirijen al Defensor del Pueblo.
La Tabla II es un ejemplo de la ficha 
técnica que se cumplimenta en el Registro de Entrada 
con los datos del escrito-queja.
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En la figura 2 se resume la relaciôn del 
Area de Asuntos Générales con otras Areas.
En la figura 3 se muestra la evoluciôn por 
aAos de las quejas que habiendo sido imputadas al 
Area de Asuntos Générales se han desglosado en 
quejas de Asistencia Psicologîca (délirantes) y las 
quejas de Asistencia Psiquiitrica propiamente dicha.
Las contenidas en este segundo apartado 
son las que hemos tratado en el texto de nuestra
memoria y a las que vamos a hacer referenda a 
continuaciôn.
Tabla III. Las caracteristicas de las
personas que acuden a la ïnstituciôn del Defensor 
del Pueblo son muy variadas, tanto en cuanto a edad 
como a nivel cultural. En la mayor la de los casos, 
las quejas van escritas por personas diferentes a 
los interesados por tratarse de analfabetos.
Hay que indicar también que los datos de 
la Tabla III se refieren a la persona que envia la 
queja y no al propio enfermo.
Tabla TV. Acuden al Defensor del Pueblo
desde cualquier provincia a pesar de que existen en
algunas Comunidades Autônomas la figura del Defensor 
del Pueblo bajo diverses denominaciones.
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La distribuciôn de las quejas poc 
provincias que apacecen en la Tabla IV cefleja las 
de lo8 aflos 1985 y 1986 conjuntamente y por 
separado» con objeto de observât la vaciabilidad.
Séria interesante para un trabajo futuro 
analizar las causas de las diferencias en el nûmero 
de quejas de unas provincias a otras. Por ejemplo si 
dependen ' o no de la existencia de Hospitales 
Psiqui&tcicos/ medios de informaciôn adecuados, 
visitas esporâdicas del Defensor del Pueblo, grado 
de concienciaciôn de sus propios derechos, etc.
Asistencia PsiquiAtrica y Proteccifin Juridiea
Tabla V . Los 74 ejemplos que hemos 
discutido en la tesis se hayan distribuidos por 
materias como se observa en la Tabla V.
El nûmero de quejas no guarda
necesariamente proporciôn con el total para una
materia determinada. Esta proporciôn se puede 
observât mejor en los datos referidos a la muestra
aleatoria de 359 y mâs claramente en la que
corresponde a los aRos 1985 y 86 puesto que en estos 
aflos disponemos de la totalidad de los datos.
Figura 4. Las datos de la Tabla V se 
recogen a las figuras 4 y 5.
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En la Figura 4 hemos separado lo 
correspondiente a asistencia psiguiâtrica y 
protecciôn jucldica y se ban ordenado por tamaho con 
objeto de tener una idea del volumen de las quejas 
en estas materias.
Figura 5. Se estudia en detalle las 
proporciones de quejas para cada uno de los tipos de 
tratamiento.
Finalmente en la Figura 6 hemos querido 
reseflar el resultado de la actuaciôn del Defensor 
del Pueblo despues de la tramitaciôn de estas quejas 
ante la Administraciôn Pûblica.
DISTRIBUCION EN
AREAS DE COMPETENCIA
1 ASUNTOS EXTERIORES Y PRESIDENCIA
2 DEPENSA E INTERIOR
3 JUSTICIA'
4 ECONGMIA, HACIENDA, COMERCIO. AGRICULTURA 
E INDUSTRIA
5 ADMINISTRACION TERRITORIAL Y LOCAL
6 TRABAJO
7 SANIDAD Y CONSUMO
8 SEGURIDAD SOCIAL Y BIENESTAR
9 OBRAS PUBUCAS, URBANISMO Y VIVIENDA
10 TRANSPORTES, TURISMO Y COMUNICACIONES
11 EDUCACION Y CULTURA
12 ASUNTOS GENERALES
Tabla I
VOLUMEN TOTAL DE QUEJAS RECIBIDAS



















N’UMERO DE O-HJAS ?0R A5Ï0S Y PROVINCIAS
Gifras entre paréntesis: na de quejas 

















1985 1986 1985 ♦ 1986
4 (3,4) 6 (5,1)
4 (3,5) 2 (1,7)
0 1 (5,4)
4 (6,1) 1 (1,5)
0 1 (1,5)
5 (1,7) 6 (1,3)
3 (3,2) 0
3 (7,0) 1 (2,3)
2 (1,9) 2 (1,9)
2 (3,8) 1 (1,9)
1 (2,3) 1 (2,3)
4 (8,3) 0
1 (1,3) 2 (2,7)
0 1 (2 ,1)



































































RELACtON CON OTRAS AREAS
DEL AREA DE ASUNTOS GENERALES
JUSTIOA
SEGUROAO SOCIAL Y BIENESTAR 
DEPENSA E INTERIOR 
SANIDAD Y CONSUMO 




OBRAS PUBLiCAS. URBANISMO 
YViyiENOA ,
ASÜNTÔS EXTERIORES - 







PROVINCIA 1985 1986 1985 ♦ 1986 MUESTRA
GUADALAJARA 0 1 (6,9) 1 (6,9) 0
GÜIPUZCOA 2 (2,8) 0 2 (2,8) 1
HUELVA 1 (2,3) 0 1 (2,3) 0
JAEN 0 3 (4,5) 3 (4,5) 1
LA CORUNA 6 (5,4) 23 (20,7) 29 (26,0) 2
LA RIOJA 0 2 (7,6) 2 (7,6) 0
LEON 1 (1,9) 5 (9,5) 6 (11,4) 1
LUGO 3 (7,3) 0 3 (7,3) “ 0
MADRID 45 (9,3) 28 (5,7) 73 (14,9) 37
MALAGA 1 (0,9) 2 (1,9) 3 (2,8) 3
MURCIA • 6 (6,0) 0 6 (6,0) 1
NAVARRA 1 (1,9) 0 1 (1,9) 0
PALENCIA 2 (10,5) 1 (5,3) 3 (15,3) 0
PONTEVEDRA 5 (5,6) 1 (1,1) 6 (6,7) 0
SALAMANCA 4 (10,9) 0 4 (10,9) 1
SEGOVIA 1 (6,7) 0 1 (6,7) 0
SEVILLA 1 (0,6) 2 (1,3) 3 (5,5) 1
SORIA 1. (9,9) 2 (19,8) 3 (29,6) 0
TENERIFE 3 (4,4) 0 3 (4,3) 1
— 3 •
PROVINCIA 1985 1986 1985 + 1986 MUESTRA
TERÜEL 1 (6,4) 0 1 (6,4) 0
VALENCIA 9 (4,3) 8 (3,8) 17 (8,0) 6
VALLADOLID 1 (2,0) 1 (2,0) 2 (4,1) 2
VIZCAYA 4 (3,3) 2 (1,6) 6 (5,0) 0
ZAMORA 1 (4,4) 0 1 (4,4) 0
ZARAGOZA 3 (3,6) 1 (1,2) 4 (4,8) 0
T O  T A L E  S 139 109 248 74
ASISTENCIA PSIQUIATRICA 
Y PR O tgèÇ IQ N  jyR IQ IÇ A
a s m p u c i O N  p o r  t i p o s d e  t r a t a m i e n t o  e n  a s i s t e n c i a
PSIQUIATRICA
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DISTRIBUCION DE LAS QUEJAS POR MATERIAS







rUESTOA DE LA TESIS 
NQ 74
PREVENCION 4 (1,0) 7 (2,8) 6
TRATAMIENTO 124 (34,4) 91 (36,5) 24
REHABILITACION 11 (3,1) 15 (6,0) 7
INTEGRACION 41 (11,4) 25 (10,0) 6
DROGADICTOS 63 (18,9) 41 (16,5) 11
INTERNAMIENTO 37 (10,4) 22 (3,8) 10
TOXICOMANOS 
Rêgimen Penitenciario 21 (5,9) 14 (5,6) 4
EDUCACION 14 (3,8) 8 (3,2) 1
AMBITO LABORAL 16 (4,4) 12 (4,8) 4
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Figura 4
RESULTADOS DE LA ACTUACION 
DEL DEFENSO R DEL PUEBLO
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